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Las Secretarías Generales del Comité Permanente Interamericano de 
Seguridad Social y de la Asociación Internacional de la Seguridad So-
cial, considerando la importancia del estudio de la legislación de la 
seguridad social, se pronunciaron por la conveniencia de incluir en la 
Mesa Redonda Jurídico Social, un tema central relativo a las "Refor-
mas legislativas recientes y su aplicación en la administración, finan-
ciamiento y extensión de la seguridad social". 

En base de los estudios afines al tema que ha presentado en di-
versas reuniones el Departamento de Asuntos Internacionales del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, como son "Criterios para un en-
foque regional de la Seguridad Social en América Latina", que fue una 
aportación al Simposio sobre Seguridad Social OIT-CISS-AISS y "La 
relación entre la legislación de la Seguridad Social y los planes de 
Desarrollo en la Región Americana", ponencia de la Mesa Redonda 
Jurídico Social realizada en Colombia, en 1973, el Departamento de 
Asuntos Internacionales preparó para este evento un estudio que apor-
ta un capítulo más en este enfoque integral de las legislaciones refe-
rido a "Tos relaciones entre la Legislación de Seguridad Social y los 
Planes de Desarrollo en los países de la Cuenca del Plata". 

Tanto en el Simposio OIT-CISS-AISS, como en la Mesa Redonda 
Jurídico Social, se recomendó la continuación de este tipo de investi-
gación basado en la metodología integral que comprende aspectos so-
ciales, económicos, jurídicos y de la legislación propia de la seguridad 
social. 

Esta aportación contiene una visión panorámica de las antece-
dentes históricos de los países de la Cuenca del Plata, y del desarrollo 
socio-económico para establecer las relaciones básicas entre la legis-
lación en el campo de la seguridad social y las condiciones en su mar-
co de operación que caracterizan su desarrollo y condicionan su pla-
nificación. Con este propósito fueron elaborados una serie de cuadros 
que presentan indicadores económico sociales de algunos de los países 
de esta subregión, que fueron seleccionados para fundamentar las te 
sis de estudio, así como un análisis comparativo de su legislación de 
seguridad social. 

310 



También se presenta un esquema de los convenios existentes para 
destacar su contenido económico social, los principios que fundamen-
tan su elaboración y su aplicación. 

En este estudio se ha pretendido captar la ideología y problemá-
tica subyacente en el tema de la relación de la seguridad social y los 
planes de desarrollo regional. 
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1. INTRODUCCION 

1. 1. Fundamentación. La relación entre las legislaciones de segu-
ridad social y los planes de desarrollo en la región americana requie-
re, evidentemente, un profundo análisis que trasciende las preten-
siones de este ensayo presentado por el Departamento de Asuntos In-
ternacionales del Instituto Mexicano del Seguro Social. Sin embargo, 
se considera conveniente plantear algunas de las cuestiones fundamen-
tales y la problemática subyacente en el tema, para la consideración 
de los participantes en esta Mesa Redonda de la Comisión Jurídico-
Social, así como un conjunto de informaciones para consulta de es' 
tudios posteriores. 

El material informativo en relación a los efectos normativos de 
las estructuras jurídicas en los procesos del desarrollo y la magnitud 
de su significación en los diversos aspectos de la vida nacional, así 
como la disparidad que puede existir entre la concepción jurídica con-
tenida en la.1 legislación vigente y su interpretación y aplicación a nivel 
operativo, está escasamente difundido y en su mayoría sólo entre 
círculos restringidos e investigadores especializados. Estas interrela-
ciones entre el marco jurídico y la realidad económico-social que 
regula y que comprende desde la Constitución de un país hasta los 
códigos, leyes y reglamentos vigentes, constituyen las que menor aten-
ción han recibido de parte de planificadores y administradores nacio-
nales y por aquéllos que pretenden el análisis del desarrollo basado 
en enfoques integrales. 

Hasta la fecha no se ha realizado un esfuerzo apreciable por enr 
contrar las informaciones y datos dispersos en los campos de la le-
gislación de la seguridad social y el desarrollo regional, para some-
terlos a un análisis multidisciplinario que puede contribuir a enri-
quecer el criterio de selección de los objetivos comunes identificables 
en ambos campos y de los factores estratégicos para su planeación 
y para la, acción misma. Es evidente que la amplitud de horizontes, 
que permite una apreciación integrada de las realidades nacionales 
y del contexto legal en el que se desenvuelven, contribuye a disminuir 
las distorsiones que producen las visiones fragmentarias, caracterís-
ticas de cada formación profesional o institución especializada. 
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Una perspectiva multiestructural del desarrollo, basada en el 
reconocimiento de las relaciones básicas entre las diversas estructuras, 
formando parte de un todo dinámico e integrado, constituye el pri-
mer paso para dirigir el interés y esfuerzo a las tareas de correlación 
analítica del desarrollo con la legislación de la seguridad social, aún 
cuando el análisis del mismo sea realizado con un enfoque predomi-
nante: ya sea de los factores económicos, pero considerándolos den-
tro de la estructura social y el contexto político en que se desenvuel-
ven; o de los aspectos) sociales, sin menospreciar sus relaciones con la 
organización económica y el marco político de su desarrollo; o bien, 
de la acción estatal y los procesos políticos, valorizándalos dentro 
de una sociedad y sistema económico indefinidos. 

Aun cuando la interdependencia real de las estructuras de na-
turaleza económica, política y social presentan numerosos escollos 
para su estudio y evaluación, lo cual ha fomentado el esceptismo res-
pecto a sus posibilidades de análisis y cuantificación, se considera 
factible establecer equivalencias de componentes institucionales y por 
consiguiente, de su acción e influencia recíproca. 

El análisis de las informaciones disponibles que permitan una ma-
yor comprensión de las relaciones entre la estructura jurídica de la 
seguridad social y los planes que fundamentan el desarrollo, puede 
aportar elementos valiosos para establecer el grado de afinidad y 
cohesión que existe entre los mismos y determinar hasta qué punto 
están unos adecuados a los otros y en qué medida se complementan, 
se excluyen o se obstaculizan, sin llegar al extremo de postular la 
condicionalidad recíproca o inequívoca entre dichas estructuras y los 
planes señalados. 

Un mayor conocimiento de la influencia concomitante que ejer-
c,en entre sí el marco jurídico de la seguridad social y la realidad 
económico-político-social, implícita en el desarrollo de un país, con-
cebida como un complejo funcional que se realiza a través de un con-
junto de estructuras e instituciones, amplía las bases tanto para el 
diagnóstico y la selección de objetivos como para el conocimiento 
del contexto de operaciones que alimenta, retroalimenta y modifica 
las estructuras que la rigen. Asimismo, aporta elementos con el fin 
de establecer las pautas para los cambios contemplados en las leyes 
y planes de seguridad social y en el desarrollo nacional y para la de-
terminación de las condiciones estructurales y de organización, in-
dispensables para su realización. También, permite señalar con ma- 
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yor acierto aquellos elementos de valor estratégico hacia los cuales 

se puede dirigir la acción, en uno u otro campo, de acuerdo con las 
finalidades propuestas y los recursos accesibles. 

La disponibilidad oportuna de informaciones correlacionadas de 
la legislación de seguridad social y los planes de desarrollo, puesta al 
servicio de la acción práctica puede, además de contribuir para indi-
car los aciertos del diagnóstico en ambos campos para los planes de 
desarrollo futuro, mostrar la compatibilidad de la legislación de la 
Seguridad Social con los diversos objetivos elegidos en este campo y 
con las aspiraciones más amplias de un plan general de desarrollo y 
si son o no adecuados los medios propuestos para su logro. 

Los estudios descriptivos de hechos o situaciones del pasado, in-
dudablemente tienen una utilidad para fundamentar el análisis, la pla-
neación y programación de las políticas elegidas para el desarrollo de 
la seguridad social o de cualquier aspecto en la vida nacional, pero son 
de mayor interés aún las proyecciones dinámicas de nuevas funciones, 
actividades o situaciones que también deben contemplarse en forma 
integral en un plan de desarrollo general en el cual ocupan una posi-
ción de mayor o menor significación, según la jerarquización realizada 
de los objetivos correspondientes y conforme a aquéllos que resul-
taran predominantes. También es necesario considerar que, además del 
análisis interestructural, se requieren las perspectivas multisectoria-
les de cada estructura, así como los efectos complejos derivados de 
la posición que ocupa cada país en la constelación de factores que se 
encuentran en el ámbito de la coyuntura internacional. 

Los planes de desarrollo nacional actualmente comprenden pro-
gramas económicos estrechamente relacionados con los programas 
sociales que se están promoviendo en América Latina, basados en la 
convicción de que los avances económicos sólo pueden traducirse en 
mayores niveles de bienestar para la población, en la medida en que 
sean acompañados por la satisfacción de necesidades sociales. Sin 
embargo, no obstante los progresos obtenidos tanto en el desarrollo 
social como en la legislación correspondiente en las últimas décadas, 
en materia de salud, alimentación, educación, vivienda y demás servi-
cios sociales, aún se observan importantes carencias en relación a las 
necesidades crecientes de la población y a cierto rezago en el marco 
jurídico de algunos sistemas, que requieren estar acordes con la di-
námica de la realidad actual. 
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La seguridad social corno uno de los instrumentos fundamentales 
de la política social en los países analizados, presenta desarrollos y 
realizaciones importantes. Sin embargo, es preciso reconocer que la 
situación actual de la seguridad social en los países que están reali-
zando esfuerzos por lograr su desarrollo económico afronta serias li-
mitaciones para superar los avances generales logrados que tiendan a 
subsanar las deficiencias estructurales que se observan en las institu-
ciones, así corno en la concepción jurídica que la fundamenta y en su 
aplicación práctica. 

Las circunstancias históricas del desarrollo de la seguridad social 
en América Latina han determinado, con frecuencia, la creación de re-
gímenes jurídicos e institucionales diferentes para diversos grupos 
profesionales. Esta pluralidad legislativa y de organizaciones adminis-
tradoras ha conformado situaciones que no satisfacen plenamente los 
principios básicos de la justicia social, esencialmente de aplicación 
universal y de funciones redistributivas que inspiraron la creación de 
estos sistemas y que requieren la misma universalidad para su ope-
ración eficaz. La multiplicidad legislativa e institucional también ha 
producido problemas de duplicidad de funciones administrativas y 
dificultades en la coordinación entre los regímenes de un mismo país, 
con el consiguiente desperdicio de los recursos asignados. Esta coor-
dinación es muy significativa tanto para normar las funciones básicas 
de las instituciones de seguridad social como para su vinculación con 
otras instituciones de política social y con las de carácter económico, 
implícitas en los planes de desarrollo. 

Por otra parte, es evidente que debe existir un alto grado de ar-
monización y coherencia entre las políticas y programas de los diversos 
organismos y en sus diferentes niveles de operación, considerados en 
forma integral. 

Aunque es alentador observar que en diversos países, en época 
reciente, se ha advertido la tendencia hacia una mayor homogeneidad 
legislativa e institucional de la seguridad social, la mayoría está aún 
por realizarla a nivel nacional. 

Desde los primeros años de operabilidad de las instituciones de 
seguridad social de la Región Americana empezaron a surgir proble-
mas originados por desajustes entre las legislaciones de seguridad 
social y la realidad en su contexto de operación y en algunos casos por 
situaciones que no habían sido previstas por la ley, como fue el de la 
protección de familiares o dependientes del trabajador; o las que ha- 
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biendo sido consideradas, tal corno sucedió en el caso del desempleo 
o cesantía y subsidios familiares, resultaban inoperantes por la insu-
ficiencia de recursos de distinta índole; o por el deseo de realizar 
ciertos programas que podían derivarse de la legislación y que eran 
impedidos por la falta de capacidad a nivel operativo, surgiendo así 
la brecha entre la norma jurídica y su aplicación. 

Esta última instancia, una medida de la eficacia de la legislación 
de seguridad social se basa en su fundamentación adecuada de los 
sistemas de seguridad social para la captación de recursos como rea-
lización de programas de servicios y, por consiguiente, como mecanis-
mos complementarios de redistribución de ingresos en base a prin-
cipios de solidaridad y justicia social. 

Por lo anterior, se subraya la necesidad de conformar actuali-
zar y precisar las legislaciones de seguridad social, redefiniendo con 
mayor precisión sus objetivos, sus concepciones y terminología, con 
la intención de prever además la apertura adecuada para su aplica-
ción dinámica. Esta, evidentemente, es la que le corresponde para 
regir a los regímenes de seguridad social, si además de su tradicional 
consecución de metas de bienestar social han de seguir un paso acorde 
con los planes generales de desarrollo que se observan en cada uno de 
nuestros países. 

1. 2. Planteamiento de Objetivos. Es indudable que tesis como las 
planteadas requieren de un profundo análisis multidisciplinario y de una 
metodología rigurosa que sistematice las constantes y variables de 
estudio que pudieran contribuir a explicar la realidad actual de los 
sistemas de seguridad social de América Latina, así como su relación 
con los procesos económicos, políticos y sociales en que se desarro-
llan. Este tipo de estudios constituye un verdadero reto para inves-
tigaciones futuras que por su profundidad y magnitud trascienden los 
propósitos de este trabajo, que pretende presentar ante los asisten-
tes a esta Mesa Redonda, algunas consideraciones generales respecto 
a la situación económica, social e histórica de los países de la "Cuenca 
del Plata", con especial referencia a la base jurídica de sus institu-
ciones de seguridad social, señalando a grandes rasgos sus avances 
en este importante aspecto de la política social. 

El Departamento de Asuntos Internacionales del Instituto Mexi-
cano del Seguro Social, continuando con su programa de investigacio-
nes que pretende realizar análisis de los países que integran distintas 
regiones de América como lo ha hecho con los países de Centroamé- 
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rica y Panamá y con los que forma el "Pacto Andino", en esta ocasión, 
ha considerado la conveniencia de enfocar este estudio a los países 
que integran la "Cuenca del Plata": Argentina, Brasil, Paraguay y 
Uruguay. No se incluye a Bolivia en el estudio, debido a que ya fue 
considerada al analizarse a los países que forman parte del "Pacto 
Andino". 

2. ANTECEDENTES HISTORICOS DE LOS PAISES DE LA CUENCA 
DEL PLATA 

Antes del descubrimiento de América por los Europeos, existían gru-
pos dispersos de aborígenes en los países de la Cuenca del Plata. Nin-
guno de estos grupos había alcanzado el grado avanzado de civiliza-
ción que habían logrado otros pueblos americanos. El territorio que 
comprende hoy día a Argentina y Uruguay, estaba poblado por indí-
genas nómadas, que con el paso del tiempo trás la Conquista Espa-
ñola, casi desaparecieron por completo, integrándose en alguna pro-
porción al resto de la población. En Brasil, se localizaban también 
grupos de nativos con un grado de civilización muy rudimentario, 
quienes fueron empujados hacia el interior del territorio a medida 
que los portugueses avanzaban en la colonización de las zonas costeras. 
El territorio de lo que hoy es Paraguay se encontraba ocupado por los 
indios guaranies, una raza pacífica, asentada en el plácido y favorable 
medio de la llamada "Tierra entre Ríos"; en este caso, a raiz de la 
llegada de los Españoles, se produjo un intenso mestizaje, base funda-
mental de la población de hoy día. 

Al sobrevenir la Conquista, el territorio que hoy constituye 
América Latina, pasó a formar parte de los virreinatos de Nueva Es-
paña, Perú, Nueva Granada y, más tarde Buenos Aires. Estas divisiones, 
a su vez, se integraban en el Imperio Español Americano, basado en 
su comunicación y subordinación a la Metrópoli. Los portugueses en 
el Brasil, consiguieron a través del tiempo consolidar su dominio sobre 
este gigantesco territorio. 

Por lo que se refiere a la independencia de los países de América 
Latina, es de importancia considerar este acontecimiento histórico, 
en cinco procesos diferentes, que van de acuerdo con la agrupación 
geográfica natural de los países incluidos en cada grupo: 

— De México y Centroamérica. 

— Del norte de sudamérica (Venezuela, Colombia y Ecuador o 
sea Nueva Granada). 
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— Del occidente de sudamérica (Perú, Bolivia y Chile). 

— Del oriente de sudamérica (Brasil). 

— Del sur del Continente sudamericano (Argentina, Uruguay 
y Paraguay). 

La historia de los países latinoamericanos, a partir de la con-
sumación de la Independencia, pudiera traducirse en términos de 
esfuerzos constantes por alcanzar el desarrollo y la modernidad, la 
integración nacional de cada país y la unidad regional. 

Algunos países latinoamericanos pasaron por un período de graves 
disturbios internos, que a menudo provocaron guerras civiles como 
fue el caso de Argentina. Uruguay mantuvo su independencia, consti-
tuyéndose en un Estado limítrofe entre Argentina y Brasil, y procu-
rando una posición política equidistante entre ambos. Brasil, que gozó 
de paz y estabilidad política durante la época del Imperio en contras-
te con los países hispanoamericanos, pudo consolidar su unidad nacio-
nal y aún extender los límites de su territorio. 

Los factores económicos y políticos de carácter internacional, 
como es la necesidad de liberarse del estado de dependencia de otros 
centros de poder económico, y los aspectos más relevantes de la dinámi-
ca interna de cada país, como son el proceso de industrialización, el 
crecimiento demográfico, la ampliación de los términos comerciales 
y otros, continúan alterando substancialmente el proceso de desenvol-
vimiento de la región de la Cuenca del Plata. 

Algunos estudiosos del tema del desarrollo latinoamericano han 
presentado un análisis del movimiento integracionista de la región, 
en sus perspectivas futuras, en el cual se prevé la posibilidad de una 
mayor vinculación entre los países de la Cuenca del Plata, la que 
constituiría una de las tres grandes agrupaciones subregionales lati-
noamericanas, siendo las otras dos el Pacto Andino y el Mercado sub-
regional de Centroamérica, México y el Caribe. De cualquier forma, 
los más recientes acontecimientos, en lo concerniente a la intensifi-
cación de las relaciones de Brasil y Argentina, con Paraguay y Uruguay, 
demuestran que estos países continuarán tratando de profundizar y 
dar forma a una nueva conjunción de intereses y propósitos a sus 
relaciones. 

3. CONSIDERACIONES DEL DESARROLLO ECONOMICO DE LOS 
PAISES DE LA "CUENCA DEL PLATA" 

Con el propósito de presentar una panorámica general del desarrollo 
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económico de América Latina y particularmente de los países que 
integran la "Cuenca del Plata", se considera conveniente analizar as-
pectos como los índices del crecimiento del producto, la participa-
ción en éste de algunos de los sectores básicos de la economía, prin-
cipalmente el Agrícola y el Industrial, las políticas gubernamentales 
en materia de precios, salarios, inversión, etc., algunos criterios que 
intentan explicar las causas más generales que motivaron ciertos fe-
nómenos económicos a nivel latinoamericano y con referencia espe-
cífica de los países de la "Cuenca del Plata": Argentina, Brasil, Para-
guay y Uruguay. 

El crecimiento económico de América Latina a 1973, se incremen-
tó aproximadamente al 7%, continuando con el período de desarrollo 
acelerado que se inició en 1968. (1) El crecimiento acelerado de las 
economías fue a consecuencia de la aplicación de políticas como el 
fortalecimiento de la inversión interna, la diversificación y aumento 
de las exportaciones y la entrada de capitales del exterior a largo 
plazo; otro elemento que ha permitido cierto desarrollo acelerado 
lo constituye la notable influencia de las instituciones encargadas de 
formular y aplicar la política económica con bases más sólidas de 
planeación nacional. 

Cabe enfatizar que, mientras los sectores de manufacturas, cons-
trucción y electrificación, han registrado el mayor ritmo de creci-
miento en los últimos años, el desarrollo del sector agropecuario ha 
sido insuficiente para mantener la producción nacional equilibrada. 
El planteamiento anterior constituye un problema de magnitudes ex-
traordinarias, teniendo en cuenta la importancia de la agricultura en 
la mayoría de los países latinoamericanos, tanto por su contribución 
al Producto Nacional como al empleo. 

Como consecuencia del crecimiento insuficiente del sector agrí-
cola, el alza en los niveles de precios que se ha generalizado en, el mun-
do, en los años recientes, revistió especial interés en América Latina, 
en 1973, cuando se acentuaron las tendencias inflacionarias y el logro 
de una estabilidad de precios se hace aún más difícil, a causa del 
aumento de los precios del petróleo y del impacto que éste tendrá 
sobre los costos de producción en las economías de todos los países 
del mundo. 

De continuar con el desequilibrio entre el sector agropecuario y 
el sector industrial, puede preverse que la oferta de empleo a nivel 
nacional tenderá a agravarse aún más, ocasionando un mayor éxodo 

(1) Banco Interamericano de Desarrollo, Informe Anual de 1973. 
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de las zonas rurales a los centros urbanos y los consiguientes pro-
blemas. 

Ante la información que revela el comportamiento desfavorable 
de la economía global de la región, se considera conveniente mencio-
nar la relación entre el elevado ritmo de crecimiento demográfico y 
el producto interno bruto por habitante. El aumento de la población, 
en promedio, equivale a 2.9% acumulativo anual, lo que significa que 
el PNB, creció a razón del 2.6% anual, ya que en el período de 1968-
1971, la tasa media de crecimiento anual del PNB, creció al 6.4%. (2) 

Según otros datos de la misma fuente, se considera que el valor 
relativo de la producción de la agricultura respecto al producto inter-
no regional, bajó paulatinamente del 9.3% en 1960, a aproximadamen-
te el 15.7% en 1971 (la tendencia secular descendiente de la contri-
bución de la agricultura a la producción total durante 1970-1971 es 
general, con excepción de Colombia y Venezuela). 

Como se afirmó con anterioridad, el sector agrícola también, ge-
nera en la actualidad la mayor parte de las entradas de divisas en 
América Latina; así en 1968, las exportaciones en productoá agrícolas 
al exterior representaron alrededor del 54°/o de su valor. En el período 
de 1960-1970, la tasa anual media de crecimiento de las exportaciones 
agrícoles de la región fue del 4% y la de las importaciones en ese 
mismo período del 6 5%. 

Por otra parte, la producción agrícola per cápita de 'América La-
tina bajó en un 3°/o de 1970 a 1971, de acuerdo con datos de la FAO. 
La producción agrícola total de la región disminuyó a una tasa anual 
del 0.8% en el período 1970-1971, equivalente a una baja per Capita 
del 4%. 

La producción de carne vacuna también registró una tendencia 
descendente en 1969-1971 y el consumo interno de productos corno el 
azúcar tiende constantemente al alza en los últimos arios, aumentan-
do su consumo de unos 8.5 millones de toneladas a 9.2 millones. 

Las circunstancias que se han puesto de relieve, entre las cuales 
destacan la escasez y el alza espectacular de los precios del petróleo, 
conducen a plantear serias interrogantes en relación a su impacto en 
la evolución económica de la mayor parte de los países latinoameri-
canos en 1974 y los próximos años. Si bien, como preveen los infor- 

(2) Datos del Informe del Banco Interamericano de Desarrollo de 1973. 

321 



mes del BID, de mantenerse los precios actuales, los países de la 
región como Venezuela y Bolivia que exportan petróleo y gas natural 
recibirán un considerable ingreso adicional de divisas, pero es nece-
sario tener presente que la mayor parte de ellos son importadores 
de petróleo y sus derivados. Para los que importen este energético, el 
alza señalada, resultará en una carga muy acentuada sobre sus balan-
zas de pago, lo que a la vez, influirá en el mantenimiento de sus ac-
tuales tasas de crecimiento. Algunos observadores y analistas de la 
región, preveen que estos efectos pueden ser de mayor trascendencia 
si la crisis de energéticos desembocara en un descenso significativo 
de las tasas de crecimiento en los países industrializados, lo que po-
drían repercutir en un debilitamiento de las corrientes de capitales 
internacionales, y agravar las dificultades de balanza de pagos que 
algunos de estos países pueden enfrentar. 

Además de las consideraciones señaladas, se podrían mencionar 
los siguientes factores económicos que inciden en la situación socio-
política del área latinoamericana: la desigual distribución en la te-
nencia de la tierra y la subutilización del potencial agrícola; el des-
arrollo de una agricultura orientada preponderantemente a la obten-
ción de productos para la exportación; la lentitud del proceso de in-
dustrialización; la sub-ocupación de la población activa y los niveles 
insuficientes en la aplicación de tecnologías avanzadas de producción 
agrícola, industrial o comercial. 

Las formas de tenencia y explotación de la tierra en América La-
tina han contribuido en algunos casos a la integración de modelos de 
desarrollo económico poco eficientes. La agricultura en general tiende 
a orientarse a la exportación, ocasionando algunas veces, crisis de 
consumo interno. 

La observación al proceso de desarrollo en América Latina, revela 
una participación creciente del Estado, en la producción de bienes 
y servicios, fortaleciéndolo como tal e imprimiendo a las economías 
citadas, características de tipo mixto, puesto que en su desarrollo par-
ticipan en forma significativa, tanto el sector público como el privado. 

En cuanto al proceso de integración económica latinoamericana, 
en relación con el comercio internacional, se puede captar un aumen-
to en el volumen de comercialización de esos países, con ciertas varia-
ciones al concepto tradicional de comercio internacional, que se re-
flejan en la existencia de menores trabas arancelarias, en la exención 
o reducción de impuestos a las exportaciones e importaciones y en el 
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establecimiento de convenios y tratados internacionales, con criterios 
de solidaridad internacional y de ayuda mutua. 

Señalados algunos de los aspectos y características de tipo gene-
ral del área latinoamericana, resulta conveniente hacer lo propio, par-
ticularmente en los países que integran la Cuenca del Plata: Argentina, 
Brasil, Paraguay y Uruguay. 

ARGENTINA 

Con la intención de mostrar una visión general de Argentina, en re-
lación al desarrollo económico y a alguna de sus tendencias, se con-
sidera conveniente plantear aspectos como los siguientes: en 1969, el 
P. I. B., aumentó en 6.6% comparado con el 4.7% en 1968, casi dupli-
cando el promedio anual del período 1965-1967. (3) Con una población 
que ha aumentado a razón del 1.50/0 anual en el último quinquenio, 
el producto por habitante creció con un promedio anual de 2.9%. 

El fortalecimiento de la economía observado en estos años se 
debió al conjunto de políticas ejecutadas por el gobierno, tendientes 
a reducir la inflación y sentando las bases para un desarrollo econó-
mico autosostenido. Un elemento importante de la política guberna-
mental lo constituyó la devaluación de la maneda en un 40%, políti-
ca que fué compensada por la aplicación de aumentos a la tasa im-
positiva de exportación, la disminución de recargos a la importación, 
y la adopción de una estricta política de ingresos y medidas moneta-
rias y crediticias encaminadas a reducir la participación del sector 
público en la expansión monetaria; pese a este tipo de actitudes gu-
bernamentales, los resultados al principio de la década del 70, han 
provocado cierta preocupación respecto a la evolución económica y 
financiera del país, particularmente en la política de precios. 

Al iniciarse la década de 1970, la tasa de crecimiento de la pro-
ducción agrícola se aceleró, en tanto que la correspondiente a la pro-
ducción ganadera disminuyó ligeramente; esta situación considerada 
conjuntamente, con la creciente tendencia en el mercado interno de 
consumo, incidió desfavorablemente en los niveles de precios y en el 
índice del costo de la vida. 

En cuanto a la producción industrial en los años 1968-1969, se 
observó un aumento del 7.50/ en comparación con un aumento pro-
medio del 5.5% en el período 1965-1969; el incremento anotado de la 

(3) Informe del Banco Interamericano de Desarrollo de 1972, p. 99-103. 
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producción industrial se debió fundamentalmente a la reactivación 
de la demanda interna y por el mayor volumen de construcciones. A 
finales de 1970, la producción industrial aumentó en sólo el 6.6% en 
relación al año anterior, reflejando una menor expansión de la de-
manda global de la construcción, fueron significativas para la econo-
mía del país las reducciones experimentadas en la producción de 
vehículos, maquinaria y materiales, en tanto que las industrias quími-
ca y eléctrica aumentaron notablemente sus niveles de actividad. 

Finalmente, cabe señalar que Argentina dispone en la actualidad 
de un Consejo Nacional de Desarrollo, institución encargada de pre-
parar los planes de desarrollo del país, a consecuencia de la creación 
del citado Consejo, en los últimos años se logró un importante pro-
greso en el proceso de planificación global, sectorial y regional, así 
como en la coordinación de las actividades del gobierno central con 
las de las distintas provincias. El Consejo Nacional de Desarrollo ela-
boró a mediados de 1970, el Plan Nacional de Desarrollo de 4 años 
que prevee un incremento medio anual del PIB, del 5.5% y detalla 
los cambios de política necesarios para alcanzar la tasa de creci-
miento señalada. 

BRASIL 

El crecimiento económico de Brasil a partir de la década de los 60, 
registra un impulso significativo en los diversos sectores de la eco-
nomía nacional. (4) En el período 1965-1969, su producto bruto total 
aumentó a una tasa media anual del 6.0%; en 1967, la política guber-
namental se orientó fundamentalmente al crecimiento económico y 
según las estimaciones oficiales el PIB, aumentó en 8.4°/o en 1968 
y 9.0% en 1969, hasta llegar a una tasa aproximadamente del 10.4% 
en los años siguientes. 

Se considera interesante destacar que en 1964, fue implementado 
en este país, un programa de estabilización que tuvo como objetivo 
eliminar las fuentes de inflación y establecer, por otra parte, la con-
fianza pública a través de políticas restrictivas de tipo fiscal, monetario 
y salarial; también, el gobierno realizó ajustes en las políticas de 
cambio y de precios controlados a niveles más realistas. 

A consecuencia de las políticas gubernamentales, la producción 
industrial registró avances significativos y en 1968, la tasa de creci• 
miento industrial fue aproximadamente del 13.2%. A causa de la in. 

(4) Informe del Banco Interamericano de Desarrollo de 1972, pp. 140-145. 
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certidumbre política y de una restricción general del crédito, la tasa 
disminuyó a un nivel estimado del 7.0% un año después. Según datos 
disponibles, al principio de la década del 70, las manufacturas regis-
traron un incremento aproximado del 7.4% en comparación con el 
año anterior. 

Por otra parte es importante notar, que la producción agrícola 
de Brasil ha sido considerada como muy "vulnerable" a las condicio-
nes del clima que ha afectado a las actividades agrícolas; sin embargo, 
el crecimiento del sector fue del 4.2% al año en el período 1961-1969 
y su participación en el PIN, bajó a un 18% aproximadamente en 
1969. El crecimiento anual del sector agropecuario en su conjunto 
pasó de una tasa desalentadora del 1.7% en 1968 al 60/0 en 1969 y a 
una tasa aproximada del 8% en 1970. 

Finalmente conviene señalar que en los últimos años, Brasil ha 
fortalecido considerablemente el proceso de planificación nacional a 
través de un Plan Decenal de Desarrollo, que concluye en 1976, y por 
medio de programas específicos de inversiones con las directrices 
oficiales correspondientes. 

PARAGUAY 

El desarrollo económico del Paraguay se ha caracterizado en años 
recientes por un lento crecimiento de los sectores productivos, escaso 
grado de industrialización, rápido crecimiento de los servicios, incre-
mento considerable de la población y limitado dinamismo del sector 
externo. (5) Conviene señalar que la estructura productiva del Pa-
raguay descansa fundamentalmente en la producción de bienes de 
origen primario, particularmente del sector apropecuario, cuyo lento 
crecimiento ha sido, en buena medida, un factor limitante a la ex-
pansión de la economía, reflejándose en una disminución de su par-
ticipación relacionada con el PIB, que bajó del 36% en 1965 al 32% 
en 1969. 

La tasa de crecimiento de 4.1% del PIB, en 1969, fue ligera-
mente inferior a la tasa anual registrada en el período 1965-1969, que 
fue del 4.7% 

Entre 1965 y 1969, la producción agropecuaria continuó rezagada 
en relación a la expansión total de la economía; sin embargo, en la 
agricultura, la ganadería y la explotación forestal continúan dando 

(5) Informe del Banco Interamericano de Desarrollo de 1972, op. cit., pp. 331-335. 
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ocupación a cerca del 50% de la fuerza de trabajo y generan más 
del 95°/o de las divisas del país. Este sector ha estado dependiendo 
del comportamiento de las exportaciones del Paraguay, país que se 
considera autosuficiente en productos agropecuarios básicos, con ex-
cepción de trigo y leche; lo que significa que la producción se des-
tina, en buena medida, al mercado exterior. 

Por otra parte, el sector industrial paraguayo creció a una tasa 
acumulativa anual de 5.2% en el período 1965-1969, elevando su par-
ticipación en el PIB, del 15.8% al 16.6%. En valor agregado del sec-
tor de la construcción aumentó a una tasa anual del 8.8%, el co-
rrespondiente a transportes y comunicaciones en 4.8% y el de ener-
gía eléctrica en 10.4%. 

Para concluir se considera de interés señalar que este país ha 
hecho intentos importantes por conducir racionalmente su desarrollo; 
sin embargo, los principales problemas a este respecto han sido: la 
insuficiente coordinación de los planes con el presupuesto anual del 
sector público, la escasez de proyectos específicos con el estudio co-
rrespondiente de variabilidad y la limitada participación del sector 
privado. 

"En la actualidad se encuentra en ejecución el plan de 1971-1975, 
cuyos objetivos generales pretenden mejorar el nivel de vida de los 
sectores de población de bajos ingresos, integrar la economía nacio-
nal, superar las limitaciones de la falta de frontera marítima e inte-
grar al país con el país vecino. El plan postula un crecimiento del 
PIB, del 7% anual". 

URUGUAY 

El desarrollo económico del Uruguay ha registrado en los últimos 
años oscilaciones de significación en su PIB, y demás indicadores 
económicos, incidiendo en un prolongado estancamiento de la econo-
mía durante la década de 1960, a consecuencia de factores económicos, 
sociales y políticos, los más importantes de los cuales fueron: la in-
flación y la política del gobierno en materia fiscal, monetaria y cam-
biarla, la debilidad de los precios mundiales de la lana y las condicio-
nes climatológicas desfavorables en los años 1967-1968. (6 ) 

La evolución económica del Uruguay también se ha visto afecta-
da por la dificultad en la ejecución de programas efectivos de des- 

(6) Informe del Banco Interamericano de Desarrollo, de 1972, op. cit. pp. 385-388. 
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arrollo económico y social y por la incidencia desfavorable de la po-
lítica impositiva sobre algunas de las actividades productivas; el es-
tancamiento en la economía se debió también a los sistemas de tenen-
cia de la tierra, afectando la productividad agrícola y las políticas del 
sector público en materia de empleo y beneficios sociales que inci-
dieron en las finanzas internas. 

Después de varios años de creciente inflación, en los que el PIB, 
disminuyó a un nivel inferior al de 1965, la economía experimentó au-
mentos substanciales en 1969, año en que el PIB, creció en térmi-
nos reales en 5.3%, debido en buena medida a condiciones climatoló-
gicas favorables. Para 1970, se hicieron estimaciones de un aumento 
del PIB, de cerca del 5%. 

Por otra parte, el sector industrial generó en 1969, el 24.3% del 
PIB; la agricultura y ganadería el 15.6%; el comercio, 21.1%; el 
transporte, el 8.3%; la construcción, el 4.0% y el gobierno y los ser-
vicios privados el 26.7°/o. 

Es significativo notar que la producción del sector agrícola y ga-
nadero alcanzó el nivel máximo de la década en 1966, disminuyendo 
en 1967, alrededor de un 20%, seguido de una baja muy leve en 1968, 
para luego aumentar en un 15% en 1969, según estimaciones oficiales. 

Finalmente, conviene observar que en materia de planificación 
del desarrollo Uruguay, al igual que los demás países que integran 
la Cuenca del Plata, ha realizado esfuerzos considerables por funda-
mentar su economía en planes de desarrollo; sin embargo, las metas 
de crecimiento anual incluidas en su Plan Decenal para 1965-1974, no 
han sido logradas a consecuencia de problemas de orden económico, 
político y social. 

4. SITUACION SOCIAL DE LOS PAISES DE LA CUENCA DEL PLATA 

Las estructuras sociales. 

Las estructuras sociales en America Latina, aún reflejan la influencia 
de valores establecidos durante el período colonial. La estructura so-
cial heredada de la colonia, se caracterizó por la dominación de los 
peninsulares; tras las guerras de Independencia, los criollos reempla-
zaron a los nacidos en la Metrópoli, como grupo dominante en la 
estructura de clases. 

A través del período posterior a la Independencia, las posiciones 
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de poder fueron ocupadas por tres grupos principales: los grandes te-
rratenientes, el alto clero y los militares de mayor graduación. Estos 
grupos apoyaron sucesivamente a los caudillos, ya fueran militares 
o civiles, que podían mantener la estabilidad y asegurar su perma-
nencia política y económica. La importancia decisiva del sector militar, 
significó que en numerosas ocasiones este grupo definiera para sus 
miembros, algunas disposiciones tales como la protección de su vejez 
y retiro, que determinaron el origen de los sistemas de seguridad 
social. 

Los miembros de los estratos sociales dominantes en ese período, 
se identificaban por una serie de características, tales como una ma-
yor capacidad de movilización, facilidad de comunicación entre sí y 
cierto nivel de educación. Los grandes sectores campesinos de la po-
blación, por el contrario, se encontraban dispersos sobre vastas regio-
nes, incomunicados, desorganizados y con escasa participación social. 
Es un hecho que esta situación, en mayor o menor medida,;  aún persis-
te en muchos países de la región y en varios casos ha provocado 
obstáculos para la universalización de los sistemas de seguridad social 
y su extensión al campo. 

El orden social tradicional se mantuvo prácticamente intacto du-
rante el siglo XIX y principios del siglo XX, pero con la entrada de 
capitales extranjeros, se crearon condiciones favorables para el forta-
lecimiento de los grupos sociales emergentes, tales como los capita-
listas nativos y los nuevos obreros industriales. Durante las últimas 
décadas en América Latina, una de las tendencias sociales más sobre-
salientes ha sido el surgimiento de los sectores medios; estos secto-
res se han concentrado en los grandes centros urbanos, donde han 
podido alcanzar mejores servicios educativos y de seguridad social. 

Es evidente que en algunos casos el proletariado urbano trata 
de basar su importancia en el fortalecimiento de los movimientos la-
borales. El proletariado rural y el campesinado, localizados en otros 
niveles de la estructura social y con escasa oportunidad para articu-
lar sus intereses, han experimentado una situación más difícil. 

En general, el proceso de desarrollo está promoviendo un nivel 
cada vez mayor de movilidad social. A este respecto se podría afirmar, 
que el progreso económico repercute sobre las estructuras sociales 
de manera determinante. Entre los países de la Cuenca del Plata, 
Argentina y Uruguay, beneficiados por cierta estabilidad social, pro-
ducto de períodos de prosperidad económica, poseen grandes sectores 
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medios, con los cuales se indentifica, por lo general, a las estructuras 
sociales en esos países. En Brasil, una diferente realidad social, apre-
miada por factores tales como el crecimiento demográfico acelerado, 
propician la existencia de divisiones más acentuadas entre los secto-
res sociales, que se tratan de superar, por medio de un desarrollo 
económico continuo. En Paraguay, las estructuras sociales están ca-
racterizadas por una comunión, de larga duración, entre los grupos 
europeos y los habitantes guaraníes de la región, que en conjunto han 
conformado la nacionalidad. 

El crecimiento demográfico y el factor étnico. 

El área latinoamericana tiene el índice de crecimiento de población 
más elevado del mundo. De 2.9% como promedio. América Central 
y México, al igual que América del Sur (excluyendo el Cono Sur) su-
peran estel promedio, en tanto que el Caribe y los países del Cono Sur 
no llegan al mismo. La población de América Latina, que en la actua-
lidad es de cerca de 300.000,000 se duplica cada 14 años. 

Es indudable que la problemática del crecimiento demográfico 
se modifica en relación a los recursos disponibles y otros factores, 
entre los cuales se distingue la extensión territorial de cada país. Sin 
embargo aún en aquellas naciones que ocupan territorios relativamen-
te amplios, el crecimiento excesivo de la población dificulta el pro-
greso general de un país. Uno de los problemas inherentes al acele-
rado crecimiento demográfico en los países de esta región, es la gran 
proporción de población infantil. Casi el 45% de la población latino-
americana está constituida por menores de 15 años, como sucede en 
Brasil, y aún en forma más acentuada en Paraguay. Sin embargo, el 
promedio regional encubre tendencias muy distintas en cada país, 
según el comportamiento de la fecundidad y la mortalidad; por ejem-
plo, en Argentina solo el 29%, y Uruguay el 28% de la población tiene 
menos de 15 años de edad. Esto significa que en estos últimos países, 
existe un mayor porcentaje de la población que ya es productiva, como 
es el 63% en Argentina, y el 65% en Uruguay, mientras que en países 
como Brasil y Paraguay un mayor porcentaje de la población es de-
pendiente, es decir, aún no se incorpora a las actividades productivas. 

La estructura de la distribución por edades, como lo indica la, 
información anterior, difiere de un país a otro, como resultado de 
los índices de crecimiento demográfico y las tasas de mortalidad. 

En cuanto al factor étnico, América Latina se caracteriza por 
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una diversidad, cuya importancia cambia en cada país y cuyas impli-
caciones sociales son asimismo muy diferenciadas. Entre los países 
de la Cuenca del Plata, Argentina y Uruguay constituyen, en relación 
al resto de América Latina, poblaciones de mayor homogeneidad étni-
ca. Brasil, por el contrario, es un ejemplo claro de una sociedad mul-
tiracial. En el caso de Paraguay, como se mencionó, las poblaciones 
europeas e indígenas se han integrado en forma total. El logro de una 
más efectiva integración nacional y una solución racial o sea el mes-
tizaje en los países latinoamericanos, se pueden contar entre los ele-
mentos positivos para su realización. 

El Proceso de urbanización. 

La urbanización constituye una de las características más notables 
del proceso social en América Latina, en las últimas décadas. Las 
informaciones recientes confirman el crecimiento continuo y acumu-
lativo de este fenómeno. Las tasas de crecimiento urbano, aproxima-
damente de 4 a 5% (dos veces la rural) han incrementado la pobla-
ción total urbana en forma acentuada, y han provocado un cambio 
definitivo en la distribución geográfica de la población de la región. 

Argentina y Uruguay son dos de los países más urbanizados de 
América Latina. En Uruguay por lo menos el 77% de su población re-
side en ciudades de 20,000 o más habitantes; se cree que casi la mitad 
de la población reside en la zona metropolitana de Montevideo. Casi 
las dos terceras partes de la población argentina viven también en 
ciudades de más de 20,000 habitantes, y Buenos Aires contiene a más 
de la tercera parte de la población del país. En Brasil, el porcentaje 
de la población urbana es menor (56%) sin embargo, se considerán 
críticos también los problemas del crecimiento de las comunidades 
de ocupantes precarios. Paraguay tiene un 37.6% de población urbana. 

En general, el proceso de urbanización crea desequilibrio dentro 
de cada Nación. El atractivo de la gran ciudad polariza grandes secto-
res de la población rural hacía los mismos, a donde llegan sin la pre-
paración necesaria para elevar su nivel de vida o para incorporarse 
con efectividad a la vida citadina. Lo anterior se debe a que la emi-
gración hacía los centros urbanos sólo está condicionada por el creci-
miento tecnológico de la productividad agrícola, y no es sino margi-
nalmente absorbida por el sector secundario de la economía (industrial) 
lo que crea un excedente de mano de obra. En este sentido, podría 
decirse que las masas latinoamericanas pasan de una marginalidad 
primaria a una marginalidad terciaria. 
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El empleo y la utilización de los recursos humanos. 

Entre los problemas fundamentales del proceso de desarrollo en 
América Latina, cobra cada vez más importancia la capacidad de ab-
sorber la totalidad de la fuerza de trabajo en empleos productivos; 
en países como Brasil y Paraguay, el crecimiento anual de la fuerza 
de trabajo, similar al incremento demográfico es mayor que el de la 
productividad y la formación de nuevas fuentes de empleo. 

Los países latinoamericanos basan sus intentos de modernización 
avanzada en aquella proveniente de las naciones industrializadas; ésta 
tiende a disminuir el papel del factor trabajo en el proceso productivo 
y a incrementar la participación del capital. Los países de la región 
tienen el problema opuesto: una abundancia de trabajadores y una 
escasez de capital. Por consiguiente, la aplicación creciente de la tec-
nología más avanzada, tiende a aumentar las tasas de desempleo y 
subempleo. Por otra parte, mientras que una gran proporción de la 
población económicamente activa se concentra en el sector agrícola 
(en menor medida en Argentina y Uruguay) este sector sufre de una 
baja productividad por unidad de trabajo. 

El factor ya mencionado, del desplazamiento de las poblaciones 
del campo de la agricultura, hacía precarias ocupaciones urbanas, poco 
productivas y mal remuneradas, ha mantenido en la región, el cono-
cido fenómeno de crecimiento acelerado de la ocupación del sector 
terciario (servicios y comercios) que se interpreta comunmente como 
una indicación de subempleo y de ocupación de baja productividad. 

Aunque se aprecian importantes esfuerzos en el proceso de indus-
trialización en Argentina y Brasil, en cierta forma también el rápido 
aumento de la ocupación en el sector secundario (industria y servi-
cio básicos) puede explicarse en gran parte por el incremento de 
empleo de baja productividad (por ejemplo en el subsector artesanal).. 

El medio ambiente humano. 

En los países latinoamericanos, se presentan problemas típicos de una 
región en vías de desarrollo, como es la deficiencia en los niveles de 
salud, alimentación y vivienda, a la par con problemas característicos 
de las naciones industrializadas, como son el deterioro del medio am-
biental y del equilibrio ecológico. 

El problema de la salud adquiere características distintas según 
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afecten a las zonas industrializadas más adelantadas o a las comuni-
dades en vías de desarrollo. Se estima que un 37% de la población 
total de América Latina, localizada en zonas rurales y comunidades 
menores, no cuenta con los servicios elementales de salud. En esta 
materia, la situación de Argentina es satisfactoria en comparación con 
los promedios de América Latina. En Argentina y Uruguay, debido 
a determinadas características demográficas y económicas, las causas 
principales de muerte son similares a las de los países desarrollados. 
La tasa de mortalidad general de estos dos países es de tan solo alre-
dedor de 9 por 1,000 habitantes, mientras que las tasas de mortalidad 
infantil son de alrededor del 61 por 1,000 en Argentina, y de 45 por 
1,000 en Uruguay. En Paraguay, sin embargo, la mortalidad general 
rebasa las 10 defunciones por 1,000 habitantes, y se eleva a 97 por 
1,000 en cuanto a la totalidad infantil. En el caso de Brasil, las enfer-
medades transmisibles todavía ocasionan el 40% de las defunciones. 
La mayor parte de los avances en salud deben atribuirse al mejora-
miento de los servicios médicos preventivos y curativos y a la exten-
sión de los servicios de mejoramiento ambiental de agua potable y 
alcantarillado. 

Los procesos de urbanización y crecimiento demográfico han ve-
nido a acrecentar el problema de la vivienda incidiendo en la situación 
ambiental y de salud, que a la vez afecta la productividad. La crecien-
te escasez de viviendas urbanas es especialmente grave para las fami-
lias de ingresos bajos, que se enfrentan con todos los problemas deri-
vados del alto costo de la vida. Otra situación crítica para mantener 
la salud, es el estado de insuficiencia alimenticia que tiende a agravar 
las enfermedades, y a acentuar sus efectos nocivos en los niños meno-
res de 5 años. 

Los países latinoamericanos están comenzando a percatarse de 
un fenómeno, cuya urgencia amenaza las posibilidades de desarrollo 
de la región: el deterioro del equilibrio ecológico, y la destrucción de 
los recursos no renovables. Los problemas de la contaminación en las 
grandes urbes, y la tala irracional de los bosques y selvas, son facto-
res que ilustran la gravedad irreparable de la situación provocada. 
Es especialmente alarmante, la desvastación de enormes áreas de la 
Selva Amazónica, cuyas implicaciones climatológicas y existenciales 
se inician en forma evidente no solo en el continente Sudamericano, 
sino a nivel mundial. 
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Nivel cultural y educativo. 

En América Latina, la relación entre la educación, el analfabetismo 
y el desarrollo económico se hace cada día más evidente. Puede esta-
blecerse una correlación entre la productividad agrícola y otras acti-
vidades y las tasas de analfabetismo y educación. 

En general, la educación en América Latina ha tenido una expan-
sión más rápida que cualquier otro sector de acción social, absorvien-
do una proporción mayor de los recursos estatales, aunque con dife-
rencias acentuadas entre los diversos países: el 26% del porcentaje 
de egresos totales del gobierno central en Uruguay, el 16.3% en Argen-
tina, el 14.4% en Paraguay, y el 6.5% en Brasil. No obstante la ense-
ñanza primaria continua con un nivel inferior respecto a la propor-
ción de niños que cursan el ciclo completo y considerando el aspecto 
cualitativo de la enseñanza. No ha sido constante el esfuerzo por uni-
versalizar la enseñanza básica como factor esencial del desarrollo y 
la unidad nacional; sin embargo, Argentina y Uruguay tienen dos de 
las tasas de alfabetización más altas del mundo. 

Análisis de las consideraciones sociales. 

Los factores sociales analizados, se relacionan estrechamente entre 
sí e inciden fundamentalmente en el proceso de integración y desarro-
llo nacional de cada uno de los países latinoamericanos. 

A pesar de la visión panorámica de la estructura social de Latino-
américa, en su variada problemática, hay algunos factores que eviden-
temente contribuyen a aportar elementos positivos para sus proyec-
ciones. 

—El elevado crecimiento demográfico, aun cuando sea conside-
rado causa primordial de la intensificación de diversos problemas 
sociales, es también fuente de presión que estimula continuamente la 
necesidad de cambios en la sociedad. 

—En países como Argentina y Uruguay, que han alcanzado cierta 
estabilización en sus estructuras demográficas, el peso creciente de 
sectores de ingresos medios, tiene un papel de suma importancia en 
la sociedad. 

—En Argentina y Uruguay se localizan poblaciones homogéneas 
en alto grado. En Brasil y Paraguay, así como en la mayoría de los 
países latinoamericanos, los distintos elementos raciales de la pobla- 
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ción, tienden a integrarse en un proceso de mestizaje que crea una 
base creciente de población homogénea. 

—El elevado índice de urbanización crea, a través de un conoci-
miento más estrecho entre los grupos integrantes de la sociedad y el 
establecimiento de una convivencia humana, una unidad y consensus 
nacional, subregional y latinoamericano. 

—El proceso educativo, aunque deficiente en muchos aspectos, 
contribuye a lograr una toma de conciencia entre los sectores cada 
vez más numerosos de la población y una incorporación a los ejes 
sociales, económicos y políticos vitales de cada nación. 

Todos los factores citados pueden dar vitalidad al cambio de las 
estructuras sociales y contribuir a crear un acuerdo entre los distin-
tos sectores de la población, una conciencia nacional que los identi-
fique frente a raíces comunes, problemas presentes y perspectivas 
futuras que alienten el desarrollo a nivel nacional y regional. 

5. LAS GARANTIAS SOCIALES EN LAS CONSTITUCIONES 

La inclusión de las Garantías Sociales en el derecho constitucional 
latinoamericano, se inicia después de la I Guerra Mundial y se acen-
túa a partir de la terminación del segundo conflicto bélico, acorde 
con los principios postulados en la Carta del Atlántico, de lograr para 
todos los pueblos mejores condiciones de trabajo, prosperidad econó-
mica y seguridad social. 

Es así, como en las nuevas constituciones, o en sus reformas pos-
teriores, se instituye un capítulo que denominado del Orden o Régi-
men Socio-económico, da a la propiedad, al capital y al trabajo una 
función de interés o utilidad pública, en bien del individuo y de la 
colectividad nacional, orientándose hacía una revalorización de los 
iecursos humanos naturales de la Nación y constituyéndose en una 
de las bases de las cláusulas relativas a la política agraria, laboral y 
de( la seguridad social. 

Este hecho que se puso de relieve en los países que integran las 
dos áreas socio-económicas ya examinadas, la del Istmo Centroame-
ricano y la del Grupo Andino (e), se encuentra también en los países 
que forman la Cuenca del Plata. 

La Constitución del Brasil promulgada en 1967, en su título sobre 

* La relación entre la Legislación de la Seguridad Social y los Planes de Desarrollo en la 
Región Americana.—Bogotá, Colombia, 1973. 
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ESQUEMA SOCIO ECONOMICO 

PAISES DE LA CUENCA DEL PLATA * 

PAIS 
	

ET 	P D PU PEA CP PBP MG MI EV A 

Argentina 	.... 2.776,665 23.929 8 80.4 63 1.5 1,074.9 8.4 61.7 68.2 94 
Brasil 	  8.511,965 98.203 11 56.0 54 2.9 432.4 9.5 85.95 60.7 67.9 
Paraguay 	 406,752 2.328 5 37.6 51 2.4 273.1 10 97.4 60.7 80 
Uruguay 	 186,926 2.956 15 78.4 65 1.3 820.6 9.8 45.2 72.8 90.4 

Explicación del cuadro: 

ET: Extensión territorial 

P: Población 

D: Población por Km2 

PU: Población urbana (%) 

PEA: Población económicamente activa (%) 

CP: Crecimiento de población (tasa anual) 

PBP: Producto bruto por persona (dólares EU) 

MG: Mortalidad general por mil habitantes 

MI: Mortalidad infantil por mil nacidos vivos 

EV: Esperanza de vida al nacer 

A: Alfabetización (%) 

* Fuente: Progreso Económico y Social en América Latina, Informe Anual 1972, 
Banco Interamericano de Desarrollo, Washington, D. C., E.U.A. 



AMERICA LATINA: INDICADORES SOCIALES 
PAISES DE LA CUENCA DEL PLATA 

A. Educación* 

PAIS 

Matrícula en- Matrícula en- 
Matrícula pri- señanza me- señanza supe- 
maria como dia como por- rior como por- Incremento de matrícula en cada 

porcentaje de centaje de la centaje de la uno de los niveles de enseñanza. 
la población población de población de 	 1960-1970 
de 7-13 años 14-19 años 	20.24 años 

(1970) 	(1970) 	(1970) 	Primaria 	Media 	Superior 

Argentina . 	. 94.5alb/ 38.5a/ 16.2a/ 21.6 78.8 78.0 
Brasil 	 76.2 34.4 5.3 64.4 46.8 349.8 
Paraguay 	.. . 91.0 17.4 3.4 40.6 126.4 114.7 
Uruguay 	 100.1 56.2 8.7 0.4 49.6 21.4 

Fuente: CEPAL, a base de datos oficiales. 
a/ 1971. b/ 6 a 13 años. 

Elaborado por el Departamento de Asuntos Internacionales del IMSS, con datos a 1973. 

AMERICA LATINA: INDICADORES SOCIALES 
PAISES DE LA CUENCA DEL PLATA 

B. Salud 

Ingresos tri-
butarios del 

PAIS 	gobierno cen- 	 Tasa de mortali- 
tral como por- Porcentaje del gasto 	dad de niños de 
centaje del 	total del gobierno 	1-4 años (por 
producto in- 	central en: 	mil habitantes) 	Habitan- Distribu- 
terno bruto  	 te por 	ción de 

1960 	 medico médico a 
(1970) 	Vivienda Educación Salud 1962 	1970 	1968-1970 1968-1970 

Argentina 	 6.4 1.8b/ 15.3b/ 6.3b/ 4.3 2.7 671 1.8 
Brasil 	 10.3 0.8d/ 7.9 3.5 - 15.9 1,810 3.5 
Paraguay 	 10.4 - 13.7 5.2 9.4 6.9 1,818 4.2 
Uruguay 	 13.6 - 26.0 5.7f] 1.3 1.7 890 1.8 

Fuentes: Tributación del gobierno central sobre PIB y gasto total del gobier-
no: BID, Progreso socioeconómico en América Latina, Informe anual, 
Washington, 1971; tasas de mortalidad infantil: PAHO/PASB/WHO, 
Health conditions in the Americas, 1965-1968; indicadores restantes; 
publicaciones de los ministerios de salud de los países sobre la base 
de las proyecciones cuadrineales. 

b/ 1971. 
d/ Vivienda y urbanismo. 
fi 1968. 

Elaborado por el Departamento de Asuntos Internacionales del IMSS, con datos a 1973. 
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AMERICA LATINA: INDICADORES SOCIALES 
PAISES DE LA CUENCA DEL PLATA 

C. Nutrición * 

Indices de la producción de 	Disponibilidad de calorías por 	 Disponibilidad de proteinas 
alimentos por habitante 	 habitantes 	 (Gramos diarios) 

(Promedio 1961-1965=100) 
Proyec- 	 Proyec- 
ciones Consumo clones 

PAIS 
	

1967 1970 1971 19644966 1970 	1970 1980 
(Prov.) 

Argentina .. 	108 	102 	93 	2,885 	3,036 	 3,069 	90.2 	98.4 	92.9 	98.4 

Brasil .. 	 104 	110 	108 	2,541 	2,613 	2,816 	2,731 	63.9 	64.5 	66.7 	68.5 

Paraguay  	106 	103 	101 	2,732 	2,798 	2,760 	2,835 	68.1 	70.3 	74.7 	71.6 

Uruguay . 	 79 	103 	106 	3,023 	3,105 	 3,167 	105.5 	108.2 	110.6 	109.6 

Fuentes: FAO, El estado mundial de la agricultura y la alimentación 1972, versión preliminar CL 59.8, agosto de 1972; 
Food balance sheet 1971; Agricultural commodity projections 1970.1980, Roma, 1971, Estudio de las perspec-
tivas de desarrollo agropecuario para Sudamérica, 1972. 

* Elaborado por el Departamento de Asuntos Internacionales del IDISS, con datos a 1973. 

1964.1966 

Proyec- 	 Proyec- 
ciones Consumo eones 
1970 	1970 	1980 



AMERICA LATINA: INDICADORES SOCIALES 
PAISES DE LA CUENCA DEL PLATA 

D. Cobertura de los Servicios Públicos * 
(porcentajes de la población total) 

SEGURIDAD SOCIAL 
(% de la población económica- 

	

AGUA Po TABLE 	 ALCANTARILLADO mente activa que contribuya a 
	 sistemas que cubren los ries- 

	

Urbana R u r a 1 	 Urbano 	Rural 	gos principales) 
PAIS  Total 

1961 1970 1971 1961 1970 1971 	 1961 1970 1970 	1961 	1969 

Argentina 	 66 66 67 1.3 17 18 56 32 32 — 	46.5 	67.8 

Brasil  	62 	64 	83 	— 	4 	23 	52 	14 	30 	— 	19.3 	31.4 

Paraguay  	22 	38 	33 	— 	6 	6 	16 	15 	14 	— 	10.9 	9.6 

Uruguay  	67 	89 	91 	2.3 	22 	22 	77 	45 	52 

Fuentes: Agua potable y alcantarillado: OSP/OMS, Community Water supply and sewage disposal programmes in 
Latin America and Carribbean countries, document No. E.S.5, pag. 3; Informe anual del Director, pág. 50. 
Sistemas de seguro social: CEPAL a base de informaciones oficiales. 

* Elaborado por el Departamento de Asuntos Internacionales del IM SS, con datos a 1973 



"El Orden Económico", dispone que éste tiene por fin, realizar la 
justicia social con base a los principios de Libertad de Iniciativa: va-
lorización del trabajo como condición de la dignidad humana; fun-
ción social de la propiedad, armonía y solidaridad entre los factores 
de la producción; desarrollo económico y represión al abuso del poder 
económico, caracterizado por el dominio de los mercados, elimina-
ción de la concurrencia y el aumento arbitrario de los lucros. 

La Constitución de la República del Paraguay, sancionada en 1967, 
en su capítulo relativo a Derechos Económicos, consagra que el Es-
tado promoverá el desarrollo económico mediante la utilización ra-
cional de los recursos disponibles, con el objeto de impulsar el cre-
cimiento dinámico de la economía nacional, crear fuentes de trabajo 
y de riqueza y asegurar el bienestar general. Por otra parte el des-
arrollo se fomentará sobre la base de programas globales fundados 
en principios de justicia social que aseguren a todos una existencia 
compatible con la dignidad humana. 

Este ordenamiento garantiza la propiedad privada, atendiendo 
a su función social. Asimismo estatuye que el capital como factor 
de desarrollo, debe cumplir una finalidad económica-social en armo-
nía y recíproca cooperación con el trabajo. 

Como se expresó, en estos principios del orden o régimen econó-
mico y social que implican un justo y equitativo aprovechamiento de 
los recursos humanos y bienes naturales de la Nación, donde se basa 
la legislación laboral, la política agraria y la seguridad social, cuyos 
principios consagrados en las cláusulas constitucionales son desarro-
llados en la legislación positiva. 

La Constitución Argentina, reformada en 1957, en su capítulo 
Declaraciones, Derechos y Garantías, establece que el trabajo en sus 
diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegura-
rán al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor, jornada 
limitada, descanso y vacaciones pagadas, retribución justa, salario 
mínimo vital, igual remuneración por igual tarea, participación en las 
ganancias de las empresas en el control de la producción y en colabo-
ración en la dirección, protección contra el despido arbitrario, estabi-
lidad en el empleo público, organización sindical libre y democrática. 

En cuanto a la reforma agraria, la Constitución Argentina recono-
ce la expropiación de tierras por causas de utilidad pública, debida-
mente calificada por Ley y previamente indemnizada, en tanto que la 
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Constitución de Brasil prevé que la Ley dispondrá sobre las condicio-
nes de la legitimación de la posesión y la adquisición de hasta 100 
hectáreas de tierras públicas, por aquellos que las hicieran producti-
vas con su trabajo y el de su familia. 

En lo que respecta a la salud, en su condición humana que im-
plica posibilidades de trabajo productivo para el bien individual y 
colectivo, el derecho constitucional da énfasis tanto a la protección 
integral como a su condición social. 

La Constitución del Uruguay sancionada en 1967, dispone que el 
Estado legislará en todas las cuestiones relacionadas con la salud e 
higiene públicas, procurando el perfeccionamiento físico, moral y so-
cial de todos los habitantes del país. Asimismo consagra que todos los 
habitantes tienen el deber de cuidar su salud, así como el de asistirse 
en caso de enfermedad y que el Estado proporcionará gratuitamente 
los medios de prevención y de asistencia a los indigentes o carentes 
de recursos suficientes. 

En lo referente a la seguridad social, garantizada en todas las 
Cartas Fundamentales de los países de la Cuenca del Plata, las pautas 
que se fijan son cada vez más explícitas y no se limitan a la enuncia-
ción de contingencias a cubrir, sino también determinan los sujetos 
de protección, los beneficios a conceder, la forma de su financiamien-
to y el ente gestor, según se consigna en el cuadro No. 1. 

Estas Cartas Magnas contienen diversos principios referidos a la 
Seguridad Social, así por la Constitución del Uruguay, sancionada en 
1967, se crea el Banco de Previsión Social, con carácter autónomo, 
con el cometido de coordinar los servicios estatales de previsión so-
cial y organizar la seguridad social, ajustándose dentro de las normas 
respectivas que establecerá la Ley. 

En la Constitución de Brasil de 1967, se asegura a los trabajado-
res los derechos que tienden a mejorar su condición social: previsión 
social, mediante contribuciones de la Unión del empleador y del em-
pleado para el seguro de desempleo, la protección de la maternidad 
y en los casos de enfermedad, vejez y muerte. 

Al referirse a los derechos de los trabajadores, la Constitución 
del Uruguay, 1967, establece para los trabajadores dependientes de 
cualquier ramo que fuera y su familia, el régimen general de seguridad 
social, y regula su campo de aplicación, su extensión y los beneficios 
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comprendidos. Asimismo, determina el régimen de asistencia social 
y de jubilación para los mismos. 

En la Constitución de Argentina, se consagra que el Estado otor-
gará los beneficios de la seguridad social que tendrá carácter de inte-
gral e irrenunciable. Determina que la Ley establecerá el seguro social 
obligatorio, a cargo de entidades nacionales y provinciales con auto-
nomía financiera y económica, administrados por los interesados con 
la participación del Estado, sin que pueda existir superposición de 
aportes, jubilaciones y pensiones móviles. La protección integral de 
la familia, la defensa del bien familiar, la compensación económica 
a la misma y un acceso a la vivienda digna, son otros de los principios 
consagrados en esta Carta Fundamental. 

6. LA LEGISLACION DEL TRABAJO Y LA SEGURIDAD SOCIAL 

Para mejorar las condiciones de empleo y elevar los niveles de vida 
de la clase trabajadora, es importante tanto lograr un empleo ejerci-
do en condiciones adecuadas y bien retribuido, así como preservar la 
salud del trabajador, lo que le permitirá mantener la ocupación y ga-
rantizarle un ingreso en caso de pérdida o disminución de su capa-
cidad. 

De aquí, que en teoría algunos autores conciben bajo la denomi-
nación común de Derecho Social, tanto lo que se refiere a la Legisla-
ción del Trabajo, como a la de la Seguridad Social. 

Las políticas de ocupación plena y de salud integral, tienen una 
vinculación directa con la Seguridad Social en cuanto sirven como 
medidas preventivas de las contingencias de desempleo y enfermedad. 

La acción coordinada de las Legislaciones Laboral y de Seguridad 
Social, se manifiesta en numerosos casos. 

Las disposiciones sobre asegurados y aseguradores en materia de 
seguridad social, se apoyan en lo previsto por la Legislación del Tra-
bajo según las definiciones del trabajador asalariado, de trabajador 
independiente y de ciertas categorías de trabajadores en relación de 
dependencia de condición específica, como son el servicio doméstico, 
el trabajo familiar y la industria a domicilio. 

Igualmente, los regímenes de seguridad social se vinculan con la 
Legislación del Trabajo, muy particularmente en el riesgo laboral en 
lo que respecta a su definición, en la enumeración de enfermedades 
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profesionales y de tablas de valuación de incapacidades, las que per-
miten fijar la correspondiente indemnización en dinero y determinar 
las normas de higiene y seguridad en el trabajo a fin de evitar o 
aminorar el riesgo profesional. 

La complementación es más marcada en la legislación laboral: 
en el caso de indemnización por despido injustificado, por retiro 
voluntario del trabajo, la estabilidad en el empleo y la readaptación 
en el mismo, ya que con frecuencia el caso de desempleo en algunos 
;guises, no está plenamante estatuido como un verdadero seguro. 

En el caso de Brasil las numerosas leyes laborales dictadas a par-
tir de 1930, obligaron a una compilación llevada a cabo en 1943, lo 
cual no incluye disposiciones propias de la previsión social, éstas es-
tán integradas en otro cuerpo legal, la Ley Orgánica de Previsión So-
cial de 1960. 

El Código de Trabajo del Paraguay de 1961, contiene numerosas-
disposiciones que tienen relación con la seguridad social, sobre todo 
en cuanto a empleo, protección de la maternidad y asignaciones fami-
liares, disponiendo al efecto que el trabajo es una función social y go-
zará de la protección del Estado, no debiendo ser considerado como 
mercancía. Asimismo que la suspensión total o parcial de los contra-
tos de trabajo, solo interrumpe sus efectos y no extingue los derechos 
y obligaciones y que al reanudarse los trabajos, el empleador estará 
obligado a reponer a los mismos trabajadores que prestaban sus ser-
vicios en la empresa cuando la suspensión fue decidida. Dicho Código 
establece que la suspensión total o parcial de los contratos de trabajo, 
que no se ajuste a las causas determinadas por la Ley, dará derecho 
al trabajador a la reposición, con el pago de los salarios correspon-
dientes a los días en que haya estado suspendido y aue en caso de 
negativa del empleador, el hecho será considerado como despido por 
causas injustificadas, legalmente indemnizable. 

Asimismo el trabajador que se separe justificadamente del em-
pleo o rescinda el contrato de trabajo —por las causas injustifica-
das— tendrá derecho a que el empleador lo indemnice. 

El empleador que no haya dado el aviso o lo diese sin ajustarse 
a los requisitos legales, queda obligado a pagar al trabajador una can-
tidad equivalente a su salario durante el término del aviso. 

Este ordenamiento prescribe que todc trabajador que tuviere más 
de diez años de servicio con el mismo empleador, adquiere la estabilidad 
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y no podrá ser despedido, salvo el caso de que se comprobase feha-
cientemente, la existencia de causas legales de despido justificado o 
estuviere en condiciones de acogerse a la jubilación en virtud de leyes 
especiales. 

La Legislación Laboral protege a la maternidad, estipulándose que 
la mujer tendrá derecho a suspender su trabajo, siempre que presen-
te un certificado médico expedido por el Instituto de Previsión Social 
en el que se indique la fecha de parto y no so le permitirá trabajar du-
rante las seis semanas posteriores, además durante su ausencia por 
descanso de maternidad, y en cualquier período adicional entre la 
fecha presunta y la fecha real del parto, la trabajadora recibirá asis-
tencia médica con cargo al régimen de seguridad social y prestaciones 
para ella y su hijo. 

En el período de lactancia tendrá descansos para amamantar a 
su hijo, los que se consideran como períodos trabajados y no justifi-
carán deducción del salario. 

Por otra parte, los establecimientos industriales o comerciales 
en que trabajen más; de 50 mujeres, están obligados a habilitar salas 
maternales para niños menores de 2 años, donde éstos quedarán bajo 
custodia. Esta obligación cesará cuando las instituciones de seguridad 
social, establezcan prestaciones similares. 

En la Legislación del Trabajo de Paraguay y en cuanto a las Asig-
naciones Familiares, se dispone que hasta que se implante un sistema 
legal de compensación para las asignaciones familiares sobre la base 
del seguro social, todo trabajador tiene derecho a percibir una asig-
nación por cada hijo legítimo, legitimado o natural reconocido, cuya 
crianza y educación tenga a su cargo. 

La asignación familiar será pagada siempre que el hijo sea me-
nor de 17 años y sin limitación de edad para el totalmente inválido; 
que se halle bajo la patria protestad del trabajador; que su subsisten-
cia dependa económicamente del beneficiario y que resida en el te-
rritorio nacional. 

En lo referente a la protección del trabajador rural, se determina 
que el Estado realizará una acción planificada y sistemática, enca-
minada a racionalizar las explotaciones agrícolas y ganaderas y a me-
jorar las condiciones de vida y trabajo del medio rural, para obtener 
fa progresiva emancipación económico-social de la población cam-
pesina trabajadora. 
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La . protección del trabajo de los indígenas, se otorga por orga-
nismos competentes de los ministerios, con el fin de promover el des-
arrollo social, económico, cultural y el mejoramiento del nivel de vida, 
para su integración en la colectividad nacional, evitando su explotación 
y exterminio e impidiendo crear o prolongar su estado de segregación. 

En Argentina en donde la Legislación Laboral no está codificada, 
existen disposiciones específicas en el campo del derecho del trabajo 
en los casos en que no existe protección en la Seguridad Social. En 
cuanto , a la maternidad, se obliga al patrón en beneficio de sus traba-
jadoras, a concederles descanso retribuido, permiso de lactancia, 
atención médica y obstétrica y a establecer casas cunas. 

En Brasil las leyes laborales prohiben el trabajo de la mujer em-
barazada durante un período de 6 semanas antes y 6 semanas después 
del parto. Durante este período tendrá derecho al salario íntegro y 
además a recibir un subsidio de enfermedad por parte de la Institu-
ción de Previsión Social. 

En el Uruguay el "Código del Niño" prevé protección a los meno-
res en cuanto a la salud, recreo y educación, servicios de casa cuna, 
guarderías infantiles, hogares para niños, integración de menores en 
casa de familias mediante compensación monetaria, y centros de en-
señanza técnico-profesional. Estos beneficios se otorgan en parte por 
sistemas de asignaciones familiares. 

7. LA SEGURIDAD SOCIAL 

7. 1. El Proceso de Iniciación y Desarrollo. 

La evolución de la Seguridad Social en los países de la Cuenca del 
Plata, presenta la característica de que se iniciaron cubriendo con-
tingencias de los regímenes de jubilación y de que lograron un grado 
importante de unificación, tanto legal como institucional. 

Las primeras leyes del Seguro Social, fueron de jubilaciones y 
pensiones de los servidores del Estado, las de los militares y la del 
personal de docencia oficial, éstas fueron una continuación de los 
Montepíos de Ultramar, por medio de los cuales la Corona asignaba 
cierta suma en dinero a sus servidores públicos y militares. 

Estas leyes tienen antecedentes muy remotos, como la Ley de Ju-
bilaciones para Maestros en Uruguay de 1822, y la del Poder Judicial 
en Argentina en 1887, pero su generalización empieza a producirse en 
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los primeros años de este siglo, extendiendose a otras ocupaciones 
públicas y privadas, sobre todo a partir de 1919. 

Es así como la iniciación de la seguridad social se produce en 
Uruguay con el establecimiento de regímenes de pensión según deter-
minadas previsiones que tienen más bien el carácter de prestaciones 
no contributivas, es decir, a cargo del Estado cuyo origen partió del 
año 1822, continuó en 1833, para el propio de personal militar, en 
1838, para el personal civil en 1896, para los escolares. Posteriormente, 
ya dentro del cuadro de un sistema propio de jubilación y pensión 
con participación contributiva fué generalizándose en el país. 

En Argentina, como en el Uruguay, se iniciaron los regímenes de 
jubilaciones en fecha muy remota, cubriendo posteriormente a otros 
sectores de funcionarios del Estado. 

Con la técnica propia de un régimen de pensiones adentrado en 
la doctrina del seguro social, el campo de aplicación se fué extendien-
do por medio de Cajas de Previsión que cubrían las contingencias de 
vejez, invalidez y muerte, para el Personal del Estado, Ferroviario, 
empleados de Servicios Públicos, Personal Bancario y de Seguros, 
Periodismo y Gráficas, de Navegación, del Comercio y Actividades 
Mines, de la Industria, Trabajadores Rurales, Profesionales, Empre-
sarios, Profesionales Libres y Trabajadores Independientes y Servi-
cio Doméstico. 

Estas jubilaciones y pensiones constituyen el régimen de previ-
sión social de Argentina y Uruguay en instituciones específicas y pro-
pias de profesiones de la más variada índole, públicas, privadas, tra-
bajadores independientes, trabajadores rurales, agrupados en Cajas 
de Seguro Social que cubren determinada contingencia y ocupación 
laboral. 

En Brasil se inició la seguridad social con la Caja de Retiro] de 
los Trabajadores de la Casa de la Moneda en 1917 y en Paraguay con 
los regímenes de pensiones de los empleados públicos, fiscales y mu-
nicipales de 1918; estos sistemas de pensiones y jubilaciones fueron 
absorbidos posteriormente por los regímenes generales del seguro so-
cial, en las ramas de invalidez-vejez-muerte. 

Otro de los puntos de partida de la Seguridad Social Brasileña, 
es la Ley de 24 de enero de 1923, que creó la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones para Empleados de empresas ferroviarias. En 1925, se ex-
tendió la cobertura a los trabajadores portuarios y marítimos, en 1930, 
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a los de servicios de luz y fuerza y en 1931, a los empleados de servi-
cios públicos. De 1923 a 1934, se instituyeron regímenes de protección 
para el personal de las empresas mineras y de transporte, y se creó 
el régimen para los trabajadores marítimos, primera disposición que 
tiene un ámbito nacional para la marina mercante. En 1934, nació el 
régimen de los comerciantes, en 1938 el de las empresas de transpor-
tes de carga y en 1939, el de los estibadores. 

En Paraguay, desde 1909, se crearon sistemas de pensiones para 
el personal del Estado, civil, militar y de policía, a cargo del Minis-
terio de Hacienda, con prestaciones después de 30 años de servicios, 
y en el caso de invalidez con 10 años y pensiones para las viudas y los 
hijos. En 1928, estos regímenes se extendieron a los empleados públi-
cos, fiscales y municipales. 

En 1919, se creó un Fondo en el Departamento Nacional de Hi-
giene y Asistencia Pública, con contribución forzosa a la empresa para 
dar atención médica a sus trabajadores. En 1930, se reformó y exten-
dió esta protección a los establecimientos con más de 150 trabajado-
res, con la obligación de mantener un servicio de asistencia médica 
y farmacéutica. 

En la Ley de Accidentes del Trabajo de 1932, se estableció que la 
carga de la indemnización por riesgo, le correspondía al patrón y se 
determinaron las prestaciones en especie y en dinero correspondien-
tes. En 1943, la protección del riesgo del trabajo pasó al régimen ge-
neral del seguro social. 

En ese mismo año se dictó la Ley del Seguro Social con carácter 
general y se creó el Instituto de Previsión Social. Esta Ley fué modi-
ficada en 1950 y 1965. 

Las Leyes 427 y 430 de 1973, introdujeron en el régimen deter-
minadas adiciones, esta última establece el derecho al beneficio de ju-
bilaciones y pensiones compensatorias a cargo del Instituto de Pre-
visión Social y por la Ley 431 de 1973, se regulan las pensiones y jubi-
laciones a favor de los veteranos de la guerra del Chaco. 

Esta estructura institucional y esta limitación a determinado ries-
go, puso del relieve la necesidad de unificación legal e institucional del 
Seguro Social. 

El caso más destacado de unificación, tanto institucional como 
de integración de contingencias, es el del Brasil, el cual tiene una mar- 
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cada intensidad no sólo en los países examinados, sino en América 
Latina. 

En Brasil los fenómenos de esta proliferación de regímenes ju-
bilatorios que atomizaron la protección en cuanto al número de ase-
gurados y dificultaron el otorgamiento de prestaciones en el cambio 
de una actividad a otra, forzaron a que las 183 Cajas operantes en la 
capital y en los 21 Estados de la Unión, se agruparan en 1939, en 6 
Institutos de Jubilaciones y Pensiones, de ámbito nacional. Estos Ins-
titutos comprendían la cobertura a los trabajadores del comercio, 
transporte y carga, ferroviarios y servicios públicos, de la industria 
y de los marítimos. En 1966, se llegó a la unificación administrativa 
por medio del Instituto Nacional de Previsión Social, aunque ante-
riormente la Ley Orgánica de Previsión Social de 1960, contenía la 
uniformación legal en las ramas de pensiones, enfermIdad, mater-
nidad y asignaciones familiares. 

En Uruguay existían 8 Cajas de Jubilaciones y Pensiones de dis-
tintas profesiones públicas y privadas, de trabajadores independientes 
y profesiones libres y de ocupaciones urbanas y públicas. 

La Constitución Política de 1966, creó el Banco de Previsión So-
cial, con carácter de ente autónomo y con el cometido de coordinar 
los servicios de previsión social. Este Banco hasta la fecha ha incor-
porado los regímenes estatales, como son las Cajas de Jubilaciones 
y Pensiones de la Industria y Comercio, del Personal Civil y Escola-
res y de los Trabajadores Rurales y Domésticos y de Pensiones de 
Vejez. 

El otro sistema existente en Uruguay, el de asignaciones familia-
res, presenta una multiplicidad de Cajas según gremios u ocupacio-
nes. Para agrupar y coordinar las funciones de las distintas cajas, se 
creó en 1950, el Consejo Central de Asignaciones Familiares. 

En, lo que respecta a Argentina, de 1904 a 1958, se crearon 14 Ca-
jas de Jubilaciones y Pensiones. En 1968, se modificó el régimen jubi-
latorio mediante dos leyes, una para los trabajadores en relación de 
dependencia y otra para los autónomos, con administración de tres 
Cajas Nacionales de Previsión; de la Industria, Comercio y actividades 
Civiles; del personal del Estado y Servicios Públicos; y de los trabaja-
dores autónomos. 

Por otra parte, en razón de la forma federal de gobierno, existen 
regímenes jubilatorios que amparan a los trabajadores públicos, pro-
vinciales, municipales y profesionales liberales. 

347 



En Argentina, además del régimen de Jubilaciones, existe el de 
Asignaciones Famáliares que comprende las siguientes Cajas: para 
Empleados de Comercio, para Personal de la Industria, para el Per-
sonal de la Estiba y para el Personal de Empresas Estatales. 

Recientemente se crearon el Instituto Nacional de Obras Socia-
les, el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pen-
sionados y el Instituto de Servicios Sociales para las Actividades Ru-
rales y Afines, que administran el ramo de enfermedad. 

En lo que respecta a Paraguay, en 1943, se instituyó un régimen 
general de seguro social en cuanto a contingencias y a totalidad de 
población a cargo del Instituto de Previsión Social. Existen por otra 
parte regímenes propios de diferentes sectores, como la Caja de Ju-
bilaciones y Pensiones de Empleados Bancarios, la Caja de Seguros 
Sociales de los Petroleros y Ferroviarios, y el régimen de los militares. 

7. 2. Campos de Aplicación: 

7. 2. 1. Población Amparada. 

En Paraguay, el régimen del seguro dispone la cobertura de los traba-
jadores asalariados que prestan servicios o ejecutan una obra en vir-
tud de un contrato de trabajo, verbal o escrito, cualquiera que sea 
su edad y el monto de la remuneración que perciben. Los aprendices 
y el personal de los entes descentralizados del Estado o empresas 
mixtas, quedan también incluidos en forma obligatoria en el régimen 
del Seguro. 

Están cubiertos por el seguro obligatorio en los riesgos de acciden-
tes, enfermedad y maternidad, los maestros y catedráticos de ense-
ñanza privada; el personal de servicio doméstico y los maestros y ca-
tedráticos de la enseñanza primaria y normal media, profesional y 
de idiomas de la República, que dependen del Ministerio de Educa-
ción y Culto. 

Igualmente, están incluidos en el régimen los catedráticos uni-
versitarios de Instituciones públicas y privadas. 

Existe el seguro optativo en los riesgos de accidentes, enferme-
dad y maternidad para el trabajador independiente y se exceptúan 
de esta disposición a los funcionarios y empleados de la Administra-
ción Central; los empleados de los bancos privados y oficiales de la 
República; los miembros de las Fuerzas Armadas y Policiales, y. los 
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trabajadores del Ferrocarril "Carlos Antonio López" que se hallaren 
afiliados a su respectiva Caja de Seguro Social, a la fecha de la, pro-
mulgación de la Ley. 

Por otra parte también se incluyen en el régimen del seguro so-
cial a los mutilados o lesionados de la guerra del Chaco. 

En Argentina el régimen de previsión social implica una amplia 
protección en lo relativo a profesiones asalariadas o no asalariadas, 
servidores públicos, profesiones liberales, trabajadores independien-
tes, trabajadores del mar y población agrícola. 

La Caja de los Trabajadores que prestan servicios con relación 
de dependencia laboral, comprende a los funcionarios públicos del 
Estado y de las Municipalidades, al personal civil de las fuerzas ar-
madas, seguridad y defensa, al personal bancario oficial y privado y 
de las empresas, servicios públicos, provinciales o municipales, a las 
personas físicas que prestan en forma permanente, transitoria o pro-
visional, servicios remunerados en relación de dependencia. 

La Caja de Trabajadores Autónomos determina como sujetos 
obligatorios de aseguramiento a las personas físicas que por sí solas, 
conjunta o alternativamente con otras, asociadas o no, ejercen ha-
bitualmente algunas de las actividades que no figuran en relación 
de dependencia sean la dirección o administración o coducción de 
cualquier empresa, organización, establecimiento o explotación con 
fines de lucro o social, comercio o civil; de profesión desempeñada 
pública o privadamente o quien esté habilitado por el ejercicio de 
profesión universitaria reglamentada; en el procedimiento y cobranzas 
de seguros, ahorro y crédito y cualquier otra actividad lucrativa no 
comprendida anteriormente. La afiliación es voluntaria para los di-
rectores o miembros de consejos, de administración, de mutualida-
des operativas y directores de sociedades anónimas y socios de ellas, 
así como los pertenecientes a comunidades religiosas. 

En cuanto a la población amparada en Uruguay, las Cajas de Ju-
bilaciones y Pensiones están individualizadas según actividades pro-
fesionales o sectores, diversificados en una gran amplitud de oficios 
o profesiones; según sean asalariados, independientes, del comercio, 
de la industria, del transporte, de la banca, profesiones liberales, ser-
vicios doméstico, trabajadores rurales, sector público y privado. 

Las Cajas de Asignaciones Familiares cuentan con numerosos 
gremios de la más diversificada ocupación, 46 en la capital y otros 
tantos en el interior del país. 
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La Legislación de Accidentes del Trabajo abarca todos los traba-
jadores en relación de dependencia, sean rurales o urbanos. 

La Ley Orgánica de Previsión Social de Brasil en principio cubre 
obligatoriamente a todas las personas que ejerzan una profesión o ac-
tividad remunerada, sean dependientes o independientes. 

Están excluidos los empleados de los servicios públicos federales, 
de los Estados, de los Municipios, de los miembros del Congreso, de 
los Militares que tienen regímenes especiales de previsión. 

Algunas reglamentaciones específicas determinan la modalidad en 
el aseguramiento de los trabajadores rurales, domésticos y pescadores. 

A los efectos de la Ley, se consideran trabajadores rurales a toda 
persona física que preste servicios de tal naturaleza a un empleador 
mediante remuneración de cualquier especie, al productor, propieta-
rio o no, que sin ser empleado trabaje en actividades rurales, indivi-
dualmente o en régimen de economía familiar, extendiéndose así a 
los miembros de la familia del trabajador, dependientes económicos 
o que trabajen para él en condiciones de dependencia y colaboración. 

En cuanto a las estadísticas sobre población protegida en los re-
gímenes de Seguridad Social de los países de la Cuenca del Plata, se 
encuentra que en Uruguay, las 3 Cajas que cubre el Banco de Previ-
sión Social: Industria y Comercio, Civiles y Escolares, Trabajadores 
Rurales y Domésticos, para 1972, contaban con 1.400,000 asegurados, 
lo que abarca la casi totalidad de las profesiones en el país. 

Por lo que respecta a las Cajas de Asignaciones Familiares, se 
benefician 353,807 menores de los cuales 158,845 corresponden a Mon-
tevideo y 194,962 al interior. 

En Argentina, en 1972, las Cajas de Previsión tenían 5.5 millones 
de asegurados y 1.5 millones de beneficiarios, de los cuales el 700/0 
eran jubilados. 

En cuanto a las asignaciones familiares. la  población trabajadora 
cubierta por las Cajas de Subsidios Familiares es más baja comparada 
con la población que trabaja en relación de dependencia, en el caso 
de la Caja de la Industria se protege una tercera parte. En Argentina 
por lo que respecta a asignaciones familiares, se cubre al personal 
de comercio, estiba y empresas estatales. 

En Brasil en 1972, los diferentes regímenes cubrían una pobla-
ción de 9.640,000 asegurados contribuyentes que significan un porcen- 
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taje importante del total de asegurados en relación con la población 
urbana económicamente activa. Asimismo, existían 26.121,468 depen 
dientes (beneficiarios); 939,755 asegurados pasivos y 679,343 pensio-
nes por muerte (sobrevivientes). 

En Paraguay en 1954, había 50,700 afiliados activos, 32,118 de la 
capital y 29,812 del interior. En 1959, se cubrirán 62,933 asegurados 
y un total de 144,045 beneficiarios. Para el año de 1970, se estima 
que los cotizantes globales llegaron a 95,000 de los cuales 47,000 co-
rrespondían a la capital y 48,000 al interior, así como que existían 
144,046 beneficiarios. En relación al servicio doméstico, existen aproxi-
madamente 3,000 asegurados. 

La Ley rige en todo el país y se ha extendido actualmente a la 
capital, ciudades más importantes y centros suburbanos, aunque to-
davía no se ha llegado a la cobertura total del país, la población eco-
nómicamente activa que contribuye a los regímenes de seguridad so-
cial, se estima en 9.6%. (*) 

7.2.2 Contingencias Cubiertas. 

La seguridad social en el Uruguay se caracteriza por dos regímenes 
bien integrados, el de pensiones y el de asignaciones familiares y por 
otra parte, sistemas parciales de desocupación y de determinada pro-
tección en la maternidad. La atención por enfermedad, salvo ciertas 
prestaciones otorgadas en los sistemas de jubilaciones y asignaciones, 
está a cargo de la salubridad pública y por medio de un gran núme-
ro de mutualidades. La reparación en los daños, en el empleo, está 
a cargo del Banco de Seguros del Estado. 

Las Cajas de Jubilaciones y Pensiones, cubren principalmente las 
contingencias de invalidez, vejez y muerte. 

Las Cajas de Asignaciones Familiares realizan una protección muy 
amplia, puesto que no se limitan a subsidios por hijos, sino que 
otorgan otras prestaciones tanto en dinero como en especie. 

Así se otorgan por concepto de asignaciones fantiliares, Subsidios 
en Dinero: por hijos menores a cargo, hasta 20 años, por hogar cons-
tituido, prenatales, por maternidad, becas de estudio, por casamiento, 
por nacimiento de hijo, por fallecimiento. Asimismo las Asignaciones 
Familiares Extraordinarias comprenden, servicios sociales, materno-
infantiles y colonias vacacionales infantiles y de educación recreativa. 

Fuente: CEPAL América Latina y la Estrategia Internacional del Desarrollo, 1973. 
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El sistema de previsión social argentino, al igual que en Uruguay, 
tiene dos regímenes plenamente estructurados el de jubilaciones y pen-
siones y el de asignaciones familiares. Estos se relacionan entre sí 
en cuanto a ciertas prestaciones y a veces asumen en parte otras con-
tingencias cuya protección es más limitada como la enfermedad, ma-
ternidad y desempleo. Este último se establece por la legislación la-
boral, que señala la reparación del daño en el empleo basado en la 
teoría del riesgo profesional. 

Las cajas de jubilaciones, tanto de los trabajadores dependientes 
o autónornts con el nombre de jubilaciones cubren la invalidez ordi-
naria y por edad avanzada y las pensiones de sobrevivientes, éstas 
se otorgan en una concepción más amplia a las hijas solteras o viu-
das a cargo del causante, nietos y nietas, padres dependientes y her-
manos y hermanas solteras. 

Las cajas que tiene a su cargo la aplicación del régimen de asig-
naciones familiares otorgan subsidios por matrimonio, maternidad, 
nacimiento de hijo, al cónyuge, por hijo, por familia numerosa, para 
la escolaridad primaria, media y superior, por adopción, ayuda esco-
lar, primaria y vacaciones. 

Como se ha expresado las contingencias de maternidad, desempleo 
y enfermedad no están configuradas como un verdadero seguro social 
y se aplica al respecto las disposiciones laborales. 

En el régimen general de seguridad social de Brasil; se otorgan 
prestaciones de: Asignación de maternidad, Indemnización por enfer-
medad, Pensiones de invalidez, vejez y sobrevivientes, Indemnizacio-
nes por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, Compen-
sación por desempleo, Asignaciones Familiares y Servicios Sociales. 

En el régimen rural se otorgan prestaciones de: Jubilación por 
vejez, invalidez, Auxilio de funeral, Servicios de salud y Servicios 
sociales. 

En Paraguay. El Seguro Social de acuerdo con los términos de 
la Ley, cubre los riesgos de enfermedad no profesional, maternidad, 
accidentes del trabajo, enfermedades profesionales, invalidez, vejez y 
muerte. 

Este régimen fue el segundo en América Latina que incluyó en 
un sistema general la rama de riesgo profesional desde el memento 
en que fue creada la Institución, en 1943. 
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El Código del Trabajo, como se ha citado anteriormente, con-
tiene normas-  relativas a indemnizaciones por desempleo y garantías 
de empleo y asignaciones familiares. 

En lo que respecta a servicios sociales el Instituto de Previsión 
Social cuenta con una sección de Servicios Sociales Profesionales que 
tiene a su cargo la ayuda a los asegurados para la obtención de los 
beneficios que determina la Ley, realizando además una acción de edu-
cación y divulgación de los principios del Seguro Social, así corno ca-
pacitando al trabajador rural individualmente y en grupo para la 
mejor armonía familiar y con la comunidad. También se realizan 
programas de construcción de viviendas obreras, guarderías infan-
tiles y clubes de madres. 

7.2.3. Prestaciones según contingencias. 

En Argentina se concede la jubilación ordinaria para los trabajadores 
con relación de dependencia laboral, que hayan cumplido 60 años de 
edad los hombres y 55 las mujeres y que acrediten 30 años de ser-
vicios. 

La cuantía mensual del la jubilación ordinaria y por invalidez equi-
vale al 70% de su remuneración acreditada, más un incremento del 
1% por cada año de servicios que exceda al mínimo necesario. 

Los trabajadores independientes, tienen derecho a esta jubilación 
ordinaria cuando acreditan haber cumplido 65 años de edad los hom-
bres y 60 las mujeres. Cuando se computan sucesivamente servicios 
autónomos y dependientes, se hacen cálculos proporcionales para de-
terminar la cuantía. 

La jubilación por edad avanzada se otorga a los trabajadores en 
relación de dependencia que hayan cumplido 65 años de edad, sean 
hombres o mujeres, y 10 años de cotización. La cuantía mensual de 
jubilación por edad avanzada es del 50% de la remuneración. actua-
lizada, incrementada con el 1% por cada año de servicios que exce-
dan de 10. Los trabajadores autónomos reciben esta jubilación al 
cumplir 70 años de edad y 10 de servicios. 

En lo referente a jubilación por invalidez, ésta se otorga cual-
quiera que fuere la edad y antigüedad en el trabajo, a los asegurados 
con relación de dependencia laboral o independientes que se incapa-
citen física o mentalmente en forma total para el desempeño de 
cualquier actividad compatible con sus aptitudes. La invalidez que 
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produzca, en la capacidad laboral una disMinución del 66% o más se 
considera total. Cuando la invalidez total no fuera permanente, al 
inválido se le otorgará atención médica curativa rehabilitadora,. La 
pensión de invalidez es igual a la pensión de jubilación ordinaria de 
70% más 1% de incremento anual por exceso de cotizaciones. 

En los regímenes de trabajadores independientes o con relación 
de dependencia laboral, tienen derecho a la pensión de sobrevivientes 
la viuda o viudo incapacitado, los hijos e hijas solteros hasta 18 años, 
las, hijas solteras que hubieren convivido con el pensionado en for-
ma habitual y continua durante los 10 años anteriores al deceso y 
que en ese momento tuvieran 50 años y se encontraran a su cargo 
y no trabajaran ni tuvieran beneficio proveniente de la Seguridad So-
cial. Los hijos y las hijas divorciados o separados y además incapa-
citados para el trabajo, las viudas y viudos que no hayan contraído 
nuevas nupcias, huérfanos de padre y madre a cargo del asegurado 
a la- fecha del deceso hasta los 18 años de edad. Los padres depen-
dientes del asegurado y sin ingresos y los hermanos y hermanas po-
líticas; huérfanos de padre y a cargo del pensionado hasta los 18 
años. 

La mitad del monto de la pensión corresponde a la viuda y el 
resto se reparte entre los diferentes beneficiarios por partes iguales. 

La pensión de los sobrevivientes es equivalente al 75% del be-
neficio que gozaba o le hubiere correspondido al pensionado, éste se 
puede aumentar en algunos casos. 

Los montos de los beneficios son móviles y se efectúa una re-
valorización mediante coeficientes. Las jubilaciones y pensiones no 
pueden ser menores de una cuantía que se fija periódicamente, ade-
más existe incompatibilidad entre el goce de la pensión y el desempe 
ño de una actividad lucrativa. 

Por lo tanto, la jubilación por invalidez y la pensión a los sobre-
vivientcs son iguales en los dos regímenes. En general los dos regí-
menes sólo se diferencian en la edad requerida que es mayor en el 
sistema de los trabajadores independientes. 

En Uruguay, las Cajas de Jubilaciones y Pensiones, cubren los 
riesgos de vejez, invalidez y muerte y no obstante de presentar una 
gran variedad de prestaciones, de acuerdo con las diversas contin-
gencias, la concesión de éstas se realiza en los siguientes términos: 

Para el retiro por vejez, la edad requerida oscila entre los 50 y 
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60 años para los varones y entre 50 y 55 arios para las mujeres, con 
30 años de cotización, aunque puede obtenerse el beneficio reducido 
con un mínimo de 10 años para edades que oscilan entre los 60 y 
65 años para los hombres y 55 y 60 para las mujeres. 

Existen marcadas diferencias entre los distintos regímenes en lo 
relativo a pensiones de sobrevivientes y varían del 5 0 % al 75% de lo 
que habría correspondido al asegurado en caso de jubilarse y en re-
lación con el número de beneficiarios. 

La cuantía de la jubilación por vejez, varía incrementándose por 
cada año de trabajo. 

Existe también un régimen de movilidad de pensión y además 
se entrega cierta suma por concepto de aguinaldo. 

En Brasil en el régimen general para tener derecho a la presta-
ción económica, es necesario cotizar un mínimo de 12 meses. Para 
el otorgamiento de una pensión de vejez o de una pensión de ser-
vicios prolongados, este requisito se extiende a 60 meses. En caso 
de enfermedades graves si el asegurado no ha cumplido con las con-
diciones requeridas, conserva los derechos durante 12 meses prorro- 

gables a 24 meses y aún a 36. 

Las prestaciones son calculadas en relación al salario base de 
prestación, es decir la mitad del promedio del salario sujeto a co-

tización en los 12 ó 36 últimos meses. 

Para fines de la previsión social, sólo se toman en cuenta las 
remuneraciones que no son 10 veces superiores al salario mínimo más 
elevado en la región del país. Las pensiones y asignaciones no po-
drán ser inferiores al 35% del salario mínimo. 

Las jubilaciones de vejez, se conceden al asegurado que cumple 

65 años o más de edad si es hombre y 60 años si es mujer. 

Las pensiones de vejez, o de servicios prolongados permiten que 
el trabajador que las recibe pueda trabajar, inclusive en la misma 
empresa en donde laboraba, sin perder el derecho a las prestaciones 
y sin reducción de ellas. Cuando el trabajador deja de estar asegu-
rado, se entrega a él y si falleciera a sus deudos, una suma calcu-
lada sobre la base de las cotizaciones pagadas después de su retor-
no al trabajo. 
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Asignaciones Familiares 

En cuanto a las asignaciones familiares, en Argentina el personal pro-
tegido por las Cajas de Subsidios Familiares gozan de varios tipos 
de subsidios: por matrimonio, maternidad, nacimiento de hijos, por 
adopción, por cónyuge, por hijo, por familia numerosa, por escolari-
dad primaria, media y superior, ayuda escolar primaria y una asig-
nación anual complementaria por vacaciones. 

El subsidio consiste en el pago de una sola suma en las asigna-
ciones por matrimonio, nacimiento de hijos y adopción. 

Las asignaciones por cónyuge, hijo, familia numerosa y escola-
ridad se pagan mensualmente hasta que el hijo cumple 15 años o 
18 si estudia y sin límite de edad si él está incapacitado. 

Para otorgarse la asignación por familia numerosa, se requiere 
que el trabajador tenga por lo menos 3 hijos menores de 21 arios 
o incapacitados, consistiendo ésta en una suma mensual por cada 
hijo. 

Para estimar la asignación anual complementaria de vacaciones, 
se duplica la cantidad en dinero que el trabajador recibía en el mes 
de enero por concepto de asignaciones familiares. 

En Brasil, aunque las asignaciones familiares no son parte inte-
gral de la seguridad social, son administradas por el Instituto Na-
cional de Previsión Social a través de un financiamiento de 4.3% de 
los salarios de cotización, pagado por la empresa. La asignación es 
del 5°'o del salario mínimo regional y se otorga por cada hijo menor 
de 14 años y sin límite de edad si éste es inválido. Tienen derecho 
los hijos de los pensionados por invalidez o vejez. Estos beneficios 
fueron establecidos por la Ley de 10 de diciembre de 1966. 

En Uruguay todos los trabajadores, tanto urbanos como rurales, 
públicos o privados, tienen prestaciones por cargas de familia. Las 
asignaciones familiares son en dinero y en especie y las primeras se 
otorgan a través de subsidios en determinada cantidad, según el nú-
mero de hijos menores a cargo, hasta los 14 ó 20 años si estudian; 
existen asignaciones familiares: por hogar constituido, por tener hi-
jos estudiando hasta el 4?, año de primaria; por maternidad, por pre-
natal y por becas de estudio. Se entrega también cierta suma por ca-
samiento, nacimiento del hijo, fallecimiento y ayuda familiar extra-
ordinaria. 
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En cuanto a prestaciones en especie, existen centros de atención 
materno-infantil y guarderías, tanto en la capital del país como en 
el interior; particularmente para los hijos prematuros y anormales 
también existen asignaciones familiares. 

Riesgos del Trabajo 

En cuanto a los accidentes del trabajo, en Argentina se determina 
que la responsabilidad está a cargo del patrón cuando los riesgos 
han ocurrido en el lugar del trabajo o en el trayecto del domicilio 
a éste, siempre que la incapacidad exceda de 4 días. Los patrones 
pueden liberarse de esta responsabilidad, asegurándose en compañías 
de seguros. 

Asimismo, existe un fondo de garanía destinado a pagar la in-
demnización en caso de insolvencia del empleador responsable. El 
régimen es obligatorio para todos los empleadores, los cuales deben 
también hacerse cargo de los gastos de asistencia médica y farma-
céutica, así como los gastos del sepelio, en caso de un siniestro. 

Se determina al respecto una cuantía máxima de la indemniza-
ción por accidente que ocasione la muerte o la incapacidad perma-
nente, más un incremento, cuando el incapacitado necesita la asisten-
cia permanente de otra persona. La Ley señala el monto del subsidio 
por incapacidad temporal, que puede aumentarse bajo ciertas condi-
ciones y pasado un año la incapacidad se considera permanente. 

Las enfermedades profesionales están limitadas en una lista de-
cretada por el Poder Ejecutivo; la elaboración de una tabla restrin-
gida ha influido en la jurisprudencia y en la tesis llamada "enferme-
dad-accidente". También se han considerado padecimientos que pro-
vienen del trabajo o que éste los agrava; lo que ha determinado que 
en dicha lista haya ido en aumento gradual el número de enferme-
dades comprendidas, admitiéndose actualmente aún las derivadas de 
las substancias radioactivas. 

En Uruguay, el Banco de Seguros del Estado protege en la rama 
de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales para los tra-
bajadores dependientes de un contrato laboral. A cargo del Banco 
está el Hospital Traumatológico. La aportación al Banco es obliga-
toria para las empresas y se otorgan prestaciones médicas y en dine-
ro en los casos de orfandad ocasionada por el accidente y se cubre 
a los trabajadores rurales, con una contribución financiera de la Caja 
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Rural. Los subsidios varían del 50 0/o del sueldo en caso de incapacidad 
temporal hasta de 30 días y de los 2/3 con posterioridad. En caso de 
muerte, se otorga pensión vitalicia del 30% del salario anual, a la 
cónyuge e hijos menores de 16 años, sin límite de edad, si éstos son 
inválidos; y una ayuda para funeral, consistente en determinada can-
tidad en dinero. La prima sobre el seguro de accidentes es del 5% 
del salario de los trabajadores y está a cargo del patrón. 

En Brasil, aunque pertenece al régimen de previsión social, este 
seguro tiene sus propias disposiciones, como la Ley de 14 de septiem-
bre de 1967. Las prestaciones otorgadas no están subordinadas a un 
período de cotización y su monto es siempre igual al salario que per-
cibía el asegurado, el día en que ocurrió el accidente. 

La atención médica se otorga a partir del sexto día. El subsidio 
mensual es del 92% del salario y sirve de base de cotización el, día 
en que ocurrió el accidente. En caso de invalidez la pensión es del 
100% del salario y si se requiere asistencia constante se aumenta aún 
más. Los sobrevivientes reciben una suma equivalente al 100% y el 
monto es independiente del número de beneficiarios. Las empresas 
que empleen por lo menos a 20 trabajadores, están obligadas a re-
servar del 2 al 15% de los puestos para los asegurados inválidos. En 
ciertas condiciones se otorga una suma global llamada "peculio". 

En Paraguay,, en materia de accidentes del trabajo, se concede un 
subsidio en dinero equivalente al 75% del promedio de salarios, so-
bre los cuales cotizó el asegurado en los últimos 4 meses. Si el ase-
gurado se incapacita para trabajar por más de 3 días, el subsidio 
se iniciará a partir del primer día de incapacidad y durará mientras 
continúe la incapacidad y hasta por un plazo máximo de 52 semanas. 
Este subsidio terminará a partir de la fecha en que el Instituto de-
clare la incapacidad permanente del asegurado. 

En el caso de accidentes del trabajo, se tiene derecho a la con-
cesión de los aparatos de prótesis necesarios, que permitan la resti-
tución funcional próxima a la actividad física normal. El Departa-
mento Médico determinará el cuadro básico de medicamentos de la 
Institución. 

La prestación médica se otorgará únicamente mediante las uni-
dades médicas y puestos sanitarios directos del Instituto o en los 
establecimientos públicos y privados, previa la debida autorización. 

El costo del traslado del lugar de origen del asegurado a la uni- 
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dad médica. o viceversa, sera por: su cuenta :y sólo se hará cargo el 
Instituto de_ sus gastos cuando este traslado se haya efectuado, por 
orden expresa de la Dirección del Departamento Médico.  

El examen de salud de los asegurados es obligatorio, recomen-
dándose que sea sistemático, dándose preferencia a la. detección de 
la tuberculosis, la lepra, las afecciones cardiovasculares, la, gfilis, las 
enfermedades nerviosas y las enfermedades profesionales, con,,miras 
a su más oportuno tratamiento. En caso de embarazo o partos pa-
tológicos, la atención del riesgo corresponde al seguro de enfermedad. 

El Instituto, por sus órganos correspondientes, adoptará todas las 
medidas tendientes á prevenir los accidentes, mediante el ordenamien-
to de medidas de higiene y seguridad necesarias; la falta dé cumpli-
miento de estas disposiciones por parte del empleador, será conside-
rada como negligencia o culpa grave y lo hará acreedor a las sancio-
nes correspondientes. 

Tendrán derecho a la atención medica la esposa del asegurado 
o la concubina y los hijos solteros hasta los 16 arios, siempre que 
estos familiares dependan económicamente del asegurado. 

Por otra parte, se revalorizan y actualizan los subsidios por pér-
dida del poder adquisitivo, conforme a un análisis actuarial del es-
tado financiero del régimen. El porcentaje de revalorización se fijará 
en función de los recursos disponibles, cuidando que dicha revalori-
zación no afecte el equilibrio financiero del Instituto. Las Pensiones 
que fueron concedidas a partir de la promulgación de la últiina Ley, 
serán actualizadas en sus montos, conforme a las variaciones de sa-
larios que se establezcan por disposición legal. 

En caso de enfermedad no profesional o accidente que no sea de 
trabajo, el asegurado tiene derecho, mientras esté sometido a trata-
mientos médicos y que sufra incapacidad para el trabajo, a un sub-
sidio en dinero a partir del cuarto día de incapacidad, que durará 
'mientras ésta subsista y que equivale al 500/o del promedio de salarios, 
sobre los cuales cotizó el asegurado en los últimos cuatro meses an-
teriores al comienzo de la incapacidad. 

El asegurado y los familiares que vivan con él y estén a su cargo, 
recibirán la mitad del valor del subsidio que indica el párrafo ante-
rior, mientras éste permanezca hospitalizado por cuenta del Instituto. 

No se otorgarán los subsidios al asegurado que tenga menos dé 
seis semanas de cuotas correspondientes a trabajo efectivo, .dentro 
de los últimos cuatro meses..  
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Si el empleador estuviere al corriente en el pago de las cuotas, 
el trabajador asegurado dependiente de este patrón, tendrá derecho 
a las. prestaciones antes señaladas. 

En Brasil, en el régimen rural, en caso de enfermedad, a partir 
del tercer día de interrupción del trabajo, así como en casos de in-
validez o de vejez, se otorga una indemnización del 70% del salario 
mínimo regional y dos meses de dicha suma para ayuda del funeral. 
La pensión de sobrevivientes es igual al régimen general. La edad 
para tener derecho a la pensión de vejez es de 65 años. La atención 
médica es proporcionada por el FUNRURAL, el cual otorga una asis-
tencia hospitalaria en establecimientos sanitarios situados en las pe-
queñas localidades donde pueden recibir los servicios el trabajador 
rural y sus dependientes. 

Maternidad 

En lo referente a las prestaciones de maternidad, en Paraguay, las 
aseguradas recibirán un subsidio, que se determinará en la misma 
forma que el de enfermedad, pero no se reducirá a la mitad durante 
la permanencia en sanatorios. El subsidio durará tres semanas ante-
riores a la fecha probable del parto y seis posteriores al alumbra-
miento. 

Para que la asegurada obtenga el subsidio por maternidad, es 
preciso que esté al corriente en el pago de sus cuotas y tenga como 
mínimo cuatro meses de cotización y seis semanas de cuotas corres-
pondientes a trabajos efectivos en el curso de los citados meses. 

La asegurada recibirá, además, provisión de leche para su hijo, 
cuando no lo pueda amamantar por incapacidad comprobada por mé-
dico y como máximo durante los ocho meses siguientes al parto. 

En Brasil, la prestación de maternidad se otorga después de do-
ce meses de cotización y es equivalente al salario mínimo del lugar 
en que se trabaje. No se especifica el plazo pre y postparto y se 
concede a la asegurada y a la esposa del asegurado. 

En Uruguay, los subsidios por maternidad requieren de trece se-
manas de cotización en los meses que preceden al parto y consisten 
en un subsidio de las 2/3 partes del salario base, durante las 6 semanas 
que preceden y sigue al parto. 

En Argentina, las legislaciones de asignaciones familiares institu-
yen la asignación por maternidad, al que tiene derecho toda mujer 
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que trabaja en relación de dependencia y acredite una antigüedad mí-
nima y contínua de diez meses, percibiendo una suma igual al sueldo 
o salario que se devengue durante cuarenta y cinco días antes y cua-
renta y cinco días después del parto. Pudiendo reducirse a cuarenta 
días el descanso pre-parto y prolongarse el post-parto a cincuenta 
días. La asignación por maternidad se complementa con el subsidio 
por nacimiento de hijos, con cargo al régimen de asignaciones fami-
liares. 

Desempleo 

En Uruguay, el régimen de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la 
Industria y del Comercio dispone: la "creación, con carácter obliga-
torio del seguro de paro que está administrado por esta Caja y a la 
cual contribuyen los obreros y los patrones, cuyas actividades son 
reguladas por ella". El director de la Caja de Jubilaciones y Pensio-
nes de la Industria y del Comercio, estará asistido por una Comisión 
Paritaria. 

El seguro de paro cubre el riesgo de desempleo para tener de-
recho a las prestaciones, deberá haberse cotizado durante seis meses 
en los dos años anteriores a la falta de empleo. La indemnización es 
equivalente al importe que corresponde a doce jornales, con un su-
plemento del 20% si se estuviera casado o con dependientes a cargo. 
La indemnización será entregada hasta un máximo de ciento ochenta 
días, por cada período de cotización. Si se comprueba que no se hace 
el uso debido de la prestación, ésta podrá retirarse o abonarla a los 
familiares. 

La aportación es del 1% correspondiente al patrón y al obrero, 
respectivamente, y se financia también con el 50% sobre la venta de 
billetes de lotería. El subsidio es del 50% de la ganancia, por sesen-
ta días, previa cotización de seis meses. 

Existe una prestación por desocupación parcial; cuando no se 
percibe la ganancia habitual, el monto se fija de acuerdo con la re-
ducción del salario. Igualmente se concede un subsidio por despido, 
si se tienen diez años de actividad y no se han cumplido los 40 años 
de edad. 

El Fondo, de acuerdo con el Ministerio de Trabajo, organiza cur-
sos de recuperación o de preparación profesional. Además, la Caja 
imparte cursos de perfeccionamiento o preparación profesional y po-
see una bolsa de trabajo. 
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Existen regímenes especiales menos ventajosos para: determinar 
dos gremios a cargo de las respectivas Cajas de Jubilaciones, en don-
de se establece un Fondo de Compensación por Desocupación. 

En Paraguay, para los efectos de las prestaciones por enfermedad, 
se considerará con derechos vigentes al asegurado que hubiera deja-
do de contribuir, por encontrarse en cesantía involuntaria, hasta por 
un lapso de dos meses. 

En Brasil existe una forma especial del seguro de desempleo: tie-
nen derecho a un subsidio los asegurados que hayan trabajado por 
lo menos ciento veinte días en la misma empresa y esta asignación 
es equivalente a la mitad del salarie mínimo durante tres meses, pa-
gada a partir del mes siguiente del desempleo. 

7.3 Financiamiento y Distribución de Cargas. 

En Brasil el régimen general de la previsión social es cubierto por las 
cotizaciones de los asegurados, de las empresas y por una contribu-
ción del Estado. La cotización del trabajador es del 8% del salario, 
y 8% de los empresarios. Los trabajadores independientes pagan una 
cotización fijada de acuerdo con el salario base, señaladó por el De-
partamento Nacional de Previsión, sin contribución empresarial. La 
aportación estatal proviene de los impuestos denominados cuotas de 
previsión, así como por aportaciones de la lotería y de apuestas en 
los juegos. 

En cuanto al régimen de accidentes, éste está a cargo de las em-
presas, no participando en el financiamiento ni los asegurados ni el 
gobierno y su costo es cubierto por una cotización ascendente del 0.40 
al 0.80% del importe total del salario de cotización. De acuerdo con 
la naturaleza de la empresa y su grado de riesgo se determina una 
cotización adicional. 

En el régimen de los empleados domésticos, se señala una con-
tribución igual al régimen general, consistente en 8% del salario que 
paga el empleador y otro 8% el doméstico. 

Las asignaciones familiares son administradas por el Instituto Na-
cional de Previsión Social que a través de un fondo especial se esta-
blecieron las cotizaciones empresariales que son del 4 .3 % de los 
salarios y el pago se hace en la base del 5% del salario mínimo re-
gional, por cada menor a cargo. 

En cuanto al régimen rural, el financiamiento del programa está 
asegurado por las cotizaciones de los trabajadores del .4 al 6% del 
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salario mínimo regional: el monto de la contribución de las empresas 
equivale al de los trabajadores, más el 2% del salario mínimo regional, 
para cubrir las prestaciones de accidentes del trabajo. 

El FUNRURAL está financiado por una cotización del 1% sobre 
el valor comercial de los productos agrícolas, pagada por el productor 
y recogida directamente por él, cuando él mismo procesa sus produc-
tos, o bien por su comprador o consignatario. 

Los aportes y contribuciones del Régimen de Jubilaciones para 
trabajadores dependientes de un patrón, se financian con aportes de 
los afiliados, contribuciones a cargo de los empleadores, intereses y 
recargos, rentas provenientes de inversión, donaciones, legados y otros 
ingresos. 

En Argentina, a partir de 1970, se estableció un régimen gradual 
de unificación de los aportes y contribuciones, para ascender en el 
año de 1973 el 5°/o de los salarios de los trabajadores y el 15% del 
mismo, como contribución del patrón; el aporte del empleador se 
aumentó en un 2% en el caso de que el trabajador realice tareas ca-
lificadas como riesgosas, insalubres o que produzcan envejecimiento 
prematuro. 

El Régimen Jubilatorio Autónomo se financia con el aporte ex-
clusivo de los afiliados, equivalente al 10% mensual de los montos 
asignados a cada una de las catorce categorías establecidas. 

Todos los regímenes de asignaciones familiares se financian me-
diante la contribución única del empleador, equivalente al 10 ó 12% 
de todos los salarios que abonan a su personal hasta una remune-
ración máxima convenida. La prestación de maternidad está a cargo 
de estos mismos regímenes. 

Los regímenes de enfermedad se financian con aportaciones del 
empleador y por la contribución de los interesados en las asociaciones 
mutualistas y, los regímenes de desempleo cuentan con las contribu-
ciones del empleador, equivalente al 4°/o de las retribuciones pagadas 
a sus trabajadores. 

En las obras sociales la cotización está a cargo de los empleadores 
y de los trabajadores y equivale al 2 y al 1% de los salarios respecti-
vos: el aporte del trabajador se eleva al 2% cuando tiene cargas de 
familia. 

Las Cajas de Jubilaciones y Pensiones en Uruguay disponen de 
un patrimonio propio, basado en un financiamiento cuya fuente prin- 
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cipal es la aportación de trabajadores y patrones, que oscila entre el 
12 y 20 % , el 9 y 21°/o y el 16 y el 18%, completándose los fondos 
con algunos impuestos recaudados mediante timbres. 

Las Cajas de Asignaciones Familiares comprenden una aportación 
patronal del 8.5 al 11%, siendo el aporte de los trabajadores el 0.5% 
y el aporte del Estado proviene de ciertos impuestos. 

Las Cajas sobre enfermedad, invalidez y asistencia se financian 
en todos los casos con una aportación patronal que varía del 5 al 8% 
y la de trabajadores del 3 al 4%, según los regímenes. 

El Fondo del Seguro de Paro del régimen general de la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de la Industria y del Comercio, se financia 
con la aportación patronal del 1%, una aportación similar por parte 
del obrei.o y el impuesto del 501D sobre ventas de billetes de lotería 
y determinados porcentajes sobre bebidas alcohólicas y cigarrillos. 

Los regímenes rurales y domésticos tienen un financiamiento es-
pecial. La aportación anual del empresario rural, está en relación con 
el producto del número de hectáreas ocupadas, de acuerdo con las 
tasas que fija el Ejecutivo cada año, tomando en cuenta las variacio-
nes del salario mínimo rural. 

La aportación del trabajador rural, cualquiera que sea su califi-
cación, ganancia, etc., tiene un monto que se fija anualmente en su-
mas mensuales o diarias. 

En cuanto al régimen doméstico, las cotizaciones provienen del 
patrón en un 5% del salario mensual y una cantidad igual por parte 
del trabajador más un impuesto de 1 al 6%, del alquiler a cargo del 
arrendatario, con responsabilidad solidaria del propietario que debe 
abonarlo cuando el inmueble no esté arrendado. 

En Paraguay se establece que el Consejo Superior fijará los mon-
tos que, para los efectos de determinar las cotizaciones se aplicarán 
a los salarios en especie o en regalías, como también a las remune-
raciones en dinero de aquéllas labores a destajo o de otra índole en 
las que sea conveniente establecer estas cantidades a causa de difi-
cultades propias del tipo de ocupación. 

En el régimen general el Instituto cuenta con los recursos prove-
nientes de la cuota mensual de los trabajadores, que es del seis por 
ciento de su salario: la cuota mensual patronal, es de 12% calcu-
lado sobre los salarios de sus trabajadores. 

Esta cuota de los empleadores será adicionada con 2.5% calcu- 
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lado sobre el salario de sus trabajadores, de cuyo porcentaje adicio-
nal, se destinará el 1.5% al Ministerio de Salud Pública y Bienestar 
Social, y el 1% al Ministerio de Justicia y Trabajo. El aporte del 
Estado, es del 1.5% calculado sobre el monto de los salarios sobre 
los cuales cotizan las firmas patronales. La aportación mensual de 
los maestros y catedráticos de la enseñanza primaria, media, profe-
sional y de los catedráticos universitarios de las instituciones públi-
cas y privadas, es del 5% de sus remuneraciones y la cuota mensual 
del empleador del servicio doméstico es de '75 guaraníes y de 150 de 
su empleador. 

La cuota mensual del empleador de instituciones privadas de en-
señanza, es del 2.5% de las remuneraciones sobre las cuales cotizan 
sus empleados: 

La contribución mensual del trabajador independiente, es del 
3%, calculado sobre la base de 25 días de salario mínimo legal es-
tablecido. 

Entre otras fuentes de ingreso se encuentran la de rentas, recar-
gos y multas aplicadas de conformidad con las disposiciones lega-
les, atenciones y servicios en los hospitales del Instituto, a personas 
no aseguradas, conforme a las tarifas establecidas por el Consejo 
Superior del Instituto, comisiones por servicios prestados a otras 
instituciones, en su carácter de agente de retención. Los legados y do-
naciones que se hicieren al Instituto, y cualquier otro ingreso que 
obtenga el Instituto. 

Los gastos necesarios para cubrir el costo de los riesgos de en-
fermedad no profesional y de maternidad, accidentes del trabajo y 
enfermedad profesional y los subsidios correspondientes, están finan-
ciados con el 9% del monto total dedos salarios sobre los cuales se 
fijan las cuotas provenientes de los trabajadores, de los patronos y 
del Estado. 

En cuanto a inversiones de las instituciones de seguridad social, 
en Paraguay, se dispone que: las reservas del Instituto serán utilizadas 
en inmuebles urbanos, en préstamos hipotecarios que, preferentemen-
te tengan por objeto la construcción, ampliación o adquisición de 
vivienda, para los asegurados, y; en acciones de empresas industria-
les, de contribución y bancos comerciales. 

7.4 Administración y Jurisdicción. 

En Argentina, la Secretaría de Estado de Seguridad Social es el ór- 
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gano que conduce y supervisa el sistema nacional de seguridad social 
y administra el Fondo Compensador de Inversiones y Acumulación. 

La Comisión Nacional de Previsión Social orienta y coordina las 
actividades de los organismos nacionales de previsión y actúa como 
organismo administrativo de apelación contra las resoluciones dicta-
das por las Cajas Nacionales de Previsión Social. 

También existe la Dirección General Previsional, organismo des-
centralizado, con personería jurídica y autarquía, que tiene a su car-
go, entre otras funciones: la recaudación de todos los aportes y con-
tribuciones del Sistema Nacional de Previsión. 

Las Cajas Nacionales de Previsión son los organismos que ad-
ministran los distintos regímenes jubilatorios nacionales y son entes 
descentralizados, con personalidad jurídica y autonomía financiera. 

La mayoría de las Cajas de Subsidios Familiares son entidades 
de derecho privado, con personería jurídica propia, mientras que otras 
funcionan como secciones de algunas instituciones. 

El Instituto Nacional de Obras Sociales, que actúa como autori-
dad de aplicación de la Ley de Obras Sociales, funciona como órgano 
descentralizado del Ministerio de Bienestar Social y está dirigido y 
administrado por un directorio integrado por el Presidente, cinco vo-
cales representantes del Estado, tres del sector laboral y dos del sec-
tor empresarial. 

La conducción y gestión de la seguridad social se halla en manos 
de varios organismos. Además existen Cajas Provinciales, que aunque 
de aseguramiento limitado vienen a realizar una dualidad de funcio-
nes. De aquí que haya el, proyecto de realizar un sistema de seguridad 
social integral y nacional. 

El régimen general de Previsión Social está en Brasil integrado 
por órganos colocados bajo el control del Ministerio del Trabajo y 
Previsión Social. 

Entre éstos se encuentran los Organos de Planificación que son 
de orientación y control como el Departamento Nacional de Previsión 
Social, con un Consejo Directivo compuesto por ocho miembros, cua-
tro representantes del Estado, uno de los cuales es el Presidente, dos 
de los asegurados y dos de los empresarios, elegidos por sus Confe-
deraciones respectivas y el Organo Ejecutivo que es el Instituto Na-
cional de Previsión como cuerpo autónomo cuya autoridad la ejerce 
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un Presidente nombrado por el Ejecutivo, un Director General, los 
Secretarios Ejecutivos y el Delegado General. Existen ademas Dele-
gaciones Regionales en cada Estado. 

En Uruguay la gestión de las diferentes contingencias cubiertas 
está a cargo del órgano de administración estatales y paraestatales. El 
Ministerio del Trabajo y Seguridad Social y el Banco rigen a las Ca-
jas de Jubilaciones y Pensiones de la Industria y del Comercio, Ci-
viles y Escolares, de trabajadores Rurales y Domésticos. Las orga-
nizaciones no estatales tienen una administración autónoma, para-
estatal. 

El Banco de Previsión Social actúa bajo la dependencia del Mi-
nisterio de Trabajo y Seguridad Social, con recursos a cargo del pre-
supuesto público, y cuenta con un órgano superior que es el Direc-
torio compuesto de siete Miembros, cuatro elegidos por el Ejecutivo, 
de los que uno lo preside y los restantes representan a los sectores 
de los afiliados activos y pasivos de las empresas contribuyentes. 

El Consejo Central de Asignaciones creado en 1944, está integrado 
por siete miembros con representación del Ejecutivo y un delegado 
de los trabajadores y otros de los empleadores. Este Consejo es 
una, institución de naturaleza paraestatal en cuya dirección están re-
presentantes del Estado, de los patrones y de los obreros. Es órgano 
asesor del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y de consulta 
de las Cajas de Asignaciones. 

En Materia de jurisdicción existe un doble recurso de revocación 
y reanudación ante el órgano del seguro y del Poder Ejecutivo, respec-
tivamente. 

En materia de jurisdicción, en Argentina se puede interponer un 
recurso de reposición ante la Caja de Previsión y puede apelarse ante 
la Comisión Nacional de Previsión, integrada por los directores de 
la Caja Nacional de Previsión y el Subsecretario de Seguridad Social, 
y cabe la apelación ante la Cámara Nacional de Apelación del Trabajo, 
con una última instancia ante la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. 

En Brasil, el Consejo de Apelación es el órgano superior de la 
Previsión Social y está compuesto de diez y siete miembros que ejer-
cen el mandato por dos años, nueve representantes del Estado nom-
brados por el Presidente de la República, uno de los cuales ejerce 
la presidencia, cuatro de los asegurados y cuatro de las empresas. 
Los representantes del Estado deben ser escogidos entre los fundo- 
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narios de la Previsión Social con más de 10 años de servicios y co-
nocingentos profundos de la seguridad social. En cada Delegación 
Regional Estatal hay una Comisión de Apelación de la Previsión So-
cial. 

Las apelaciones contra las decisiones del INPS, relativas a pres-
taciones, cotizaciones y otras cuestiones propias de los derechoha-
bientes y de las empresas, deben ser presentadas ante las Comisio-
nes de Apelaciones de la Previsión Social, de cuya decisión, se puede 
apelar al Consejo Nacional de Apelación de la Previsión Social. El 
Ministerio de Trabajo y Previsión Social puede revisar ex-oficio las 
decisiones tomadas por los órganos y autoridades del Régimen de 
Previsión Social. 

En cuanto al régimen rural, el Fondo de Asistencia al Trabajador 
Rural (FUNRURAL) está directamente subordinado al Ministerio de 
Trabajo y Previsión Social, poseyendo personalidad jurídica de natu-
raleza autónoma, con sede en la capital de la República y en las ca-
pitales de Estado. Tiene un Consejo Directivo presidido por el Mi-
nisterio de Trabajo y Previsión Social o un representante de él, es-
tando integrado por los representantes del Ministerio de Agricultura, 
del Ministerio de Salud y del Presidente del INPS y de cada una de 
las Confederaciones representativas de los sectores económicos y 
laborales agrarios. 

El Instituto de Previsión Social de Paraguay, es un ente autóno-
mo con personalidad jurídica y patrimonio propios que se rige por 
las leyes respectivas, los decretos del poder ejecutivo y los reglamen-
tos que dicte la propia Institución. Las relaciones con el poder eje-
cutivo son mantenidas a través del Ministerio de Salud Pública. 

La dirección, gobierno y administración superior del Instituto se 
halla a cargo de un Consejo Superior y de un Director General, Pre-
sidente de dicho Consejo. El Ministerio de Hacienda fiscaliza el movi-
miento financiero del Instituto. 

El Consejo Superior se constituye por el Director General y Presi-
dente del Consejo y seis Consejeros, un representante del Ministe-
rio de Salud Publica, un representante del Ministerio de Justicia y 
Trabajo, dos de los patrones empleadores y dos de los asegurados. 
El Consejo Superior del Instituto resuelve las apelaciones de los 
asegurados y empleadores contra las decisiones aplicadas por el Di-
rector General. 

368 



En Paraguay no existe una jurisdicción especial para el seguro 
social. Las controversias entre patrono y trabajadores o entre éstos 
y el Instituto se tramitan por la vía judicial ordinaria. 

En Brasil, el Consejo de Apelación de la Previsión Social, órgano 
superior de la Previsión Social, está compuesto de diecisiete miem-
bros: nueve representantes del Estado, uno de los cuales ejerce la 
presidencia; cuatro de los asegurados y cuatro de las empresas. 

Las apelaciones contra las decisiones del Instituto Nacional de 
Previsión Social, relativas a prestaciones, cotizaciones y otras cues-
tiones propias de los derechohabientes y de las empresas, deben ser 
presentadas ante las Comisiones de Apelaciones de la Previsión So-
cial, cuya decisión se puede apelar ante el Consejo Nacional de Ape-
lación de la Previsión Social. El Ministerio de Trabajo y Previsión 
Social puede revisar ex-oficio las decisiones tomadas por los órga-
nos y autoridades del Régimen de Previsión Social. 

Por otra parte, en Brasil existe una Procuraduría de Justicia del 
Trabajo y otra de Previsión Social. 

La Procuraduría de Previsión Social, se compone de un Procu-
rador General y varios Procuradores y su competencia es la de cono-
cer y resolver, en los procesos que deberán, estar sujetos a la deci-
sión del Consejo del Trabajo, en las solicitudes de revisión de las 
decisiones del Mismo Consejo, actuar en las sesiones del Consejo y 
solicitar las requisiciones y diligencias que juzgue convenientes, y opi-
nar en los procesos sujetos a la deliberación del Consejo Superior 
de Previsión Social. 

El Proceso de la Justicia de Trabajo que tiene a su cargo las 
decisiones individuales y colectivas de las inconformidades en que 
conozca, estarán siempre sujetas a conciliación. 

Los Procesos y Tribunales del Trabajo velarán por la resolución 
rápida de las causas. Los actos y términos procesales podrán ser 
realizados por escrito. La jurisdicción de los conflictos, es la siguien-
te: Juntas de Conciliación y Juzgamiento, Consejos Regionales del 
Trabajo, Tribunales de Trabajo y Cámaras del Consejo Nacional del 
Trabajo. 
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Anexo I-1 

CONSTITUCIONES 

País 

ARGENTINA 

BRASIL 

PARAGUAY 

URUGUAY 

Reforma de 1957. Declaraciones, Derechos y Garantías. Artículo 14: El Estado otorgará los benefi-
cios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley es-
tablecerá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo de entidades nacionales o provinciales 
con autonomía financiera y económica, administradas por los interesadds con participación del Es-
tado, sin que pueda existir superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protec-
ción integral de la familia; la defensa del bien de familia; la compensación económica familiar y el 
acceso a una vivienda digna. Atribuciones del Congreso. Artículo 57 Frac. 11. Dictar los Códigos 
Civil, Comercial, Penal, de Minería y del Trabajo y Seguridad Social. 

Promulgada en 1967. Del Orden Económico y So cial. Artículo 158: La Constitución asegura a los 
trabajadores los siguientes derechos, además de otros que, en los términos de la Ley, tiendan a 
mejorar su condición social: Fracción XVI previsión social, mediante contribución de la Unión del 
empleador y del empleado, para el seguro de desempleo, protección de la maternidad y en los ca-
sos de enfermedad, vejez, invalidez y muerte. 

Dictada en 1967. Derechos de los Trabajadores. Artículo 108: La Ley establecerá para los trabaja-
dores dependientes de cualquier ramo que fueran, y su familia, el régimen general de la seguridad 
social, y regulará su campo de aplicación, su extensión y los beneficios comprendidos. Determina-
rá igualmente el régimen de la asistencia social y el de jubilaciones y pensiones para los mismos. 

Sancionada en 1966. De los Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados. Artículo 195: 
Créase el Banco de Previsión Social, con carácter de servicio autónomo, con el cometido de coor-
dinar los servicios estatales de Previsión Social y organizar la seguridad social, ajustándose den-
tro de las normas que establecerá la Ley que de berá dictarse en el plazo de un año. 

FUENTE: Constituciones Nacionales. 



CAMPO DE APLICACION 
	

Anexo 1.2 

País, Institución y Legislación Contingencias Cubiertas Población Amparada 
Asegurados 
cotizantes 

ARGENTINA 
Regímenes jubilatorios nacionales. 
Caja Nacional de Previsión de la Indus- 
tria, Comercio y Actividades Civiles. 
Caja Nacional de Previsión para el Per- 
sonal del Estado y Servicios Públicos. 
Caja Nacional de Previsión para Traba- 
jadores Autónomos. 
Ley de 1968. Régimen Jubilatorio para 
Trabajadores en relación de dependen-
cia. 

Vejez-Invalidez-Muerte. Toda la población tra-. 
bajadora, sean perso- 

que prestan servi- 
cios 	en 	relación 	de 
dependencia, públicos 
o privados, o por 
cuenta propia, inclu-
sive profesionales li-
berales. 

(1972)
nas 

5.798,000 

Ley de 1968. Régimen Jubilatorio para 
Trabajadores Autónomos. 
Decreto de 1968. Reglamenta ambas Le-
yes. 
Régimen de Asignaciones Familiares Asignación por: matrimonio-ma- Trabajadores 	en las 
Cajas de Subsidios Familiares: Emplea- ternidad-nacimiento de hijo-cón- actividades 	compren- 
dos de Comercio-Personal de la Indus- yuge-hijo-familia numerosa-esco- didas 	en 	el 	ámbito 
tria-Personal de la Estiba-Personal de las laridad primaria, media y supe- de las Cajas de Sub- 
Empresas Estatales. 
Ley de 1968. 

rior-adopción-ayuda escolar pri- 
maria-vacaciones. 

sidios Familiares. 

Obras Sociales Coordinación y Planificación de Todo personal en re- 
Instituto Nacional de Obras Sociales (1) ' las Obras Sociales. Estatales, de 

Administración mixta o de Aso- 
lación de 	dependen- 
cia y su grupo fami- 

Ley de 1970 	 ' ciaciones profesionales, especial- 
mente en el campo de la salud. 

liar primario. 

Accidentes del Trabajo Accidentes del Trabajo y Enfer- Trabajadores 	en re- 
Ley inicial de 1915 reformada posterior- 
mente. 
Fondo de Garantía (Ministerio de Bien- 
estar Social). 

medades profesionales. lación de 	dependen- 
cia públicos y priva-
dos. 

Desempleo 
Fondo de Desempleo. 
Ley de 1967. 

Retiro o despido en el empleo. Trabajaidores 	de 	la 
industria de la cons-
trucción. 

1) Además existe el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y el Instituto de Servicios Sociales para las 
Actividades Rurales y Afines. 



Anexo 1-3 

País, Institución y Legislación Contingencias Cubiertas Población Ampara 'a 
Asegurados 
cotizantes 

BRASIL 	le ¿ 
Ley Orgánica de PreVisión Social, 1960. 
Instituto de Previsión Social. 	Decreto- 
Ley de 1966. 

Previsión Social Rural 

Fondo de Asistencia al Trabajador Ru- 
ral. (2) 
Decreto-Ley de 1960 complementado por 
Ley de 1971. 

Enfermedad-Maternidad - Invali- 
dez-Vejez - Muerte - Accidentes 
del Trabajo y Enfermedades Pro- 
fesionales-Servicios Sociales. 

Jubilaciones por vejez, invalidez, 
pensión, auxilio de funeral, ser- 
vicio de salud y servicio social. 

Tola persona que 
ejerza un empleo o ac- 
tividad 	remunerada. 
Excluidos los servido-
res civiles y militares 
de la unión. Regíme-
nes especiales de los 
trabajadores rurales, 
pescadores y emplea-
dos domésticos. 

Toda 	persona 	física 
que 	preste 	servicios 
de naturaleza rural a 
un empleador v todo 
productor propietario 
o no, que trabaje en 
una actividad rural. 

9.640,000 
(1972) 

PARAGUAY 
Instituto de Previsión Social. 
Ley de 1943 actualizada en 1973. 

Enfermedad - Maternidad - Ries- 
gos Profesionales - Invalidez-Ve- 
jez- Muerte. (3) 

Trabajado r e s asala- 
riados, maestros y ca- 
tedráticos 	de 	ense- 
ñanza privada, perso-
nal de servicio domés- 
tico. 	Excluidos 	los 
funcionarios 	y 	em- 
pleados de la Admi-
nistración Central, de 
la Banca Privada, de 
las Fuerzas Armadas 
y los trabajadores fe-
rrocarrileros. 

96,000 
(1970) 

URUGUAY 
Régimen de Jubilaciones y Pensiones 
Disposiciones legales según regímenes 
profesionales de 1919 a 1954. 

Invalidez-Vejez-Muerte. Sectores 	profesiona- 
les de actividades pro- 
Mas de cada Caja. 

1.400,000 
(1972) 

(2) El Decreto de 5 de Diciembre de 1972 dispone que los pescadores que trabajen individualmente o en régimen de economía familiar, 
sean en relación de dependencia o por cuenta propia, son beneficiarios del Programa de Asistencia del Trabajador Rural. 

(3) Subsidio Familiar por Código del Trabajo de 1961. 



Anexo 1-4 

              

            

Asegurados 
cotizantes 

  

País, Institución y Legislación 

  

Contingencias Cubiertas 

   

Población Amparada 

 

 

Cajas de Jubilaciones y Pensiones: 
Civiles y Escolares, Industria y Comer-
cio, Trabajadores Rurales y Domésticos 
y de Pensiones a la Veiez, Retirados y 
Pensionados Militares, Bancaria, Nota-
rial, Profesiones Universitarias y Em-
pleados del Jockey Club. 

Banco de Previsión Social 
Establecido por la Constitución de 1966. 
Rige inicialmente las 3 Cajas de Jubila-
ciones y Pensiones del Estado (Industria 
y Comercio, Civiles y Escolares y Traba-
jadores Rurales y Domésticos y Pensio-
nes a la Vejez). 

Régimen de Asignaciones Familiares 
Cajas de Compensaciones o Asignaciones 
Familiares según servicios o gremios. 
Leyes particulares según Cajas a partir 
de 1943. 

Consejo Central de Asignaciones Fami-
liares. 
Creado en 1944 a fin de coordinar las 
Cajas. 

Accidentes del Trabajo 
Ley inicial de 1920 reformada en 1941 
para disponer como órgano ejecutor el 
Banco de Seguros del Estado. 

Desempleo. 
Fondo de Compensación por Desempleo 
en la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
en la Industria y el Comercio (4) Leyes 
de 1958 y 1962. 

 

Invalidez-Vejez-Muerte. 

   

Sectores Profesiona-
les de actividades pro-
pias de cada Caja. 

   

  

Subsidios por: Hijos menores-
hogar constituido - prenatal-ma-
ternidad-becas de estudio-casa-
miento-fallecimiento - Servicios 
Sociales y Materno-infantil y Co-
lonias vacacionales infantiles y 
de educación recreativa. 

 

Trabajadores y em-
pleados de diferentes 
gremios y profesio-
nes. 

   

 

Accidentes del Trabajo y Enfer-
medades profesionales. 

Todo trabajador en 
relación de dependen-
cia inclusive en el Es-
tado. 

   

 

Desocupación total y desocupa-
ción parcial (subdesempleo). 

Obreros e m p leados 
en la industria y el 
comercio. 

    

           

           

(4) Existen compensaciones por paro dentro de otras Cajas de Jubilaciones y Pensiones. 
En el Uruguay la Declaración de los Derechos del Niño dispOne que: "El niño deberá gozar de los beneficios de la Seguridad Social 
y el Código del Niño determina la protección prenatal, en la infancia y adolescencia. 

FUENTE: Legislaciones Nacionales. Memorias de la Institución, 



Anexo 1-5 
PRESTACIONES 

ENFERMEDAD (1) 

País Subsidio en Dinero Atención Médica Beneficiarios 

BRASIL Con 12 cotizaciones mensuales o Cuidados médicos no subordinados a un Esposa, marido invá- 
incapacidad de trabajo par más periodo de calificación que incluyen ser- lido, 	hijos 	hasta 	18 
de 15 días, subsidio del 70% del 
salario calculado sobre el prome- 

vicios clínicos, quirúrgicos :y dentales a 
través de centros de consulta externa 

años o inválidos, hi-
jas solteras hasta 21 

dio de 12 meses, más suplemen- hospitales, sanatorios o en el hogar. Pue- años, madre o padre 
to de 1% por año de asegura- 
miento 	hasta 	llegar 	al 	20%, 
mientras subsista la incapacidad 
para ejercer actividad profesio- 
nal y se le considere inválido. 
Durante los primeros quince días 
de la enfermedad, incumbe a la 
empresa pagar al asegurado su 
salario. 

de hacerse uso de servicios médicos sub- 
rrogados en instituciones no lucrativas o 
sociales, como la Caja de Asistencia del 
trabajador rural. Las prestaciones farma-
céuticas pueden consistir en el suminis-
tro de medicamentos por el Instituto o 
un reembolso parcial o total de su com-
pra pagado al asegurado o a la empresa 
que lo concede. Existe un Programa Na- 

inválidGs. 

cional de Salud. 

PARAGUAY Subsidio a partir del cuarto día 
de enfermedad equivalente al 
50% del promedio de salarios de 
los 4 meses anteriores a la en- 
fermedad, previas 6 semanas de 
cotización correspondientes a los 
últimos 4 meses, durante el tiem-
po que dure el tratamiento mé-
dico. 

Atención 	Médico-Quirúrgica y Dental, 
medicamentos y hospitalización durante 
26 semanas prorrogadas en los casos que 
dicte el Consejo Superior, atendiendo a 
las posibilidades de recuperación. 

Esposa o compañera, 
hijos solteros hasta 16 
años o inválidos. 

(1) En Argentina, las Obras Sociales destinan sus recursos, en forma prioritaria, para las prestaciones médico-asistenciales, sin perjuicio 
de mantener los servicios existentes. Tendrán derecho al goce de la prestación el personal en relación de dependencia de la activi-
dad respectiva y su correspondiente grupo familiar primario (cónyuge, hijos menores de 18 años, hijas hasta 21 años y ascendien-
tes en primer grado). Existen numerosas sociedades de socorros mutuos que prestan la atención médica completa. La asistencia mé-
dica y la internación hospitalaria se otorgan a toda la población a través de los servicios de salud nacionales, provinciales y munici-
pales. La Legislación Laboral obliga al patrón al pago del salario a su trabajador durante un periodo de tiempo en relación a la du- 
ración en el empleo. 	 . 
En Uruguay, el cuidado de la salud está a cargo del Ministerio de Salud Pública y de sociedades mutualistas y de los gremios fo-
mentados por el Estado. 

FUENTE: Legislaciones Nacionales. 
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PRESTACIONES 

MATERNIDAD (1) 

País Subsidio en Dinero Atención Médica 

BRASIL Previas 12 cotizaciones mensuales suma equiva- Atención materno-infantil en unidad de materni- 
lente al salario mínimo del lugar en que se tra- dad. Cuando no exista posibilidad de tal presta- 
baja, concedido a la asegurada o compañera del ción el subsidio de maternidad se aumenta al 
asegurado. Legislación laboral: 6 semanas pre y 
post parto de descanso. 

doble. 

PARAGUAY Previas 4 cotizaciones mensuales anteriores a las Atención materno-infantil equivalente a la que 
6 semanas de cuotas correspondientes a traba- se presta en el caso de enfermedad. Provisión de 
jos efectivos en el curso de los citados meses, 
subsidio igual al de enfermedad (50% del sala- 
rio) durante 3 semanas anteriores y 6 posterio-
res a la fecha probable del parto. 

leche para el hijo que no pueda ser amamantado 
por la madre durante los primeros 8 meses. 

1) En Argentina, la protección materno-infantil se realiza por conducto de la Legislación Laboral y las asignaciones familiares que ins-
tituye la asignación por maternidad, consistente en una suma igual al sueldo salario durante el periodo de la licencia legal en el em-
pleo con motivo del parto, siempre que se acredite runa antigüedad mínima y continuada en la relación laboral de 10 meses, no pu. 
diendo trabajarse desde 45 días antes del parto y hasta 45 días después del mismo. La asignación por maternidad se complementa 
por la asignación de nacimiento de hijos. 

En Uruguay, las asignaciones familiares- conceden subsidios por maternidad y por nacimiento del hijo y servicios de atención ma-
terno-infantil. En base a la ratificación del Convenio de la OIT sobre Maternidad y en apoyo del Código del Niño, por -Ley de acti. 
vidades industriales, la trabajadora embarazada tiene derecho a un -subsidio de-los-dos tercios-del-salario durante_ 6_meses_antes y 6 
posteriores al parto. 

FUENTE: Legislaciones Nacionales. 
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PRESTACIONES 

INVALIDEZ 

País Calificación Pensión Concepto de Invalidez 

ARGENTINA 

Trabajado r e s en 60 años varones y 55 Haber equivalente al 70% del La apreciación de la invalidez se 
relación de depen- mujeres, 30 años de*  ser- promedio mensual de las re- efectúa por la autoridad competen- 
dencia. vicios computables en el muneraciones, bonificado con te, pudiendo recabarse la colabora- 
Jubilación 	ordina- régi m e n. (Condiciones 1% de dicho promedio por ca- ción de las autoridades sanitarias. 
ria. más ventajosas al perso- da año de servicios de los re- La jubilación por invalidez es pro- 

nal docente oficial). queridos en principio. visional, sujeta a reconocimientos 
médicos periódicos y será definitiva 

Jubilación por In- Sin 	determinación 	de Igual a invalidez ordinaria. cuando el titular tuviera 50 años o 
validez. edad y periodo de califi- 

cación. 
más y hubiera percibido la presta-
ción por 10 años. La invalidez que 

Trabajadores 	Au- 65 años varones y 60 Igual al régimen de trabaja- produzca disminución de la capaci- 
tón.omos. mujeres 30 años de ser- dor en relación de dependen- dad laboral del 66% o más se con- 
Jubilación 	ordina- vicios computables en el cia. sidera total. Normas Sobre Medici- 
ria. régimen. na Curativa, Rehabilitadora y Re- 
Jubilación por In- No se exige más requisi- Igual al régimen de trabaja- adaptadora. 
validez. to que la incapacidad fí- 

sica o intelectual 	para 
desempe ñ a r cualquier 
actividad. 

dores en relación de depen-
dencia. 
En todos los casos los haberes 
de los beneficios son móviles. 

BRASIL 12 meses de cotización. Pensión del 70% del salario 
base más 1% por año de acti- 
vidades hasta un 30%, paga- 
dera a partir del 16o. día en 
que se reclame. 

Examen por vía de la Previsión So-
cial que determine la incapacidad 
para ejercer una actividad profe-
sional o imposibilidad de readapta-
ción laboral. 

Revalorización de Pensiones. 



Anexo 1-8 

País Calificación Pensión Concepto de Invalidez 

PARAGUAY 150 semanas de cotización y Pensión del 42.5% del sa- Incapacidad para procurarse mediante 
menos de 55 años de edad, 
250 semanas de cotización 

lario promedio de 3 años 
más 1% por cada 50 sema- 

una labor proporcionada a sus fuerzas, 
capacidad y formación profesional, una 

y menos de 60 años o 400 nas de cotización en exceso remuneración equivalente a un tercio de 
semanas de cotización y 65 de las primeras 750 sema- la ganancia habitual que perciba un tra- 
años. nas de cuotas. bajador sano del mismo sexo y profesión 

semejante en la región. 

URUGUAY 10 años. Monto equivalente a 1/33 o 
1/25 del sueldo básico por 
cada año de trabajo, según 
se trate de hombres o mu-
jeres. 

Imposibilidad física para desempeñar su 
empleo. 

FUENTE: Legislaciones Nacionales. 
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PRESTA CIONES 

VEJEZ 

Países Calificación Edad Pensión 

ARGENTINA 10 años computables en 65 años sin distinción de Haber jubilatorio del 50% del promedio 
el régimen. sexo. mensual de las remuneraciones, más 1% 

por cada año de servicios que excedan 
de 10. 

BRASIL 60 cotizaciones mensua- 65 años hombre y 60 mu- F'ensión del 70% del salario de presta- 
les. jer. ción (últimos 36 meses) más 1% por ca-

da 12 meses de cotización hasta máxi-
mo de 30. 

PARAGUAY 750 	cotizaciones 	sema- 
nales. 

60 arios. Pensión del 42.5% del salario promedio 
de 3 años más 1% por cada 50 semanas 
de cotización en exceso de las primeras 
750 semanas de cuotas (igual a invali-
dez). Las cuotas por trabajos ejecutados 
por los pensionados aumentan la pensión 
en 3% por cada 150 semanas de dichas 
cuotas. 

URUGUAY (1) 10 años de servicio. 60 arios hombre y 55 mu- 
jer. Sin requerir edad con 
30 o 25 años de servicios 
según sexo. 

Pensión del 1/30 hombres y 1/25 muje-
res del sueldo básico por cada año de 
trabajo (igual invalidez). Aumento por 
pensión diferida y por 70 años de edad. 

(1) Caja de la Industria del Comercio. Otras Cajas tienen prestaciones y requisitos diferentes. 
FUENTE: Legislaciones Nacionales. 
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PRESTA CIONES 

MUERTE 

País 	 Calificación. 	Indemnización en Dinero. 	Derechohabientes. 

ARGENTINA 	(1)Con derecho a jubilación (10 años de servicios) haber equivalente al 75% del beneficio corres- 
pondiente al causante incrementado en caso de existir coopartícipes en 5% por hijo hasta el 
100% de la jubilación. Viuda o viudo incapacitado, hijos e hijas solteras, hijas solteras que hu-
bieran convivido con el causante mayores de 18 años, hijas viudas divorciadas o separadas, nie-
tas solteras, huérfanos de padre y madre, padres y hermanos y hermanas solteras. El límite de 
18 años establecido para hijos, nietos y hermanos de ambos sexos, se prolonga a 21 años si cur-
san estudios y no desempeñan actividades lucrativas. La mitad del haber corresponde a la viuda 
o al viudo, si concurriesen hijos, nietos o padres del causante, la otra rriV ad se distribuirá por 
partes iguales en los demás derechohabientes. 

— 	_ 	— 
BRASIL 	Con 12 cotizaciones mensuales "Pensión Familia r" del 50% de la pensión correspondiente a ju- 

bilación y sumas del 10% cada una para los derechohabientes hasta cinco, sin que pueda llegar 
al 100% de la pensión del difunto. El monto es dividido en partes iguales para cada beneficia-
rio: viuda o viudo inválido, hijos menores de 18 años o inválidos, hijas solteras hasta 21 años o 
inválidas, padre inválido y madre, hermanos menores de 18 años o inválidos, hermanas solteras 
menores de 21 años o inválidas. Indemnización por gastos funerarios de dos veces el salario mí-
nimo. 

PARAGUAY 	Para tener derecho a la "Cuota Mortuoria", es preciso que el causante percibiese pensión de in- 
validez o de vejez o acreditar 26 cotizaciones semanales. Para que se otorgue "El Capital de De-
función" es necesario haber sido beneficiario de pensión de invalidez o de vejez o haber impues-
to 50 cotizaciones semanales. La Cuota Mortuoria será determinada por el Instituto en suma se-
gún localidad del fallecimiento. El Capital de Defunción ascenderá a un salario promedio men-
sual por cada 50 cotizaciones semanales, con máximo de 5 salarios medios mensuales. Tienen de-
recho al. Capital de Defunción: la viuda o concu bina, el viudo inválido y los hijos solteros meno-
res de 18 años o inválidos y en su falta la madre o el padre a cargo del asegurado. La mitad del 
Capital de Defunción pertenece a la viuda y la otra mitad se distribuye a los hijos por partes 
iguales. 

Habiendo Sido trabajador en actividad o pensionado se tienen derecho al fallecer a pensión del URUGUAY
.  

50% de la pensión que tenía o habría tenido el causante, distribuida entre los derechohabientes 
en orden de prioridad: viuda, viudo inválido, hijos menores de 18 años e hijas menores de 24, 
padres y hermanas solteras a cargo. La pensión se aumenta al 66% si concurren viuda o viudo 
e hijos o padres. Suma global si no se tienen los requisitos previos. Subsidio por fallecimiento. 

— 	 — 
1) Común a los dos regímenes, de trabajadores en relación de dependencia o autónomos. 
FUENTE: Legislaciones Nacionales. 
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Anexo 141 
ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES 

País y Legislación Institución Aseguradora Prestaciones en Dinero Prestaciones de Salud 

ARGENTINA 
Ley de Accidentes 
del Caja Trabajo. 

Compañías aseguradoras 
o sociedades patronales. 

de Garantía de Ac- 
cidentes. 	(Ministerio de 
Bienestar Social). 

Incapacidad temporal: 100% del salario 
base hasta un año. Incapacidad parcial o 
total permanente y muerte, indemniza- 
ción equivalente al salario de 1,000 días 
con determinado tope. Se considera so- 
brevivientes con derecho a percibir la in- 
demnización por muerte: la cónyuge, hi-
jos, hermanos y nietos menores de 16 
años y ascendientes. El empleador debe 
sufragar los gastos de entierro. 

El empleador está obli-
gado a prestar gratuita-
mente a su empleado 
asistencia médica y far-
macéutica y aparatos de 
prótesis y ortopedia. 

BRASIL 
Régimen de Previ- 
sión Social. 	(1) 

Instituto 	de 	Previsión 
Social. 

Enfermedad: subsidio del 92% del sala- 
rio base a partir del 16o. día hasta que 
subsista la incapacidad para el trabajo. 
Invalidez: pensión del 100% del salario 
base, aumentada en un 25% si se requie- 
re asistencia permanente. Con pérdida 
de más del 25% de la capacidad de tra- 
bajo no se tiene derecho a subsidio de 
enfermedad; determinada indemnización. 
Sobrevivientes: 100% del salario base di- 
vidido en partes iguales y repartido en-
tre los beneficiarios. Suma de un solo pa-
go a los accidentados parcialmente, a los 
que reciben pensión reducida y a los de-
pendientes del asegurado fallecido. 

Asistencia Médica, am- 
bulatoria, 	quirúrg i c a, 
odontológica, 	hospitala- 
ria, farmacéutica y ser-
vicios de prevención en 
cordinación con el De-
partamento Nacional de 
Higiene del Trabajo y 
Servicios de Rehabilita-
ción Profesional.. 

PARAGUAY 
Régimen del Segu- 

Instituto 	de 	Previsión 
Social. 

Subsidio del 75% del salario base en in- 
capacidad por más de 3 días durante 52 
semanas. Pensión del 60% del porcenta- 
je de incapacidad según tabla valorativa. 
Pensión del 40% de la equivalente a in- 
validez a la viuda o viudo inválido y del 
20% a los hijos hasta 16 años o inválidos 
y a la madre a cargo. Cuota mortuoria 
según localidad. 

Atención 	médica, 	qui- 
rúrgica, 	dental, 	farma- 
,céutica, 	h o s p italaria, 
provisión de aparatos de 
prótesis y servicios de 
prevención. 

ro 	Social. 	(2) 

1) Ley de 1967 que integra el Seguro de Accidentes del Trabajo en la Institución de Previsión Social. 
2) El riesgo del trabajo fue incluido en el Régimen del Seguro Social desde su iniciación en 1943. 

FUENTE: Legislaciones Nacionales. 
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País y Legislación 

  

Institución Aseguradora 

 

Prestaciones en Dinero 

  

Prestaciones de Salud 

 

            

 

URUGUAY 
Ley de Accidentes 
del Trabajo. 

  

Banco de Seguros del 
Estado. 

Subsidio del 50% del salario base hasta 
30 días y 66% después. Suma según re-
ducción de la capacidad del trabajo fija-
da en tabla de evaluación. Pensión del 
50% a la viuda y del 20% al 55% a hijos 
menores de 16 años o inválidos, según 
número de beneficiarios. A cargo del pa-
trón los gastos de entierro. 

 

Servicios Médicos, qui-
rúrgicos, farmacéuticos, 
preventivos y de rehabi-
litación. 
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Anexo 1-13 
ASIGNACIONE S FAMILIARES 

País Concepto Asignación 

ARGENTINA Matrimonio 	- 	Materni- 
dad-Nacimiento de hijos- 
Adopción - Cónyuge-Hi- 
jo-Familia numerosa-Es- 
colaridad primaria, me- 
dia y superior-Ayuda es- 
colar 	y 	primaria-Vaca- 
ciones. 

Las asignaciones por matrimonio, nacimiento de hijos y adopción, con-
sisten en el pago de una cantidad única. Las asignaciones por cónyuge, 
hijo, familia numerosa y escolaridad se abonan en suma mensual hasta 
que el hijo cumple 15 años, o 18 si cursa docencia. La asignación de 
ayuda escolar primaria supone un pago anual y una determinada suma, 
cuando comience el ciclo lectivo. La asignación por familia numerosa 
implica una cantidad par hijo a partir de 3 hijos menores de 21 años. 
La asignación anual complementaria de vacaciones consiste en dupli-
car los montos de asignaciones familiares en el mes de enero de cada 
año, con excepción de las asignaciones de matrimonio, maternidad, na-
cimiento de hijo, adopción y ayuda escolar primaria. 

BRASIL (1) Hijos. 

Reclusión. 

5% del salario mínimo regional por hijo menor de 14 años, sin límite 
en caso de invalidez la asignación se hace efectiva a los hijos de los 
pensionados por invalidez y vejez. 
Asignación mensual fijada y pagada como la pensión de sobrevivientes 
a los dependientes del asegurado detenido. Si el asegurado fallece en 
prisión, la asignación se transforma en pensión. 
La Ley de Previsión Social prevea asistencia alimenticia a los benefi-
ciarios a cargo del Servicio de Alimentación de Previsión Social y asis-
tencia financiera para construcción o adquisición de casa-habitación. 

PARAGUAY Hijos. El Código de Trabajo de 1961 dispone que hasta que se implante un 
sistema legal, todo trabajo tiene derecho a percibir una asignación equi-
valente al 5% del salario mínimo por cada hijo a cargo. 

URUGUAY (2) Hijos menores a cargo- 
hogar constituido-Prena- 
tal-Maternidad-Becas de 
Estudio-Casamiento - Na- 
cimiento de hijo-Falleci- 
miento - Materno-infan- 
til-Colonias Vacacionales 
y educación. 

Las asignaciones familiares por hijo o menores a cargo hasta 20 arios, 
hogar constituido, prenatales, maternidad y becas de estudio, imponen 
el pago de determinada suma mensual. Las asignaciones por casamien-
to, nacimiento, fallecimiento y ayuda familiar implican sumas entrega-
das por una vez. La protección materno-infantil y las colonias vacado-
nales se atribuyen en servicios. 

--- 
(1) Las asignaciones familiares fueron establecidas por Ley de 1963 y son administradas por el Instituto de Previsión Social. 
(2) Por Ley de 1954 se incluyen en el régimen de asignaciones familiares a los trabajadores rurales. 
FUENTE: Legislaciones Nacionales. 
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PRESTACIONES 

DESEMPLEO (1) 

País Administración Prestación 

ARGENTINA Fondo de Desempleo (Indus- 
tria de la Construcción) Ley 
de 1967. 

En caso de retiro del empleo, el trabajador puede percibir el fon-
do depositado en su nombre que se integra con el aporte del em-
picador equivalente al 4% de las retribuciones pagadas duplica-
do mediante el primer año de empleo. Servicio de Empleo en el 
Ministerio de Bienestar Social. 

BRASIL Instituto de Previsión Social. Asignación mensual de la mitad del salario mínimo pagadera du-
rante tres meses si se ha trabajado por lo menos 120 días en la 
misma empresa, cuando ésta sin justificación despida a más de 50 
empleados en el periodo de dos meses. 

URUGUAY Departamento del Banco de 
Previsión Social. Fondo del 
Seguro de Paro. Trabajadores 
comprendidos en la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de la 
Industria y el Comercio. Le- 
yes de 1958 y 1962. 

Calificación: 6 meses de trabajo, continuados o no, total o parcial-
mente trabajados, en los últimos arios previos a la desocupación. 
Este requisito no existe en la desocupación parcial. Desocupación 
total: monto del 50% del sueldo mensual durante 6 meses por 
cada seis meses de desocupación. Desocupación parcial: 50% del 
monto o por desocupación total aumenta en un 20% si existe á 
cargo ascendientes o descendientes menores de 21 años o esposa 
que no trabaje o sea incapaz. Asignación complementaria: gas-
tos de traslado del desocupado y su familia y para instrumentos 
y ropa de trabajo. Cursos de reeducación o preparación profesio-
nales en la Universidad del Trabajo. Servicio de mano de obra 
y Empleo del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social. 

(1) En Paraguay, el Código de Trabajo de 1961, en apoyo Constitucional, contiene numerosas disposiciones tendientes a compensar e 
despido del trabajador mediante indemnización en relación al tiempo de servicios, a lograr la estabilidad en el empleo y la repoSi-
ción en el trabajo. 

FUENTE: Legislaciones Nacionales. 
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FINANCI AMIENTO 

País Aportes y Contribuciones 

ARGENTINA Régimen de Jubilaciones. 
Trabajadores en relación de dependencia. A partir de 1970 se estableció un régimen gradual de uni-
ficación de aportes y contribuciones para llegar en 1973 a una aportación según salario base del 
5% a cargo de los trabajadores y del 15% de los patronos, aumentándose la contribución del pa-
trono en un 2% en el caso del personal docente y cuando el trabajador desempeñe tareas penosas, 
peligrosas, insalubres, o que puedan influir en la vejez o agotamiento prematuro. 
Trabajadores autónomos. Aporte único de los ase gurados equivalente al 10% mensual de los mon-
tos asignados a cada una de las 14 categorías pro fesionales establecidas. 
Régimen de Asignaciones Familiares. 
Contribución única del empleador según salarios atribuidos hasta determinado monto, equivalente 
al 10% en la Caja de la Estiba y al 12% en la Caja del Comercio y de la Industria. 
Obras Sociales. 
Cotización sobre las remuneraciones de un 2% los empleadores y un 1% de los trabajadores. 
Accidentes del Trabajo. 
Indemnización a cargo de los empleadores, por las compañías de seguros o por el fondo de garantía. 
Desempleo. 
El Fondo de Desempleo de los Trabajadores de la Industria de la Construcción se integra con el 
aporte del empleador en un 4% de las retribuciones que paga. 

Régimen General. BRASIL Cotización según salario base de un 8% del empleado y un 8% de los empleadores. Los trabaja-
dores independientes cotizan con el 8% de sus in gresos. El Estado con el nombre de "cuota de pre-
visión" determina impuestos sobre servicios públicos o ingresos fiscales, destinados al costo de ad-
ninistración. 
Asignaciones Familiares. 
Cotización de la empresa de un 4.3% de los sala ríos pagados. 
Régimen Rural. 
Cotización de los trabajadores de un 4 a un 6% del salario mínimo regional y de los empleadores 
en igual monto, más 2% del salario mínimo regional para las prestaciones de accidentes del trabajo. 
La Unión contribuye con una cantidad destinada para cubrir deficiencias financieras y gastos de ad-
ministración. El Fondo de Asistencia al Trabajador Rural es financiado con una cotización del 1% 
sobre el valor comercial de los producto rurales pagada por el productor. 
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País Aportes y Co ntribuciones 

Accidentes del Trabajo. 
Contribución a cargo del empleador según salario pagado a sus trabajadores. En caso de empresas 
de riesgo leve (oficinas, instituciones de crédito, sociedades de seguros o empresas de actividades 
semejantes), la contribución básica es de 0.4% del salario de contribución y en caso de riesgo alto 
(industria, transporte, construcción o actividad se mejante) del 0.8%. Contribución adicional cuando 
la contribución básica fuera insuficiente. 

PARAGUAY Régimen General. 
Trabajadores, cuota del 6% de su salario, patronos, cuota del 12% sobre los salarios de los traba-
jadores, adicionada en un 2.5% de la cual un 1.5 % se destina al Ministerio de Salud Pública y 
Bienestar. El Estado aporta un 1.5% sobre el mo nto de salarios que imponen las firmas patronales. 
Cuota de maestros y catedráticos del 5.5% de su remuneración. Cuota del empleador de institucio-
nes privadas de enseñanza del 2.5% de las remu neraciones sobre las que imponen sus empleados. 
Cuota del trabajador independiente del 8% calculado sobre la base de 25 días de salario mínimo. 
Cuota del servicio doméstico de 75 guaranís el trabajador y 150 guaranís de su empleador. Cuota 
del beneficio de pensiones otorgada por el Instituto. 

URUGUAY Régimen de Jubilaciones. 
Aportación personal y patronal según salario que oscila según Cajas y partes del 9 y 21%, 12 y 
20% y 16 y 18%. Estado contribución sobre el producto de determinados impuestos. 
Régimen Rural. 
Aportación del empresario equivalente al producto del número de hectáreas ocupadas en tasas fi- 
jadas cada año y tomando en cuenta las variaciones del salario mínimo rural. La aportación del tra- 
bajador rural cualquiera que sea su calificación supone un monto que se fija anualmente según su- 
mas mensuales o de periodos diarios. 
Régimen Doméstico. 
Aportación patronal del 5% del sueldo y personal del 5% del sueldo e impuestos del 1 al 6% del 
alquiler a cargo del arrendatario. 
Asignaciones Familiares. 
Aportación patronal del 8.5% o el 11% y del Estado mediante el producto de determinados im- 
puestos. 
Desempleo. 
Contribución patronal del 1% de los salarios pagados y contribución obrera del 1% de sus remu- 
neraciones más 5% del valor de venta de bille tes de lotería y de gravamen de bebidas alcohóli- 
cas y cigarrillos de importación. 
Accidentes del Trabajo. 
A cargo patronal en imposición del 5% de los salarios pagados a sus trabajadores. 

FUENTE: Legislaciones Nacionales. 



Anexo 1-17 
ADMINISTRACION Y JURISDICCION 

País 
Relación con el 

Ejecutivo 
Institución 

Aseguradora Organos Superiores Inconformidades 

ARGENTINA Ministerio de Bien- 
estar Social. Secre- 
tarta de Seguridad 
Social. 

Cajas de Jubilado- 
nes y Pensiones. 
Cajas 	de 	Asigna- 
ciones Familiares 

Director i o s integra- 
dos en representación 
estatal, de empleado- 
res y empleados o de 
las 	partes 	interesa- 
das. (Asignaciones Fa- 
miliares). 

Inconformidad contra las resolu- 
ciones de las Cajas: 	Comisión 
Nacional de Previsión Social, re-
cursos: Cámara Nacional de Ape-
laciones del Trabajo, apelación: 
Corte Suprema de Justicia. 

Instituto de Obras 
Sociales. 

BRASIL Ministerio de Tra- 
bajo 	y 	Previsión 
Social. 	Secretaría 
de 	Previsión 	So- 
cial. 

Instituto de Previ- 
sión Social. 

Presidente, 	Director 
General, D i r ectores 
de Administración Lo- 
cal y Secretarios Eje- 
cutivos 	y 	Delegado 
General. 

Inconformidad contra las deci-
siones del Instituto: Comisiones 
de Apelaciones de la Previsión 
Social puede revisar las decisio-
nes de las autoridades y órganos 
de la previsión social. 

PARAGUAY Ministerio 	de 	Sa- 
lud Pública y Bien- 
estar Social. 

Instituto de Previ- 
sión Social. 

Consejo Superior con 
6 consejeros: uno re- 
presentante 	del 	Mi- 
nisterio de Salud Pú- 
blica, otro del Minis- 
terio 	de 	Trabajo 	y 
Previsión, dos repre- 
sentantes de los em- 
pleados y dos de los 
trabajadores. 

Las decisiones del Director del 
Instituto pueden apelarse ante el 
Consejo Superior del Instituto 
con posibilidad de recurso ante 
el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 	En 	el 	aspecto 
fiscal, la inconformidad cabe an-
te el Tribunal de Cuentas y la 
apelación a la Corte Suprema de 
Justicia. 

URUGUAY Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad 
Social. 

Banco de Previsión 
Social. Cajas de Ju- 
bilaciones 	y Pen- 
siones. Cajas de 
Asignaciones Fami- 
liares. 	Banco 	de 
Seguros del Estado. 

Director i o s Colegia- 
dos de Partes afecta- 
das: Estado, Emplea- 
dor y Empleados. 

Doble recurso de renovación an-
te el Organismo Superior de la 
Previsión y de Recaudación ante 
el Poder Ejecutivo. 

FUENTE: Legislaciones Nacionales. 



Anexo 1-18 
CONVENIOS BILATERALES 

Países Convenios 

ARGENTINA-BOLIVIA 1971 Reparación de Accidentes del Trabajo de los Empleados en la zafra de 
azúcar. 

ARGENTINA-URUGUAY 1970 Reciprocidad de trato entre nacionales y extranjeros. 

ARGENTINA-CHILE 1971 Beneficio de lo dispuesto en la legislación nacional a los trabajadores mi-
grantes y sus familiares. 

ARGENTINO-NORTEAMERICANO 1972 Reciprocidad de prestaciones jubilatorias a los trabajadores migrantes. 

FUENTE: Legislaciones Nacionales. 



8. LA NORMA INTERNACIONAL EN MATERIA DE RECIPROCI-
DAD DE TRATO 

Siguiendo la misma metodología que se utilizó en la ponencia titulada 
"La relación entre la Legislación de la Seguridad Social y los planes 
de desarrollo en la Región Americana", que comprendía el análisis 
del Istmo Centroamericano y Panamá, así como de los países que in-
tegran el Pacto Andino, para este trabajo referido a los países de 
la Cuenca del Plata, se presenta un análisis de la Norma Internacional 
que establece la reciprocidad de trato entre los trabajadores mi-
grantes. 

En lo relacionado a los convenios y resoluciones emanados de 
los organismos internacionales, se menciona la selección realizada en 
el trabajo antes citado, incluyendo para esta ocasión las ratificacio-
nes de los Convenios de la OIT, hechos por Argentina, Brasil, Uru-
guay y Paraguay. 

El Convenio N'. 2 emanado de la I Reunión de la OIT, celebrada 
en Washington en 1919, adopta que los miembros que los ratifican 
y que hayan establecido un sistema de seguro contra el desempleo, 
deberán adoptar disposiciones conducentes a que los trabajadores 
nacionales de uno de dichos miembros que trabajan, en el territorio 
de otro, reciban indemnizaciones del Seguro, iguales a las percibidas 
por los trabajadores nacionales de este segundo Miembro. Este Con-
venio fue ratificado por Argentina y Uruguay. 

En el Convenio N? 19 que consagra la igualdad de trato entre 
los trabajadores extranjeros y nacionales en materia de indemnizacio-
nes de trabajo, se dispuso, asimismo, que sea otorgado el mismo tra-
to entre trabajadores nacionales y extranjeros en materia de riesgos 
profesionales. Este convenio recibió la ratificación de Argentina, Bra-
sil y Uruguay. 

En cuanto al seguro obligatorio de vejez de los asalariados de 
las empresas industriales y comerciales, en las profesionales liberales 
en el trabajo a domicilio, y en el servicio don stico, la OIT se pro-
nunció por el reconocimiento del principio de reciprocidad de trato 
entre extranjeros y nacionales. Este Convenio que es reconocido como 
el N? 35, fue ratificado por Argentina. 

Los Convenios 35, 36, 37 y 40 que se refieren respectivamente 
a la reciprocidad de trato en cuanto al seguro obligatorio de vejez 
de los asalariados, en las empresas agrícolas, el seguro de invalidez 
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de los asalariados en las empresas industriales y comerciales en las 
profesiones liberales en el trabajo a domicilio y en el servicio domés-
tico, al seguro obligatorio de invalidez de los asalariados en las 
empresas industriales y comerciales y en empresas agrícolas, no han 
tenido ratificación de los países que integran la Cuenca del Plata, ex-
ceptuando a Argentina que ratificó el Convenio No. 36. 

Siguiendo como se ha mencionado, la metodología de anteriores 
trabajos, se analizan en el estudio los Convenios Nos. 44, 48 y 55 
que no han tenido ratificación de los países que integran la Cuenca 
del Plata. 

El Convenio No. 70 fue ratificado por Argentina y se refiere al 
régimen de Seguridad Social de la gente del mar, estipulando que se 
otorgará a la misma, las prestaciones médicas y en dinero por des-
empleo, invalidez, vejez, muerte y riesgos profesionales. La recomen-
dación No. 75 adopta disposiciones para que todo marino pertene-
ciente a un país y empleado a bordo de un barco de otros país, sea 
amparado por los regímenes de Seguro Social Obligatorio. 

Brasil y Uruguay ratifican el Convenio No. 97 relativo a los tra-
bajadores migrantes, por el cual se adopta que todo Miembro para 
el cual se halle en vigor el convenio, se obliga a mantener dentro de 
los límites de su competencia servicios médicos apropiados para los 
trabajadores migrantes y los miembros de sus familia, otorgándoles 
igualdad de trato en las condiciones de trabajo, vivienda, seguridad so-
cial y en la conservación de los trabajos adquiridos o en vías de ad-
quisición. Asimismo se establece que deben desarrollarse al máximo 
todas las posibilidades de empleo, facilitándose la distribución inter-
nacional de la mano de obra y su movimiento de los países en los 
que hay excedente hacia los que tengan déficit. 

El Convenio No. 102 conocido como "Norma Mínima de la Segu-
ridad Social", consagra la reciprocidad de trato entre nacionales y 
extranjeros, aunque su aplicación podría estar condicionada a acuer-
dos bilaterales que prevean la reciprocidad. 

Brasil ha ratificado el Convenio 113 relativo a la igualdad de tra-
to de nacionales y extranjeros en materia de seguridad social. 

En lo referente a las conferencias regionales de los Estados de 
América Miembros de la OIT, se analizan en los cuadros las resolu-
ciones "Sobre determinados aspectos de especial actualidad en mate-
ria de Seguros Sociales", "La protección de los derechos de seguri-
dad social de los trabajadores migrantes", "La Seguridad Social para 
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los trabajadores migrantes y no nacionales", y el "Programa de Ot-
tawa de Seguridad Social para las Américas", que emanaron de las 
reuniones de 1939, 1952, 1961 y 1968, respectivamente. 

De la Conferencia Interamericana de Seguridad Social se han de-
rivado diversas Resoluciones que se mencionan en cuanto a la reci-
procidad de trato, en el siguiente orden: 

Declaración de Santiago de Chile, 1942; Resolución Nb. 6 "Unifi-
cación del Seguro Social"; Resolución No. 21 "Seguro Social de Rdes-
gos Profesionales"; Resolución No. 31 "Prestaciones Médicas a asegu-
rados de instituciones de otros países"; Resolución No. 35 "Seguridad 
Social de los trabajadores migrantes" y Resolución No, 62 "Reciproci-
dad de trato en los países americanos en materia de seguridad social". 
En todas estas normas se encuentran contenidos principios básicos 
de otorgar a los trabajadores migrantes una protección en seguridad 
social o en algunas ramas de ella, en base a principios de recipro-
cidad. 

La AISS, se ha ocupado de los principios de reciprocidad de 
trato de los trabajadores nacionales y extranjeros y en este estudio, 
se citan las resoluciones emanadas de su II Asamblea General en 1928 
que trata del seguro de enfermedad en las regiones fronterizas y los 
tratados bilaterales entre los Estados, la Resolución relativa a los 
acuerdos de reciprocidad en materia de seguridad social, de 1955 y 
la Resolución sobre colaboración mutua, emanada de la XIII Asam-
blea General realizada en Londres en 1958. Por otra parte, el grupo 
de trabajo sobre aspectos jurídicos de la aplicación práctica de los 
Convenios Internacionales de Seguridad Social. La Comisión Perma-
nente de Aspectos Jurídicos de la Seguridad Social también examinó 
un informe sobre las facultades normativas de las instituciones de 
Seguridad Social. 

Convenios Bilaterales 

Los países de la Cuenca del Plata han signado varios convenios in-
ternacionales basados en el principio de reciprocidad de trato para 
otorgar a los trabajadores, prestaciones que sus respectivas leyes re-
conocen prácticamente en los ramos de beneficios diferidos. 

Esta particularidad se señala en la región tema de este estudio 
por cuanto en los anteriores trabajos presentados con esta misma 
metodología, se observó que los convenios bilaterales y multilaterales 
que existen en el Istmo Centroamericano y Panamá y en los países que 
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integran el Pacto Andino, son en su mayoría referidos a las prestacio-
nes a corto plazo y no comprenden salvo una excepción, el otorgamien-
to de prestaciones' diferidas. 

Por otra parte en las anteriores subáreas analizadas, se observó la 
existencia de Convenios multilaterales de atención médica, fundamen-
talmente, que fueron signados por los países integrantes del área res-
pectiva entre sí. En este estudio no se ha encontrado una gran diver-
sidad de Convenios que hubieren celebrado entre sí los países de la 
Cuenca del Plata. 

Sin embargo, se citan algunos de estos convenios bilaterales y los 
aue comprenden países de la Cuenca del Plata con otros Estados, en 
América Latina y en Europa. 

En tal sentido se mencionan convenios bilaterales entre Argentina 
con Italia, Portugal, España, Chile y Uruguay en entre Brasil y Para-
guay con España. Asimismo se menciona un acuerdo entre Argentina 
y los Estados Unidos de América. 

El Convenio de Argentina con Italia celebrado en base de reci-
procidad para todos los trabajadores de los Estados respectivos que 
se encontraren trabajando en el otro, exceptúa a los ciudadanos que 
permanecen en el territorio de cualquiera de las dos ciudades por un 
tiempo menor a 12 meses, al personal navegante de una empresa de 
transporte aéreo, a los miembros tripulantes de una nave y a los 
miembros de representaciones diplomáticas y consulares de los Es-
tados contratantes. Se otorgan las prestaciones derivadas de los ries-
gos de invalidez, vejez y muerte, accidentes del trabajo, enfermeda-
des profesionales y maternidad. 

La legislación aplicable a este convenio es la respectiva a cargo 
del Instituto Nacional de Previsión Social de Argentina y en Italia a 
la que se refiere a los riesgos que se cubren, incluyendo además el de 
enfermedad, control de tuberculosis y regímenes especiales para de-
terminadas categorías. 

En 1966, Argentina y Portugal signaron el Convenio de Seguridad 
Social que en base de reciprocidad otorga a los ciudadanos portugue-
ses en la República Argentina y los ciudadanos argentinos en Portu-
gal, las prestaciones de invalidez, vejez, muerte, enfermedad, ma-
ternidad y riesgos del trabajo. Al igual que en el Convenio signado con 
Italia, se exceptúan de la protección a algunas categorías similares. 

Se aplican las legislaciones respectivas de Argentina y en Portu- 
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gal las relativas al régimen general de previsión social con es-
pecial referencia a los de las empresas concesionarias de los servicios 
públicos de transportes. 

En base recíproca se signó en 1960 el convenio de Seguridad So-
cial entre España y Paraguay, para la concesión de los beneficios de 
enfermedad, maternidad, vejez e invalidez. Se señala que para la con-
cesión de los beneficios de la atención médica y maternidad, se supri-
me todo período de espera siempre que el trabajador afiliado a una 
institución de Seguridad Social en uno de los países contratantes, en 
el que tuviese reconocido el derecho a la prestación, pasare a. ser afi-
liado en una institución del otro país contratante. 

Argentina y España celebraron un convenio de emigración en 1960, 
por el que se reconoce los mismos derechos a los trabajadores de am-
bos países en cuanto concierne a las remuneraciones, condiciones de 
trabajo y seguros sociales. 

En 1971, Brasil y España celebraron un convenio de seguridad so-
cial por el que se equipara a los trabajadores nacionales de ambos 
países para los efectos de la obtención plena de los beneficios de la 
seguridad social que otorgan las legislaciones respectivas sin restric-
ción alguna, incluso para el pago de pensiones fuera del territorio na-
cional del país a cuyo cargo corren. Este convenio estipula la asisten-
cia médica sanitaria, el subsidio de capacidad laboral transitoria, las 
prestaciones de vejez, invalidez, muerte y natalidad por medio de las 
leyes españolas y en Brasil a los derechos previsionales del sistema 
general, con las mismas prestaciones, más la del tiempo de servicios. 

La legislación aplicable es en España la relativa al Instituto Na-
cional de Previsión, al Mutualismo Laboral, y el Instituto Social de 
la Marina y en Brasil el Instituto Nacional de Previsión Social. 

En 1966 Argentina y España celebraron un convenio de recipro-
cidad aplicable a los trabajadores de ambos Estados con excepción 
de las mismas categorías mencionadas cuando nos referimos a los 
convenios de Argentina con Portugal e Italia. Este Convenio es como 
los anteriores para el otorgamiento de las prestaciones de invalidez, 
vejez, sobrevivencia, así como de riesgos del trabajo. La legislación 
aplicable es la relativa a estas prestaciones en los regímenes genera-
les de Argentina y España. 

El convenio de seguridad social celebrado entre Argentina y Chile 
de 1972, se aplica con un sentido amplio a todos los trabajadores chi-
lenos en Argentina y a los trabajadores argentinos en la República 
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de Chile. Comprende de atención médica en caso de enfermedad, ma-
ternidad, prestaciones de riesgos profesionales, de vejez, de invalidez 
y de muerte. En Chile se aplica la legislación del régimen del servicio 
del seguro social, del sistema de empleados particulares con sus re-
gímenes especiales y del régimen general de empleados públicos y de 
periodistas. En Argentina la legislación aplicada es la relativa a los 
regímenes de jubilaciones y pensiones y al régimen de asignaciones 
familiares. 

En 1969, se signó un acuerdo España-Argentina de intercambio 
técnico en materia de salud, Esta acuerdo prevé la concesión de becas 
para estudios relacionados con los temas que seleccionarán el Mi-
nisterio de Trabajo Español y la Sría. de Estado y Salud Pública de 
Argentina. También organizarán visitas de funcionarios en cada país 
para intercambiar conocimientos sobre planificación y desarrollo de 
aquellas áreas. 

Argentina y los Estados Unidos de América celebraron en 1972, 
un acuerdo sobre reciprocidad de las prestaciones jubilatorias. Este 
acuerdo prevé con respecto a los beneficios otorgados por vejez, so-
brevivientes e invalidez, que se pagarán sin tener en cuenta el lugar 
de residencia. 

En 1972, se celebró el convenio de cooperación social hispano-
uruguayo, por el cual se acordó mantener el principio de igualdad y 
de reciprocidad en materia laboral, de manera que los uruguayos que 
trabajan en España y los españoles que trabajan en el Uruguay, gocen 
de los mismos derechos sociales y laborales que los nacionales res-
pectivos. 

Ese mismo año se celebró el convenio hispano-paraguayo de se-
guridad social y asistencia técnica como complementario de los con-
venios de 1959 y el de cooperación social firmado en 1965. 

La Convención sobre Seguridad Social Argentina-Uruguaya sig-
nada en 1967, otorga a los trabajadores de ambos países que habien-
do prestado servicios en el territorio del otro, vuelvan a radicarse en 
su país de origen, el pago de prestaciones en base recíproca y la con-
servación de derechos. Este pago frecuentemente se transfiere a tra-
vés del convenio Argentino-Uruguayo de pagos. 
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LA NORMA INTERNACIONAL EN MATERIA DE RECIPROCIDAD DE TRATO 

ORGANISMO 
INTERNACIONAL RATIFICADO POR: CONVENIOS 

0. I. T. 
I Reunión, Washington 
1919. 

CONVENIO RELATIVO AL DESEMPLEO. (Convenio No. 2) 
Adopta que los Miembros de la 0. I. T., que ratifiquen el 
Convenio y que hayan establecido un sistema de seguro con-
tra el desempleo deberán tomar, en las condiciones conve-
nidas de común acuerdo entre los miembros interesados, 
disposiciones conducentes a que los trabajadores nacionales 
de uno de dichos Miembros, que trabajen en territorio de 
otro, reciban indemnizaciones del seguro iguales a las per-
cibidas por los trabajadores nacionales de este segundo 
Miembro. 

0. I. T. 
VII Reunión, Ginebra 
1925. 

CONVENIO RELATIVO A LA IGUALDAD DE TRATO EN-
TRE LOS TRABAJADORES EXTRANJEROS Y NACIONA-
LES EN MATERIA DE INDEMNIZACION POR ACCIDEN-
TES DEL TRABAJO. (Convenio No. 19). 
Dispone que todo miembro de la O. I. T., que ratifique el 
Convenio se obliga a conceder a los nacionales de cualquier 
otro Miembro que lo haya ratificado y que fueren víctimas 
de accidentes del •trabajo ocurridos en el territorio de aquél, 
o a sus derechohabientes, el mismo trato que otorgue a sus 
propios nacionales en materia de indemnización por acci-
dentes del trabajo. La igualdad de trato será otorgada sin 
condición de residencia y en lo que se refiere a los pagos 
que un Miembro, o sus nacionales tengan que hacer fuera 
de su propio territorio en virtud de este principio, las dis-
posiciones que deban tomarse, se regirán, si fuere necesa-
rio, por acuerdos especiales, celebrados por los Miembros 
interesados. 

0. I. T. 
XVII Reunión, Ginebra 
1933. 

CONVENIO RELATIVO AL SEGURO OBLIGATORIO DE 
VEJEZ DE LOS ASALARIADOS EN LAS EMPRESAS IN-
DUSTRIALES Y COMERCIALES, EN LAS PROFESIONES 
LIBERALES, EN EL TRABAJO A DOMICILIO Y EN EL 
SERVICIO DOMESTICO. (Convenio No. 35). 

Argentina, Uruguay. 

Argentina, Brasil. 
Uruguay. 

Argentina 



ORGANISMO 
INTERNACIONAL CONVENIOS RATIFICADO POR: 

Estipula que los asalariados extranjeros estarán sujetos a 
la obligación del seguro y al pago de las cotizaciones en las 
mismas condiciones que los nacionales y que asimismo los 
asegurados extranjeros y sus derechohabientes disfrutarán, 
en las mismas condiciones que los nacionales de las presta-
ciones que resulten de las cotizaciones abonadas en su cuen-
ta. Todo Miembro podrá someter a un régimen especial a 
los trabajadores fronterizos que trabajen en su territorio y 
residan en el extranjero. 

Este Convenio determina que los extranjeros que sean na-
cionales de cualquier Miembro obligado por el mismo, goza-
rán del derecho de pensión en las mismas condiciones que 
los nacionales. Sin embargo, la Legislación nacional de un 
Miembro podrá sujetar la concesión de pensión a un extran-
jero, a la condición de haber residido en su territorio un 
periodo que no podrá exceder de cinco años del periodo de 
residencia fijado para los nacionales de dicho miembro. 

0. I. T. CONVENIO RELATIVO AL SEGURO OBLIGATORIO DE Argentina. 
XVII Reunión, Ginebra VEJEZ DE LOS ASALARIADOS EN LAS EMPRESAS AGRI- 
1933. COLAS. (Convenio No. 36). 

En este Convenio se encuentran las mismas cláusulas en 
materia de reciprocidad de trato, contenidos en el Conve-
nio No. 35. 

O. L T. CONVENIO RELATIVO AL SEGURO OBLIGATORIO DE 
XVII Reunión, Ginebra INVALIDEZ DE LOS ASALARIADOS EN LAS EMPRESAS 
1933. INDUSTRIALES Y COMERCIALES, EN LAS PROFESIO-

NES LIBERALES, EN EL TRABAJO A DOMICILIO Y EN 
EL SERVICIO DOMESTICO. (Convenio No. 37). 
En este Convenio se encuentran las mismas cláusulas en 
materia de reciprocidad de trato, contenidas en el Conve-
nio No. 35. 



ORGANISMO 
INTERNACIONAL CONVENIOS Y RECOMENDACIONES RATIFICADO POR: 

0. I. T. CONVENIO RELATIVO AL SEGURO OBLIGATORIO DE 
XVII Reunión, Ginebra INVALIDEZ DE LOS ASALARIADOS EN LAS EMPRESAS 
1933. AGRICOLAS. (Convenio No. 38). 

En este Convenio se encuentran las mismas cláusulas en 
materia de reciprocidad de trato, contenidas en el Conve-
nio No. 35. 

0. I. T. CONVENIO RELATIVO AL SEGURO OBLIGATORIO DE 
XVII Reunión, Ginebra MUERTE DE LOS ASALARIADOS EN LAS EMPRESAS IN- 
1933. DUSTRIALES Y COMERCIALES, EN LAS PROFESIONES 

LIBERALES, EN EL TRABAJO A DOMICILIO Y EN EL 
SERVICIO DOMESTICO. (Convenio No. 39). 
En este Convenio se encuentran las mismas cláusulas en 
materia de reciprocidad de trato, contenidas en el Conve-
nio No. 35. 

O. L T. CONVENIO RELATIVO AL SEGURO OBLIGATORIO DE 
XVII Reunión, Ginebra MUERTE DE LOS ASALARIADOS EN LAS EMPRESAS 
1933. AGRICOLAS. (Convenio No. 40). 

En este Convenio se encuentran las mismas cláusulas en 
materia de reciprocidad de trato, contenidas en el Conve-
nio No. 35. 

0. I. T. CONVENIO POR EL QUE SE GARANTIZAN INDEMNIZA- 
XVIII Reunión, Ginebra CIONES O SUBSIDIOS A LOS DESEMPLEADOS INVOLUN- 
1934. TARIOS. (Convenio No. 44). 

Adopta que los extranjeros deberán tener derecho a indem-
nizaciones y subsidios en las mismas condiciones que los na-
cionales. Sin embargo, todo Miembro podrá negar a los 
nacionales de otro Miembro o Estado no obligado por el 
presente Convenio la igualdad de trato con sus propios na-
cionales, con respecto a las prestaciones que provengan de 
fondos a los que el solicitante no haya contribuido. 

0. I. T. RECOMENDACION SOBRE EL SEGURO DE DESEM- 
XVIII Reunión, Ginebra PLEO Y LAS DIVERSAS FORMAS DE ASISTENCIA A LOS 
1934. DESEMPLEADOS. (Recomendación No. 44). 



ORGANISMO 
INTERNACIONAL CONVENIOS Y RECOMENDACIONES RATIFICADO POR: 

0. I. T. 
XIX Reunión Ginebra 
1935. 	' 

O. I. T. 
XXI Reunión, Ginebra 
1936. 

Recomienda que debería aplicarse la igualdad de trato, no 
sólo a los trabajadores de la nacionalidad de los Miembros 
obligados por el Convenio, sino también a los nacionales de 
los Miembros o Estados que, sin haber ratificado el Conve-
nio apliquen efectivamente sus disposiciones. Asimismo, se-
ñala que los Estados deberían determinar por medio de 
Acuerdos bilaterales con los Estados vecinos las condicio-
nes en que deban abonarse las indemnizaciones o subsidios 
a los desempleados de las regiones fronterizas que residan 
en un país y trabajen en otro. 

CONVENIO RELATIVO A LA ORGANIZACION DE UN RE-
GIMEN INTERNACIONAL PARA LA CONSERVACION DE 
LOS DERECHOS DEL SEGURO DE INVALIDEZ, VEJEZ 
Y MUERTE. (Convenio No. 48). 
Se establece entre los miembros de la O. I. T., un régimen 
para conservar los derechos adquiridos o en curso de ad-
quisición en las instituciones de seguro obligatorio de in-
validez, vejez o muerte. Los periodos de seguro cumplidos 
por personas, cualquiera que sea su nacionalidad, que ha-
yan estado afiliados a instituciones de seguro de dos o más 
miembros, serán calculadas en total, por cada una de las 
instituciones interesadas. 

CONVENIO RELATIVO A LAS OBLIGACIONES DEL AR-
MADOR EN CASO DE DE ENFERMEDAD, ACCIDENTE O 
MUERTE DE LA GENTE DE MAR. (Convenio No. 55). 
Se aplica a toda persona empleada a bordo de un buque, 
que no sea de guerra, matriculado en un territorio en el 
que se halle en vigor el Convenio. El Convenio y la Legis-
lación Nacional deberán garantizar igualdad de trato a toda 
la gente de mar sin distinción de nacionalidad, residencia 
o raza. Las obligaciones del armador deberán cubrir los 
riesgos de enfermedad, accidente y muerte (con excepción). 
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0. I. T. CONVENIO RELATIVO A LA SEGURIDAD SOCIAL DE LA Argentina. 
XXVII Reunión, Seatle GENTE DE MAR. (Convenio No. 70). 
1946. Estipula que la gente de mar y las personas a su cargo que 

residan y se encuentren presentes en el territorio de un 
Miembro tendrán derecho, en virtud del empleo de la gen-
te de mar a bordo o a servicio de buques matriculados en 
el territorio de ese Miembro, a prestaciones médicas, pres-
taciones en dinero por desempleo, invalidez y vejez. La le-
gislación nacional relativa a las obligaciones del armador 
en caso de enfermedad, accidente o muerte de la gente de 
mar, deberá garantizar la igualdad de trato a la gente de 
mar y a las personas a su cargo, residan o no en el terri-
torio donde está matriculado el buque. 

0. I. T. RECOMENDACION SOBRE LOS ACUERDOS RELATIVOS 
XXVIII Reunión, Seatle A LA SEGURIDAD SOCIAL DE LA GENTE DE MAR. (Re- 
1946. comendación No. 75). 

Adopta disposiciones para que los miembros celebren acuer-
dos con el objeto de que todo marino perteneciente a un 
país y empleado a bordo o al servicio de un buque de otró 
país, sea amparado por los regímenes de seguro social 
obligatorio o de indemnización por accidentes del trabajo 
de su propio país, o por los regímenes correspondientes del 
otro país. Asimismo determina en materia de celebración 
de contratos colectivos se garanticen también prestaciones 
suplementarias a los marinos residentes en el territorio de 
otro Miembro. 

0. I. T. CONVENIO RELATIVO A LOS TRABAJADORES MIGRAN- Brasil, Uruguay. 
XXXII Reunión, Ginebra TES. (Convenio No. 97). 	 .. 
1949. Adopta que todo Miembro para el cual se halle en vigor 

el Convenio se obliga a mantener dentro de los límites de 
su competencia, servicios médicos apropiados de la salud 
de trabajadores migrantes y de los miembros de su familia 
así corno de que gocen de atención médica y condiciones 
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higiénicas en el momento de su salida, durante el viaje y 
a su llegada al país de destino. Los Miembros se obligan 
a aplicar a los inmigrantes igualdad de trato en condicio-
nes de trabajo, vivienda, seguridad social, acuerdos apro-
piados para la conservación de los derechos adquiridos y 
los derechos en curso de adquisición. Los Miembros debe-
rán tener por norma el desarrollo y uso de todas las posi-
bilidades de empleo y facilitar la distribución internacional 
de la mano de obra y su movimiento desde los países en 
que haya excedente hacia los que tengan déficit. 

0. I. T. RECOMENDACION SOBRE LOS TRABAJADORES MI- 
XXXII Reunión, Ginebra GRANTES. (Recomendación No. 86). 
1949. Dispone un Acuerdo tipo sobre las migraciones temporales 

permanentes de trabajadores, con inclusión de la migración 
de refugiados y personas desplazadas, que contiene propor-
ciones sobre: intercambio de información, acción contra 
propaganda que induce al error, simplificación de formali-
dades administrativas, condiciones de la validez de los do-
cumentos, organización del reclutamiento, introducción y 
establecimiento, exámenes de selección, información y asis-
tencia a los inmigrantes, educación y formación, condicio-
nes de transporte, vigilania de las condiciones de vida de 
trabajo, estabilidad en el empleo e igualdad de trato en 
general de estos trabajadores. 

0. I. T. NORMA MINIMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL. (Conve- 
XXXV Reunión, Ginebra nio No. 102). 
1952. Consagra los principios de la asistencia médica, prestacio-

nes monetarias por enfermedad, prestaciones de desem-
pleo, prestaciones de vejez, en caso de accidente de traba-
jo y de enfermedad profesional, prestaciones familiares, de 
maternidad, invalidez, supervivientes. Los cálculos de ba-
ses periódicas, y la igualdad de trato a los residentes no 
nacionales. Sin embargo, en este último aspecto podrán 
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prescribirse disposiciones especiales para los no nacionales 
y para los nacionales nacidos fuera del territorio del Miem-
bro, en lo que respecta a las prestaciones o parte de las 
prestaciones financiadas exclusivamente o de manera pre-
ponderante con fondos públicos y en lo que respecta a los 
regímenes transitorios. En los sistemas de seguridad social 
contributivo.> cuya protección comprenda a los asalariados, 
las personas protegidas que sean nacionales de otro Miem-
bro que haya aceptado las obligaciones de la parte corres-
pondiente del Convenio deberán tener, con respecto de di-
cha parte, los mismos derechos que los nacionales del Miem-
bro interesado. Sin embargo, la aplicación de este párrafo 
podrá estar condicionada a la existencia de un acuerdo bi-
lateral o multilateral que prevea la reciprocidad. 

O. I. T. RECOMENDACION SOBRE LA PROTECCION DE LOS 
XXXVIII Reunión, 
Ginebra, 1955. 

TRABAJADORES MIGRANTES EN LOS PAISES Y TERRI-
TORIOS INSUFICIENTEMENTE DESARROLLADOS. (Re- 
comendación No. 100). 
Recomienda eliminar cualquier discriminación contra los 
trabajadores migrantes y señala medidas de protección de 
los trabajadores migrantes y de sus familias durante sus 
viajes de ida y regreso y con anterioridad al periodo de 
su empleo, así como mecanismos destinados a desalentar los 
movimientos migratorios que se consideren indeseables pa-
ra los trabajadores migrantes y para sus colectividades y 
países de origen. En cuanto a la protección de los trabaja-
dores migrantes durante el periodo de su empleo, se seña-
la la política general, de vivienda, de salarios, de admisión 
a empleos calificados, de seguridad social y seguridad e hi-
giene en el trabajo, buscando el bienestar material intelec-
tual y moral de los trabajadores migrantes. 

O. I. 'P. CONVENIO RELATIVO A LA IGUALDAD DE TRATO DE Brasil. 
XLVI Reunión, Ginebra NACIONALES Y EXTRANJEROS EN MATERIA DE SE- 
1962. , GURIDAD SOCIAL. (Convenio No. 118). 
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Dispone que todo Estado Miembro puede aceptar las obli-
gaciones del presente Convenio, en cuanto concierna a una 
o varias ramas de la seguridad social siguientes, para las 
cuales posea una Legislación efectivamente aplicada en su 
Territorio a sus propios nacionales: asistencia médica, en-
fermedad, maternidad, vejez, sobrevivencia, accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales, desempleo y presta-
ciones familiares. Cada Estado Miembro deberá especificar 
en su ratificación cuál es la rama o las ramas de la segu-
ridad social respecto de las cuales acepta las obligaciones 
del presente convenio. Todo Estado Miembro, para el que 
el presente Convenio esté en vigor, deberá conceder terri-
torio, a los nacionales de todo otro Estado Miembro para 
el que dicho Convenio esté igualmente en vigor, igualdad 
de trato respecto de sus propios nacionales por lo que se 
refiera a su Legislación, tanto en lo que concierne a los re-
quisitos de admisión como al derecho a las prestaciones, 
en todas las ramas de la seguridad social, respecto de las 
cuales haya aceptado las obligaciones del Convenio. 

Conferencias 	Regionales RESOLUCION SOBRE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTA- 
de los Estados de Améri- 
ca Miembros de la 0. I. T. 

LES DEL SEGURO SOCIAL. 

Reunión, Chile 1936. Determina que los trabajadores extranjeros y sus derecho-
habientes deberán beneficiarse, a condición de reciproci-
dad, de la Legislación relativa a reparación de accidentes 
del trabajo en las mismas condiciones que los trabajadores 
nacionales y sus derechohabientes. Esta igualdad en el tra-
to deberá asegurarse, sin condición alguna de residencia. 
En cuanto a la situación de los extranjeros se estipula que 
los asalariados extranjeros deberán estar sujetos a la obli-
gación del seguro y al pago de las cotizaciones-en-las..mis-
mas condiciones de los nacionales y disfrutar de las pres-
taciones correspondientes a las cuotas acreditadas en su 
cuenta y de ciertos subsidios. 
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Conferencias 	Regionales 
de los Estados de Améri- 
ca Miembros de la 0. I. T. 
II Reunión, Cuba 1939. 

Conferencias 	Regionales 
de los Estados de Améri- 
ca Miembros de la 0. I. T. 
V 	Reunión, 	Petrópolis, 
1952. 

RESOLUCIONES SOBRE DETERMINADOS ASPECTOS DE 
ESPECIAL ACTUALIDAD EN MATERIA DE. SEGUROS 
SOCIALES. 

Formula principios complementarios a los ya adoptados en 
cuanto al seguro obligatorio determinando que las condi-
ciones de atención del importe de las prestaciones a los tra-
bajadores víctimas de un riesgo profesional y a los derecho-
habientes de los mismos deben concederse por las legisla-
ciones Nacionales en igualdad de trato a los trabajadores 
nacionales y extranjeros. Cuando la Legislación Nacional no 
subordina el pago de la pensión a la condición de residen. 
cia en el país en que ocurre el accidente, los trabajadores 
extranjeros deben ser tratados igual que los trabajadores 
nacionales, bajo reserva de reciprocidad. Se podrán llevar 
a cabo acuerdos especiales entre las administraciones cen-
trales de los países de los que dependen los organismos de 
seguro interesados. 

RESOLUCION SOBRE LA PROTECCION DE LOS DERE-
CHOS DE SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES 
MIGRANTES. 
Consagra que la protección en materia de seguridad social 
de los trabajadores migrantes entre los países americanos 
debe asegurarse por un acuerdo especial que, teniendo en 
cuenta la diversidad de las legislaciones y métodos nacio-
nales y evitando introducir en ellas modificaciones sustan-
ciales, debería garantizar los puntos relativos a la igualdad 
de trato de los ciudadanos de cualquier otro país america-
no con los ciudadanos nacionales, la conservación de los de-
rechos adquiridos y en curso de adquisición. Asimismo, pro-
pone cláusulas técnicas del instrumento internacional re-
lativo a la seguridad social de los trabajadores migrantes 
entre las naciones de América que aseguren: asistencia mé-
dica, de maternidad, incapacidad temporal, invalidez, vejez, 
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sobrevivientes, subsidios funerarios, accidentes del trabajo 
y enfermedades profesionales, desempleo y asignaciones fa-
miliares. 

Conferencias 	Regionales RESOLUCION SOBRE LA SEGURIDAD SOCIAL PARA LOS 
de los Estados de Améri- TRABAJADORES MIGRANTES Y NO NACIONALES. 
ca Miembros de la O. I. T. En virtud de que los objetivos de la seguridad social inter- 
VII 	Reunión, 	Buenos nacional, requieren como condición fundamental el recono- 
Aires, 1961. cimiento de la igualdad de trato entre nacionales y no na-

cionales; que es un principio de la seguridad social el res-
peto de los derechos adquiridos o en curso de adquisición 
y que la reciprocidad de derechos garantiza una protección 
adecuada a los trabajadores que se trasladan de un país a 
otro, influyendo favorablemente en los planes de desarrollo 
económico y social. Resuelve: que para lograr la protección 
más completa posible en materia de seguridad social de los 
trabajadores migrantes es necesario, en virtud de las dife-
rencias existentes entre las legislaciones nacionales: igual-
dad de trato de los extranjeras y nacionales; determinación 
de la legislación nacional aplicable; conservación de los de-
rechos adquiridos en caso de traslado a otro país; conser-
vación de los derechos en vías de adquisición al pasar de 
una legislación nacional a otra; ayuda mutua administrativa 
entre las autoridades y las instituciones de seguridad de los 
países americanos. Recomienda asimismo, la celebración de 
acuerdos bilaterales o multilaterales. 

Conferencias 	Regionales EL PROGRAMA DE OTTAWA DE SEGURIDAD SOCIAL 
de los Estados de Améri. PARA LAS AMERICAS. 
ea Miembros de la O. I. T. Considera que los programas de integración económico-re- 
VIII 	Reunión, 	Canadá,  gional deben complementarse con medidas que permitan el 
1968. libre movimiento de la mano de obra protegiendo los de-

rechos de seguridad social de los trabajadores migrantes.  
Recomienda la ratificación del Convenio 118 de la 0. I. T.. 
y la adopción de instrumentos bilaterales o multilaterales 
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de seguridad social. Asimismo considera que los progresos 
de la integración regional aconsejan la adopción de medi-
das tendientes a la armonización de los regímenes de se-
guridad social. 

Conferencia 	Interameri- DECLARACION DE SANTIAGO DE CHILE. 
cana de Seguridad Social. Concibe a la seguridad social como un programa continen- 
I Reunión, Chile 1942. ' al con una política que procura medidas tendientes al me-

joramiento de los trabajadores y sus familias, y, como la 
salud, capacidad y bienestar de los trabajadores de una na-
ción americana, interesan a las demás naciones americanas, 
propugnan una acción concertada de los organismos de se-
guridad social, en resguardo del capital humano, garantía de 
la integridad y defensa continental. Señala la necesidad de 
construir entre las naciones de América un acervo común 
para la continuidad de acción social y un Acuerdo conti-
nental de los organismos de seguridad social para mejorar 
los vínculos de la solidaridad. 

Conferencia 	Interameri- RESOLUCION "C. I. S. S." NUMERO 6. 
cana de Seguridad Social. UNIFICACION DEL SEGURO SOCIAL. 
I Reunión, Chile, 1942. Recomienda a los países de América Latina que tienen en 

desarrollo diversas iniciativas e instituciones de previsión 
y asistencia social, pero que aún no han estructurado un 
régimen de seguro social integral, que dirijan su política 
de seguridad social hacia la unificación y generalización de 
esos beneficios, dentro de un sistema de seguro social obli-
gatorio. 

Conferencia 	Interameri- RESOLUCION "C. I. S. S." NUMERO 21. 
cana de Seguridad Social. SEGURO SOCIAL DE RIESGOS PROFESIONALES. 
II Reunión. Río de Janei- Pide al Comité Permanente Interamericano de Seguridad 
ro, 1947. Social iniciar una encuesta entre las naciones americanas so-

bre la unificación del seguro de riesgos profesionales con 
el seguro social, con el fin de que, con pleno conocimiento 
de causa se pueda votar una recomendación en materia de 
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la sistematización necesaria del seguro social, siguiendo la 
realidad que más se acornada a la práctica. Señala que debe 
comprenderse también a los extranjeros en igualdad de 
condiciones y de prestaciones que a los nacionales. 

Conferencia 	Interameri- RESOLUCION "C. I. S. S." NUMERO 31. 
cana de Seguridad Social. PRESTACIONES MEDICAS A ASEGURADOS DE INSTITU- 
T' Reunión, Buenos Aires, CIONES DE OTROS PAISES. 
1951. 

Recomienda a los países miembros de la Conferencia Inter-
americana de Seguridad Social, que se reconozca el dere-
cho a los afiliados de una institución de seguridad social 
de cualquier país americano, siempre que se compruebe su 
condición de tal, a recibir prestaciones médicas cuando la 
necesidad de asistencia ocurra dentro de las seis semanas 
de su ingreso al territorio nacional. Asimismo, cada país 
otorgará las prestaciones por medio de sus respectivas ins-
tituciones de seguro social y, a falta de éstas, por medio de 
servicios médicoasistenciales calificados, de acuerdo con las 
provisiones efectuadas para la asistencia médica de los ciu-
dadanos del país huésped. Cada país miembro fijará el lí-
mite de duración de la asistencia. 

Conferencia 	Interameri- RESOLUCION "C. I. S. S." NUMERO 35. 
cana de Seguridad Social. SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES MIGRAN- II Reunión, Buenos Aires, 
1951. TES. 

Declara que toda legislación nacional americana en mate-
ria de seguridad social, debe garantizar a los nacionales de 
otros países americanos un tratamiento igual al de los pro-
pios nacionales; desea que este principio quede consagrado 
por medio de un convenio entre todos los países americanos 
e invita a la Conferencia Interamericana de Seguridad So-
cial y la OIT, para que tomen las medidas necesarias a fin 
de que se alcance este objetivo. 
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Conferencia 	Interameri- RESOLUCION "C. I. S. S." NUMERO 62. 
cana de Seguridad Social. RECIPROCIDAD DE TRATO EN LOS PAISES AMERICA- 
II Reunión, Paraguay, NOS EN MATERIA DE SEGURIDAD SOCIAL. 
1964. 

Considerando anteriores Acuerdos internacionales sobre la 
materia y en virtud de que el éxito de la integración eco-
nómica requiere no sólo de la libre circulación de produc-
tos, sino también de la libre circulación de la mano de obra, 
y que esta última se vería obstaculizada si los trabajadores 
no ven garantizados sus derechos a la protección de la se-
guridad social, que, por otra parte se presume un incremen-
to rápido en cuanto a las migraciones interamericanas y que 
el Convenio 118 de la 0. I. T., contiene Cláusulas adecuadas 
para garantizar a las personas la protección de la seguridad 
social: Acuerda: Considerar el instrumento-tipo de la 0. I. 
T., como un instrumento práctico de Tratado, tendiente a 
dar soluciones a los problemas planteados por la seguridad 
social de los trabajadores migrantes; invitar a los Gobier-
nos y a las organizaciones internacionales o regionales de 
América a tomar las medidas necesarias a fin de que este 
Convenio —con las adaptaciones que fueren convenientes—
sea adoptado para convenios de reciprocidad en materia de 
seguridad social y en favor de los trabajadores migrantes, 
ya sea bilateral o multilaterales; recomendar a los Gobier-
nos de América la ratificación del Convenio 118 de la 0. I. T. 

Asociación 	Internacional RESOLUCIONES SOBRE EL SEGURO DE ENFERMEDAD 
de la Seguridad Social. EN LAS REGIONES FRONTERIZAS Y LOS TRATADOS BI- 
Asamblea General, Viena,  LATERALES ENTRE LOS ESTADOS. 
1928. 

Considera que los trabajadores que se emplean en un mis-
mo territorio, deben ser beneficiarios de las prestaciones 
del seguro de enfermedad y que es importante distribuir 
las prestaciones a los trabajadores extranjeros, aun cuando 
residan al otro lado de la frontera. Estima que las diferen- 
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cias de tratamiento entre los obreros ocupados en un mis-
mo territorio y que se basan únicamente en la nacionalidad 
de estos trabajadores, son causas de desigualdades que per-
judican al buen entendimiento de las naciones vecinas. Re-
comienda a cada miembro de la 0. I. T.: que los obreros 
nacionales y los obreros extranjeros ocupados en el mismo 
territorio aun cuando no residan ahí, reciban ventajas idén-
ticas y estén sometidos a las mismas obligaciones. Reco-
mienda a las Cajas de Seguro de Enfermedad de las regio-
nes fronterizas, que los asegurados residentes de otro lado 
de las fronteras tengan la posibilidad, sin ningún detrimen-
to en sus derechos a las prestaciones de la Caja, de poder 
recurrir a la atención médica del seguro, a los médicos far-
macéuticos y al establecimiento sanitario del país de su 
residencia. 

Asociación 	Internacional RESOLUCION RELATIVA A LOS ACUERDOS DE RECI- 
de la Seguridad Social. PROCIDAD EN MATERIA DE SEGURIDAD SOCIAL. 
XII Asamblea General, 
México, 1955. En virtud de haber examinado los Acuerdos de Reciproci-

dad en materia de seguridad social, destaca los esfuerzos 
hechos por los Gobiernos del mundo para coordinar sus sis-
temas de seguridad social por medio de acuerdos bilaterales 
y multilaterales de reciprocidad, esperando que se concer-
ten acuerdos de esta índole en todos los países en los que 
el desplazamiento de personas aseguradas haga oportuna la 
celebración de estos instrumentos. Considera que es nece-
sario prestar la mayor atención a los problemas administra-
tivos que origina la aplicación de acuerdos de reciprocidad 
y resuelve constituir un grupo de trabajo encargado de es-
tudiar los problemas y recomendar los medios que faciliten 
la aplicación práctica de los acuerdos de reciprocidad y co-
laboración entre las instituciones de seguridad social inte-
resadas.  
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Asociación 	Internacional 
de la Seguridad Social. 

RESOLUCION SOBRE LA COLABORACION MUTUA. 

Invita a todas las organizaciones afiliadas a intensificar su 
Londres 1958. colaboración mutua en materia de seguridad social, de na-

ción a nación, ayudando así a lograr resultados óptimos en 
cuanto al perfeccionamiento de la seguridad social en el 
mundo. Encarga a la Mesa Directiva de la A. I. S. S., que 
someta a la reunión del Consejo sugestiones concretas para 
tomar medidas que faciliten las relaciones entre expertos 
y el intercambio directo de su experiencia administrativa 
conforme a las necesidades de los organismos administra-
dores de la seguridad social. 
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Convención 	so- 
bre Seguros So- 
ciales. 
Argentina 
Italia. 

1961 A los trabajadores italianos 
en la República Argentina 
y a los argentinos en la Re- 
pública Italiana. 
Se exceptúan: los ciudada- 
nos de uno de los dos Esta- 
dos Contratantes enviados 
por una empresa con sede 
en uno de ellos al territo- 
rio del otro (será regido 
por 	las 	disposiciones 	del 
primero, 	siempre 	que 	la 
ocupación en el territorio 
del otro no pase de doce 
meses); el personal nave- 
gante de una empresa de 
transporte aéreo; los miem- 
bros de la tripulación de 
una nave (están subordina-
dos a las disposiciones del 
Estado 	Contratante 	cuya 
bandera enarbola la nave; 
los miembros de las Repre- 
sentaciones Diplomáticas y 
Consulares de los dos Es- 
tados Contratantes. 

Invalidez, vejez y muerte. 
Accidentes del Trabajo. 
Enfermedades 	profesiona- 
les. 
Maternidad. 

En Argentina: 

Legislaciones concer- 
mentes 	a: 	invalidez- 
vejez 	y muerte, 	in- 
demnizaciones y otras 
prestaciones en caso 
'de accidentes del tra- 
bajo 	y 	enfermedad 
profesio n a 1, 	seguro 
obligatorio de maten 
nidad y los servicios 
de medicina preven-
tiva y curativa a car-
go del Instituto Nacio-
nal de Previsión So-
cial. 

En Italia: 

Legislaciones 	relati- 
vas a: invalidez, vejez 
y muerte, riesgos del 
trabajo, 	tutela física 
y económica de las 
madres trabajadoras, 
enfermeda d e s, con-
trol de la tuberculo-
sis y regímenes espe- 
ciales 	para 	determi- 
nadas categorías. 
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LEGISLACION

APLICABLE 

Convenio de Se- 
guridad Social 

1960 Se aplicará recíprocamente 
a los trabajadores que ten- 

Enfermedad, 	maternidad, 
vejez, 	invalidez. 	Para 	la 

La respectiva de am-
bos países en la ad- 

España gan derechos adquiridos en concesión de los beneficios ministración de esos 
Paraguay. cualquiera 	de 	los 	países 

Contratantes. 
de atención médica y ma- 
ternidad, se suprime todo 
periodo de espera, siempre 
que el trabajador afiliado 
a una Institución de Segu-
ridad Social en uno de los 
países Contratantes, en la 
que tuviese reconocido el 
derecho a la prestación, pa-
se a ser afiliado en una 

ramos. 

Institución 	del 	otro 	país 
Contratante. El beneficia- 
rio del subsidio de vejez e 
invalidez, podrá acumular 
los tiempos de 	cotización 
de cada país. 

Convenio de 1960 El convenio establece que La respectiva de am- 
Emigración 
Argentina 
España. 

los españoles en la Repú- 
blica Argentina tienen los 
mismos derechos y obliga-
ciones que los argentinos 
en cuanto concierne a las 
remuneraciones, 	condicio- 
nes de trabajo y seguros 
sociales. 

bos países. 

Convenio de Se- 1971 Se equipara a los trabaja- Asistencia 	médico 	sanita. En España: 
guridad Social dores nacionales de ambos ria. 	Subsidio de incapaci- La relativa al Institu- 
Brasil países a los efectos de la dad laboral transitoria, ve- to Nacional de Previ- 
España. obtención plena de los be- jez, invalidez, muerte y na- sión, Mutualismo La- 



CONVENIOS Fecha POBLACION AMPARADA PRESTACIONES APLICABLE 

Convenio de Se- 
guridad Social 
Argentina 
Portugal. 

1966 

neficios de la seguridad so- 
cial que otorgan las legis- 
laciones 	respectivas 	sin 
restricción alguna incluso 
para el pago de pensiones 
fuera del territorio nacio- 
nal del país a cuyo cargo 
corran. 

Se aplica a los ciudadanos 
portugueses en la Repúbli- 
ca Argentina y a los duda- 
danos argentinos en Por- 
tugal. 
Se exceptúan: el ciudadano 
de uno de los Estados Con- 
tratantes enviado al otro 
por un periodo menor de 
doce meses; el personal na- 
vegante de 	empresas de 
transporte aéreo; la tripu- 
lación de una nave abande- 
rada de uno de los dos Es- 
tados; 	los 	nacionales 	de 
cualquiera de los dos Esta- 
dos Contratantes que par- 
ticipen en actividades de 
cooperación artística o cul- 
tural (éstos quedan sujetos 
a la legislación del Estado 
en que se realiza la activi- 
dad); los miembros de las 
Representaciones Diplomá- 
ticas y Consulares (se les 
aplica la legislación del Es- 

talidad, 	en España y en 
Brasil a los derechos pre- 
vistos en el sistema gene- 
ral de previsión social con 
las 	mismas 	prestaciones, 
más la de tiempo de ser-
vicios. 

Invalidez, vejez y muerte 
Maternidad. 
Enfermedad. 
Accidentes del trabajo 
Enfermedades 	profesiona- 
les. 

boral, Instituto Social 
de la Marina. 
En Brasil: 
Instituto Nacional de 
Previsión Social. 

En Argentina: 
A las p r e staciones 
de invalidez, vejez y 
muerte 	del,  sistema 
de previsión social, a 
las indemnizaciones y 
otras prestaciones de 
los riesgos del traba-
jo; al seguro obliga-
torio de maternidad y 
a los servicios de me-
dicina preventiva, cu-
rativa y de rehabilita-
ción que se establez-
can por el Instituto 
Nacional de Previsión 
Social. 
En Portugal: 
Al régimen general 
de 	previsión 	social: 
enfermedad, materni-
dad, invalidez, vejez y 
muerte, riesgos pro-
fesionales y regíme-
nes especiales de pre-
visión por categorías, 



Fecha CONVENIOS POBLACION AMPARADA PRESTACIONES 
LEGISLACION 

APLICABLE 

en especial de las em-
presas concesionarias 
de los servicios públi-
cos de transportes. 

1969 
Las relativas en am-
bos países. Acuerdo de in-

tercambio técni-
co en materia 
de Salud. 
Argentina 
España. 

Convenio de Se-
guridad Social 
Argentina 
España. 

tado a que pertenecen); las 
personas al servicio de uno 
de los Estados Contratan-
tes que sean enviadas al 
otro, continúan sujetas a la 
legislación del primero. 

Concesión de Becas para 
estudios, programas de vi-
sitas y planificación y des-
arrollo de aquellas mate-
rias. 

1966 Invalidez, vejez y sobrevi-
vencía. 
Accidentes del trabajo. 
Enfermedades profesiona-
les. 

En Argentina: 
Las Legislaciones re-
lativas a: invalidez, 
vejez y muerte, in-
demnizaciones en ca-
sos de accidentes del 
trabajo y enfermeda-
des profesionales, el 
seguro obligatorio de 
maternidad del régi-
men general. 

Se aplica a los trabajado-
res de ambos Estados, los 
cuales tendrán los mismos 
derechos y las mismas obli-
gaciones que los nacionales 
del Estado Contratante en 
cuyo territorio se encon-
traren. 
Con excepción de: Trabaja-
dores asalariados o simila-
res que fueran enviados al 
otro país por un periodo de 
tiempo limitado; el perso-
nal de vuelo de las empre-
sas de transporte aéreo; los 
miembros de la tripulación 
de un buque abanderado 
en uno de los dos Estados 
Contratantes; los trabaja-
dores asalariados o asimi-
lados de cualquiera de los 
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Convenio de Se- 
guridad Social 
Argentina 
Chile. 

1972 

dos Estados Contratantes 
que participen en activida-
des artísticas, quedan suje-
tos a la legislación del Es-
tado en que se realicen las 
mismas; 	los 	funcionarios 
de carrera de las represen- 
taciones 	Diplomáticas 	y 
Consulares. 

Se aplica con un sentido 
amplio a todos los trabaja- 
dores chilenos en Argenti- 
na y a los trabajadores ar- 
gentinos en la República de 
Chile. 

Atención médica en caso 
de enfermedad y materni- 
dad. 
Accidentes del trabajo y 
enfermedades 	profesiona- 
les. 
Prestaciones familiares. 
Vejez, invalidez y muerte. 

Las relativas en 
Chile a: 
Régimen del Servicio 
del Seguro Social. Sis-
tema de Empleados 
Particulares con sus 
Regíme n e s Especia-
les, Régimen General 
de Empleados Públi-
cos y de Periodistas. 
Las relativas en Ar-
gentina a: 
Régimen 	de Jubila- 
ciones y Pensiones y 
Régimen de Asigna-
ciones Familiares. 
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APLICABLE 

Acuerdo 	sobre 1972 Se pagarán: a los dudada- Vejez. Las relativas en am- 
Reciprocidad de 
Pago de Presta- 
ciones Jubilato- 
rias. 

Argentina 
Estados Unidos 
de América. 

nos argentinos y norteame- 
ricanos que tengan dere-
cho a las prestaciones fu-
bilatorias y que residan en 
el 	exterior, 	sin 	tener en 
cuenta el lugar de residen-
cia o la ausencia de su país 
de origen. 

Invalidez. bos países. 

Convenio de 1972 A los trabajadores urugua- Reciprocidad 	en 	materia Las respectivas en 
Cooperación So. 
cial 

yos en España y a los tra- 
bajadores 	españo 1 e s 	en 
Uruguay. 

laboral. ambos países. 

Uruguay 
España. 



9. CONSIDERACIONES GENERALES EN RELACION A LAS LE-
YES DE SEGURIDAD SOCIAL. 

El estudio comparado de las legislaciones positivas de los regímenes 
de seguridad social de los países que integran la Cuenca del Plata, 
señala, entre otros factores, las diferencias de estructuras de los re-
gímenes y de la metodología de instrumentación que dificultan el 
análisis. 

Existen en esta área posibilidades de comparación más viables 
cuando éstas se refieren a Argentina y Uruguay, mientras que los sis-
temas de seguridad social de Brasil y Paraguay, difieren con los otros 
y entre sí. 

Estas variables se deben entre otros factores a la relación entre 
los niveles de desarrollo económico, social y político de cada país y 
al hecho de que los sistemas de seguridad social han tenido una cro-
nología diferente en su evolución histórica. 

En el estudio presentado, así como los cuadros de legislación 
comparada, se analizaron las principales características que distin-
guen a los regímenes de seguridad social de esta área, aunque la com-
paración fue restrictiva y enfocada sólo hacia los aspectos más con-
cretos que permiten el análisis. 

La información puede ser resumida en los aspectos siguientes: 
la fecha de implantación de los seguros sociales en esta área es la 
más antigua en Latinoamérica y parte desde 1886 hasta 1917. Por lo 
tanto, se encuentran países que tienen uno o varios sistemas desde 
más de 80 años, uno de más de 70 y dos de más de 50 años. 

Esta evolución cronológica ha señalado por una parte los diferen-
tes grados de desarrollo, en sus bases conceptuales, de seguro y de la 
seguridad social y por otra parte, los significativos esfuerzos de uni-
formación de beneficios y unificación institucional presentes en casi 
todos los países que integran la Cuenca del Plata. 

De acuerdo con el criterio que definía a los seguros sociales clási-
cos limitando la protección al salario del trabajador contra los ries-
gos que lo amenazaban, en todos estos regímenes están cubiertas las 
contingencias que son dirigidas a aliviar este riesgo que disminuye o 
impide la ganancia del trabajador. 

Sin embargo, las diferentes estructuras de la seguridad social en 
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esta región, permiten sólo-  un análisis comparativo de los ramos de 
seguro y las categorías profesionales cubiertas. 

En dos países los ramos de maternidad y enfermedad se encuen-
tran a cargo de ministerios de salud y parcialmente por medio de 
instituciones de seguridad social, y en otros se cubre por medio de 
las instituciones gestoras, con variantes en cuanto a la población sea 
urbana o rural. 

El sistema de asignaciones familiares está muy desarrollado en 
dos países que integran la subregión. En los otros aunque no tienen 
especialmente establecidos estos ramos, se desarrollan aspectos par-
ciales de estructura. 

Los servicios sociales son considerados dentro del cuadro de asig-
naciones familiares que tienen aspectos económicos y en especie para 
su concensión. 

La extensión vertical se realiza por, medio de una pluralidad ins-
titucional y lograr la extensión horizontal de otorgar protección a la 
totalidad de la población, es aún uno de los objetivos prioritarios en 
esta área, como acontece en toda Latinoamérica. 

En lo referente al ámbito geográfico, existen aún limitaciones pa-
ra la protección de los trabajadores de áreas rurales. Algunos sistemas 
de estos países tienen programas específicos dedicados al sector ru-
ral, mientras en otros la cobertura tiene lugar en ciudades más im-
portantes. 

Por otra parte, se ha reiterado el esfuerzo continuado de extender 
los regímenes a un número cada vez mayor de la población. 

La pluralidad institucional de la seguridad social tiende a dismi-
nuirse mediante la uniformación de los derechos, particularmente 
entre los grupos de asegurados que cambian de un régimen a otro. 

En todos los países se comprueba que existe una compensación 
mayor en dinero para los riesgos del trabajo, que la señalada en casos 
de maternidad o enfermedad general. 

La devaluación monetaria y el alza del costo de la vida, han moti-
vado la revalorización de pensiones para elevar su cuantía en función 
del poder adquisitivo de la moneda, particularmente en los países en 
que la inflación ha alcanzado niveles más altos. 

En lo referente a los requisitos previos para tener derecho al otor- 

416 



gamiento de prestaciones en un régimen relativo al ramo médico, no 
se subordina la atención a ningún período de calificación, en otro se 
exigen tiempos de espera, en general medianos, para la prestación a 
corto plazo y lapsos mucho más largos para las prestaciones diferidas. 

En cuanto a la edad para obtener la pensión de vejez, fluctúa en-
tre 60 y 65 años para hombres y 55 y 60 para mujeres. 

Los subsidios por enfermedad suelen prolongarse mientras sub-
sista la incapacidad para ejercer la actividad profesional y se le con-
sidere inválido, o durante el tiempo del tratamiento médico. 

Son beneficiarios a las prestaciones de enfermedad, ascendentes, 
esposa y descendientes, a cargo, ampliándose generalmente la presta-
ción si los ascendientes o hijos son inválidos. 

En lo referente a la maternidad se otorgan a las trabajadoras en 
3 países de esta área, descansos que fluctúan entre 45 días antes y 
después del parto y en otro 3 semanas antes y 6 posteriores al mismo. 

Los riesgos del trabajo están considerados por las instituciones 
de seguridad social de 2 países de la región. En los otros se otorga 
esta protección en cumplimiento de las leyes laborales, a través de 
organismos gubernamentales o sociedades mutualistas. En algunos exis-
te un fondo de garantía para los empleadores insolventes. 

El seguro de desempleo esta estructurado en un país de esta área 
y en los otros existen formas parciales de subsidios a cargo de algu-
nas instituciones de seguridad social o derivados de la ley laboral. 

Para el financiamiento de la seguridad social, existen formas tri-
partitas, bipartitas y de contribución de uno dé los sectores, depen-
diendo para ello del ramo cubierto, de la generalización del régimen 
o de la categoría protegida. 

El costo de los regímenes generales oscila entre 6% y 8% del 
salario base imponible. 

La administración de la seguridad social en algunos paíSes, im-
plica la existencia de servicios públicos, ejercidos por instituciones 
descentralizadas con personalidad y patrimonio propios, que se re-
lacionan con el Poder Ejecutivo a través de Ministerios o Secretarías 
de Trabajo, Previsión o Bienestar Social. 

Estas Instituciones o Cajas de Seguro Social o Seguridad Social, 
tienen Consejos Superiores, Directorios Colegrados, integrados con 
representantes de las partes afectadas, Estado, Empleadores y Traba- 
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jadorés y finalmente con representantes del Gobierno por las ramas 
de asistencia, hacienda, economía y otros. 

En cuanto a las inconformidades, éstas son dirigidas a Comisiones 
de Apelación, a órganos superiores de la Institución o a la justicia 
ordinaria, como acontece en un país de esta área. 

10. CONSIDERACIONES FINALES SOBRE LA RELACION ENTRE 
LA LEGISLACION DE LA SEGURIDAD SOCIAL Y LOS PLANES 
DE DESARROLLO EN LOS PAISES DE LA CUENCA DEL 
PLATA. 

En el estudio presentado, se han analizado algunas tendencias sobre-
salientes en la relación entre la legislación de la seguridad social y el 
proceso de desarrollo de los países de la Cuenca del Plata, con el 
propósito de distinguir la fundamentación de los planes nacionales y 
sus relaciones con la seguridad social. 

Las generalidades que han sido objeto de observación, llevan im-
plícitas ciertas dificultades al tratar de reducir a una tipología, los 
factores específicos que forman el contexto en el cual se desenvuelven 
los aspectos fundamentales del desarrollo de cada país; América La-
tina es una región sumamente compleja y variada, aún más en el caso 
de los países de la Cuenca del Plata. Sin embargo, se consideró fac-
tible destacar los patrones básicos en la evolución reciente de la le-
gislación de la seguridad social y de los planes de desarrollo, que 
pueden proporcionar una visión racional de la trayectoria general del 
cambio que se observa en cada país, a escala institucional, sectorial 
y nacional. Este intento de definir las grandes tendencias del desarro-
llo social y económico en la región de la Cuenca del Plata, está basado 
en una sensibilidad para aprovechar la experiencia histórica y ampliar 
el conocimiento de los vínculos actuales, que existen entre los países 
de esta región, permitiendo analizar las características comunes y las 
marcadas diferencias en sus estructuras correspondientes. Lo ante-
rior es parte de una preocupación general por encontrar los modelos 
adecuados a la realidad nacional de cada país y promover un desa-
rrollo sostenido, en el que se considere la consecución simultánea de 
los objetivos económicos y sociales, para beneficiar a mayores secto-
res de la población. 

Enfoque estructural de América Latina durante la década de 1960. 

La imagen que más prevaleció durante la década 'de 1960, tendía a 
establecer para la región latinoamericana, la característica de la dua- 
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lidad estructural en su estadio de desarrollo, es decir, por un lado un 
conjunto de comunidades agrarias de corte tradicional, y por el otro, 
la existencia definida, o incipiente de centros o núcleos específicos 
de industrialización. Esta dicotomía económica y social, intensificada 
por los problemas derivados de la explosión demográfica, la urbani-
zación y la inestabilidad política, ponía en duda las posibilidades de 
una transición ordenada hacia la modernización. Desde esta perspec-
tiva, las señales de cambio han sido frecuentemente interpretadas 
como indicadores de profundas crisis que producirían el desequili-
brio y posiblemente el conflicto en las estructuras internas. 

Enfoques recientes. 

Las interpretaciones más recientes del desarrollo general de los países 
de la región presentan un enfoque diferente, que se aparta de las 
posiciones extremas, tanto conservadoras como radicales. Tratan de 
plantear un esquema que combine elementos de ambas, contribuyendo 
a un proceso de desarrollo equilibrado, necesario para el cambio que 
requiere el período histórico que vive la región. Los países de América 
Latina continuan avanzando hacia dos objetivos vitales, que surgen 
como imperativos del proceso de reafirmación de sus respectivas so-
ciedades: la unidad nacional entre los diversos sectores e intereses 
que componen la población y la modernización, a través de un pro-
ceso efectivo de desarrollo. Al mismo tiempo, las estructuras institu-
cionales tienden a ser más dinámicas, para lograr la definición y reo-
rientación de sus metas y programas, creando los mecanismos cuyas 
interrelaciones sean capaces de conformar las respuestas al reto que 
plantean los planes modernos del desarrollo. 

Proyecciones de las tendencias actuales. 

Las tendencias generales que se pueden observar actualmente en el 
proceso de desarrollo de América Latina tienen lugar en un medio 
caracterizado por grandes disparidades en la distribución de la rique-
za y los consiguientes problemas para la universalización de la cober-
tura de los sistemas de seguridad social. Se estima que las áreas tra-
dicionales de actividades primarias no disminuirán apreciablemente, 
a pesar de la creciente industrialización (que sin embargo, no propor-
ciona un mercado de trabajo lo suficientemente amplio para los des-
ocupados del campo) y el aumento en los niveles cualitativos alcan-
zados y en los índices de productividad. Lo que es más, en algunos 
casos la agricultura pierde terreno frente al incremento de la pobla-
ción. En muchos países latinoamericanos, se ha descuidado al sector 
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agrícola, en aras del desarrollo industrial, o que ha provocado una 
reducción de los productos básicos disponibles para exportar y aún 
la necesidad de importar alimentos en gran escala. Ya se va adqui-
riendo conciencia de que un desarrollo industrial sostenido requiere 
de un sector agrícola próspero, capaz de hacer frente a la demanda 
interna y de proporcionar valiosas entradas a través de la exportación, 

Aun cuando sea visible una expansión de las exportaciones no tra-
dicionales, la industrialización ha tenido que seguir dependiendo de 
la disponibilidad de divisas producidas por la minería y la agricultura, 
de la capacidad de movilización del ahorro interno y de las posibili-
dades de financiamiento de origen externo, factores que también in-
ciden en las bases financieras y en el orden administrativo de la se-
guridad social. El fenómeno del incremento del costo de los bienes 
de capital necesarios para impulsar la industrialización, paralelamen-
te con el desarrollo del precio de los productos tradicionales de ex-
portación, han dejado en precaria situación la balanza de pago de 
muchos países de la región; la solución alternativa, los préstamos ex-
tranjeros con sus altos intereses, provoca una dependencia de otros 
centros de decisión. Es claro que para alentar una cada vez mayor 
capacidad de ahorro interno, será necesario tomar medidas especia-
les en cuanto al desarrollo agrícola. 

El desarrollo social refleja las discrepancias en la distribución 
de los beneficios del progreso económico y la diferenciación en todos 
los niveles de los sectores ocupados en actividades agropecuarias o 
no calificadas, que aun constituyen los sectores más difíciles de pro-
teger por parte de los sistemas de seguridad social. No se cuenta con 
la capacidad para atender al mismo tiempo las necesidades de los 
grandes sectores de la población que se encuentran en situación de 
pobreza y desocupación. Sin embargo, la inestabilidad social que lo 
anterior generalmente produce, podrá ser atenuada en buena medida 
por la evolución institucional progresiva, y especialmente por la de 
los regímenes de seguridad social, cuyos programas actualmente tien-
den a dirigir sus beneficios a los sectores marginados del progreso, 
intentando cumplir con la mayor eficacia posible la función redistri-
butiva que les ha sido asignada. 

Esfuerzos integracionistas. 

Se percibe que están cobrando vigor los movimientos integracionis-
tas, tal como se observan en el Mercado Común Centroamericano y 
en el Pacto Andino. En los planes de desarrollo de otros países de 
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América Latina como son Brasil y Argentina, se presenta evidencia de 
haber alcanzado avances significativos por una vía diferente a la de 
la integración. Sin embargo, es posible apreciar las actividades de 
acercamiento de Argentina a los países comprendidos en el Pacto An-
dino, en forma conjunta, y de Brasil a través de tratados bilaterales: 
al mismo tiempo que Argentina anuncia sus intenciones de participar 
en el mercado subregional Andino, Brasil concreta tratados bilatera-
les con países como Colombia y Venezuela, para la explotación en co-
mún de variados recursos económicos. 

Recientemente, se han llevado a cabo convenios económicos entre 
Brasil y Paraguay, y entre Argentina y Paraguay, para aprovechar en 
forma conjunta los grandes recursos energéticos derivados de las co-
rrientes del río Paraná. Planteamientos comunes de los gobiernos de 
Brasil y Uruguay, y un acercamiento entre los gobiernos de Argenti-
na y Uruguay, dan mayor importancia a la tendencia general de una 
más intensa relación económica entre los países del área. 

En cuanto a las posibilidades futuras de una mayor integración 
a nivel latinoamericano, se registran diversos planteamientos. Algu-
nos consideran el fortalecimiento y la creación de áreas de integra-
ción subregional, que podrían dar nuevos impulsos a la Asociación 
Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC). Estos observadores es-
timan que este proceso podría localizarse en tres polos definidos: el 
primero, en la región Andina, como ya sucede en la actualidad; el 
segundo, que incluiría, además de los países centroamericanos, a par-
te del Caribe y México; y el tercero, que se centraría en un mayor 
acercamiento de los países de la Cuenca del Plata. 

La Seguridad Social y el proceso de desarrollo en los países de la 
Cuenca del Plata. 

Es posible apreciar en los países de la Cuenca del Plata una relación 
directa entre los niveles de desarrollo y los programas y perspectivas 
de los sistemas de seguridad social. Por ejemplo, Argentina y Uru-
guay, países que en el contexto latinoamericano podrían calificarse 
de desarrollados, que poseen cierta infraestructura, dedican un mayor 
porcentaje de los egresos totales del gobierno a los aspectos sociales 
(Argentina, en educación 1972, el 16.3% y en salubridad el 5.8%; Uru-
guay, en educación 1970, el 26°/0 y en salubridad 1968, el 5.7%). Un 
país como Brasil, que trata de crear una infraestructura adecuada 
para sus posibilidades de desarrollo, como primer paso de acuerdo 
con el modelo de ese país, dedica tan sólo un 6.5% del presupuesto 
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nacional para la educación, y un 0.5% para la salubridad (cifras de 
1972). Esta ampliación de la infraestructura en Brasil, ha permitido 
a ese país mantener una tasa de crecimiento del producto interno 
bruto, de características sorprendentes, pero ha relegado la conse-
cución de los objetivos sociales más urgentes. 

Con la excepción de Paraguay, los países de la Cuenca del Plata 
presentan una extraordinaria diversificación en los sistemas de se-
guridad social. La proliferación de cajas e instituciones de seguridad 
social, podría relacionarse quizás, con el nivel de desarrollo general 
y multifacético más elevado de Argentina y Brasil, y los excepcional-
mente niveles de participación económica y social en Uruguay. El 
proceso de desarrollo en estos países, sin embargo, implica la nece-
sidad de llegar a algún tipo de armonización o unificación de todos 
estos sistemas, y en la actualidad se progresa en este sentido. 

En el momento actual, se registra una tendencia hacia la partici-
pación del Sector Público, del Estado, en forma creciente, en el pro-
ceso de desarrollo de los países latinoamericanos. Es fácil percatarse 
de la incidencia de ese fenómeno de los mecanismos e instituciones 
de seguridad social de la subregión del Plata. En Argentina la ins-
titución de seguridad social es parte el poder ejecutivo, como Secre-
taría de Seguridad Social. En Brasil ya comienza a plantearse un pro-
yecto para crear el Ministerio de Previsión y Asistencia Social. Estos 
dos ejemplos de centralización de la gestión del sector social persiguen 
una mayor efectividad en el proceso general de desarrollo. 

Existen diversos puntos de vista con respecto a las ventajas y 
desventajas de las situaciones, cuando la institución de seguridad so-
cial es autónoma o cuando depende del Estado en forma directa hasta 
llegar a convertirse en una Secretaría o Ministerio de Estado. A fa-
vor de la creciente participación estatal en los organismos de segu-
ridad social, a menudo se señala el hecho de que la seguridad social 
es parte integral de la política social del Estado; en este sentido, el 
hecho de que sea un servicio público de interés social justifica que la 
seguridad social deba estar a cargo del Estado y sostenida por éste 
(como ocurre, por ejemplo en cuanto el sector de educación y al sec-
tor salud). 

A favor del organismo de seguridad social como institución des-
centralizada o autónoma, se cita el hecho de que por este medio tiene 
lugar una participación más directa y efectiva por parte de los inte-
reses del capital y el trabajo: se menciona que el Estado puede no ser 
tan buen gestor por la existencia de regímenes burocráticos y las 
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fallas en sus contribuciones financiamiento de los regímenes estable-
cidos. 

En todo caso, se podría señalar que una intervención más direc-
ta y efectiva del Estado en los mecanismos de seguridad social inci-
diría en forma significativa sobre los siguientes aspectos: 

—Coordinación—. Con otras áreas de operación del estado (sa-
lubridad, educación, etc.,) en cuanto a lograr una eliminación de fac-
tores negativos tales como la. duplicidad de funciones, y por consi-
guiente, una utilización óptima de los recursos existentes. 

—Unificación—. Un proceso que elimine las dualidades o contra-
dicciones entre los regímenes existentes y los conceptos y categorías 
cubiertos en los sistemas de seguridad social. 

—Meta de una seguridad social integral—. Tendiente a lograr la 
cobertura de la totalidad de la población. Este punto constituye una 
necesidad imperativa en América Latina, ya que por lo general, sólo 
un 10% de la población cubierta pertenece a los sectores campesinos. 

—Mejores posibilidades de una planeación efectiva.—En general, 
en América Latina es posible percibir que el Estado tiene un papel de 
importancia en las instituciones de seguridad social, papel que puede 
o no acrecentarse, de acuerdo con las exigencias del proceso de desa-
rrollo de cada país latinoamericano. 

Las diferencias en los niveles de desarrollo relativos, entre Ar-
gentina y Uruguay, por una parte, y Brasil y Paraguay por la otra, 
en aspectos tales como los índices educativos y de salubridad, la tasa 
de incremento demográfico (que ocasiona que la pirámide por gru-
pos de edades muestre un mayor porcentaje de la población econó-
micamente activa de los dos primeros países), y el grado de urbani-
zación y de homogeneidad, significan que en Argentina y Uruguay sea 
posible una mayor continuación en los esfuerzos de expansión y 
mejoramiento de las prestaciones de los sistemas de seguridad so-
cial. Se puede apreciar que la seguridad social en un pais como Ar-
gentina, coincidiendo con su desarrollo relativo más elevado, avanza 
hacia el perfeccionamiento de las formas de cobertura en campos tales 
como la protección en el empleo, mientras que las necesidades mé-
dicas de la población son cubiertas de manera general y eficiente por 
otros organismos del Estado (como sucede en algunas naciones des-
arrolladas de Europa Occidental y Estados Unidos) en tanto que en 
Brasil y Paraguay las instituciones continúan concentrándose en pro-
porcionar atención médica a los derechohabientes. Es decir, podría 
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establecerse que se manifiesta una correlación entre los niveles de 
desarrollo general y las formas y modalidades que adopta la seguri-
dad social. 

En la relación entre la seguridad social y el proceso de desarro-
llo en la región latinoamericana, resultaría útil considerar el caso es-
pecial de un país de la Cuenca del Plata, Uruguay, que en su trayec- 
toria histórica contemporánea, demuestra claramente la importancia 
de un enfoque integral para el estudio y análisis de los dos factores. 
Desde fecha muy temprana en el presente siglo, en gran parte gracias 
a la obra y los esfuerzos de José Batlle y Ordóñez, Uruguay sentó sus 
bases Para la organización de un sistema de seguridad social moderno 
y efectivo. Este sistema continuó perfeccionándose hasta constituir 
un ejemplo de eficacia y amplitud de beneficios en el ámbito lati-
noamericano. Pero las décadas de progreso en la seguridad social uru-
guaya habían sido también tiempo de prosperidad y bienestar en el 
desarrollo económico del país. Cuando a finales de la década de 1950 
la economía de Uruguay comenzó a decaer (debido principalmente 
a las bajas de precio de la lana y la carne en los mercados internacio-
nales) los sistemas de seguridad social se resintieron enormemente; 
la base económica que había permitido la expansión ilimitada de las 
prestaciones y servicios se resquebrajó, el sistema de protección so-
cial resultó excesivo para las posibilidades y la capacidad económica 
de la sociedad uruguaya. Actualmente en ese país, se trata de equipa-
rar los gastos y los beneficios que brinda la seguridad social, resta-
bleciendo el equilibrio entre el proceso económico nacional y el al-
cance de los programas sociales. 

Aunque no es previsible en un futuro inmediato, un aumento im-
portante de las corrientes migratorias de trabajadores entre diversos 
países de América Latina, la creciente relación económica entre los 
mismos, por ejemplo entre los países de la Cuenca del Plata, puede 
además de promover la circulación de mercaderías, favorecer también 
la libre circulación de trabajadores. Ya en la actualidad, hay impor-
tantes núcleos de ciudadanos brasileños que residen en Paraguay y 
Uruguay, y numerosos paraguayos en Argentina. En este sentido, es 
indudable que la garantía de los derechos de seguridad social a los 
trabajadores migrantes, constituyen un elemento importante. Se con-
sidera que el medio más eficaz para garantizar estos derechos es la 
concentración de convenios bilaterales y multilaterales de seguridad 
social. La concertación de convenios podría promover el proceso de 
armonización de los sistemas de seguridad social, cuyas disparidades 
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han sido reveladas por los problemas que surgen de la aplicación prác-
tica de los mismos. 

La Planeación de la Seguridad Social. 

Se estima necesario que para promover las modificaciones legislati-
vas y elaborar los programas básicos que contengan las normas in-
dispensables de un mínimo de protección a la población de cada país, 
se debe recurrir en mayor medida a la planeación de la seguridad 
social, en atención a las condiciones vigentes de cada caso en particu-
lar. Podría plantearse la conveniencia de establecer pautas concretas 
tendientes a armonizar a más largo plazo y en el mayor grado posi-
ble, los procesos legislativos, técnicos y administrativos de la gestión 
de la seguridad social en los diversos países, y pensar en la posibilidad 
de obtener bases más homogéneas para la operación de los sistemas 
de seguridad social, incluyendo el concepto de reciprocidad. 

El análisis de las informaciones y en particular de las estadísticas 
disponibles, muestra que existen diferencias considerables en los cos-
tos de la seguridad social y en cobertura de riesgos entre los países 
de la Cuenca del Plata, así como en las características de la pobla-
ción y las regiones geográficas comprendidas, que pueden constituir 
obstáculos de significación. Es vital emprender estudios sistemáticos 
que permitan conocer la incidencia de todas estos aspectos, para la 
distribución más equitativa de beneficios y de costos. 

La seguridad social en la coyuntura actual del desarrollo en América 
Latina. 

El análisis de los planes de desarrollo en América Latina, implica el 
planteamiento de las alternativas y viabilidad de las proyecciones pa-
ra las instituciones de seguridad social de esta región en los próximos 
años. La creciente conciencia en relación a la necesidad de enfocar 
el desarrollo con un criterio integral, otorga a la seguridad social una 
especial significación por su naturaleza dual, como mecanismo de 
realización de políticas y programas económicos y sociales de gran 
magnitud. Esto significa que la seguridad social requiere una estruc-
tura jurídica adecuada para poder aplicar la metodología e instru-
mentación moderna de la planificación e incorporarse, en forma ca-
da vez más efectiva, a los diversos aspectos de la política social y a 
los planes generales de desarrollo integral, tanto a nivel nacional 
como regional e internacional. 

Las perspectivas de establecer un orden en los regímenes de se- 
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guridad social que proporcione viabilidad, agilidad y seguridad a su 
funcionamiento; dependerán en gran medida, según lo demanda cada 
caso, de las posibilidades de reestructuración jurídica, administrativa 
y financiera y de la capacidad de las instituciones a nivel operativo 
para la armonización y coordinación de funciones, así como para la 
complementación y ampliación de servicios que impulsan las relacio-
nes de reciprocidad propuesta entre estos sistemas. 

Lo anterior implica la necesidad de actualizar las legislaciones, 
estructuras y funciones de las instituciones de seguridad social, para 
facilitar el proceso de la adaptación de todos los países a nuevas si-
tuaciones que plantea el desarrollo nacional y regional. De los esfuer-
zos de actualización jurídica y de la correspondiente renovación y 
perfeccionamiento internos, dependerá la efectividad de la seguridad 
social, en su papel de promotor del desarrollo. 
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